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“El silencio de los fusiles, el regreso a los sueños” está dirigido a examinar la 
respuesta institucional a los niños, niñas y adolescentes (NNA) desvinculados de 
grupos armados organizados al margen de la ley (GAOML), con énfasis en el 
programa especializado de atención a esta población del Instituto Colombiano de 
Bienestar Familiar (ICBF). Lo anterior, con el fin de determinar los aciertos y 
desaciertos frente al proceso de transición a la vida civil y restablecimiento de 
derechos a los NNA, para proponer una serie de recomendaciones, y así alcanzar 
el propósito de la reparación integral para los NNA víctimas de reclutamiento. 
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“El silencio de los fusiles, el regreso a los sueños” is aimed to examining the 
institutional response to children and adolescents demobilized from armed groups 
and organized crime groups outside the law, with emphasis on the specialized 
attention program of Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF). The above, 
in order to determine the success and failures of the process of transition to civil life 
and restoration of rights to children, in order to propose a series of 
recommendations, and thus achieve the purpose of repair for children victims of 
recruitment. 
 




▪ ARN: Agencia para la Reincorporación y Normalización  
▪ ACR: Agencia colombiana para la Reintegración 
▪ ANZORC: Asociación Nacional de Zonas de reserva 
▪ AUC: Autodefensas Unidas de Colombia 
▪ BACRIM: Bandas criminales 
▪ CICR: Comité Internacional de la Cruz Roja 
▪ CNMH: Centro Nacional de Memoria Histórica 
▪ CNR: Consejo Nacional de Reincorporación  
▪ CODA: Comité Operativo para Dejación de Armas 
▪ COALICO: Coalición contra la vinculación de niños, niñas y jóvenes al 
conflicto armado  
▪ CONPAZ: Comunidades Construyendo Paz  
▪ CTJT: Comité Territorial de Justicia Transicional 
▪ DDR: Desarme, desmovilización y reintegración 
▪ DPS: Departamento Administrativo para la Prosperidad Social 
▪ FARC- EP: Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia – Ejército del 
Pueblo 
▪ GAOML: Grupos armados organizados al margen de la ley 
▪ ICBF: Instituto Colombiano de Bienestar Familiar 
▪ NNA: Niños, niñas y adolescentes 
▪ OACP: Oficina del Alto Comisionado para la Paz 
▪ OIM: Organización Internacional para las Migraciones 
▪ OIT: Organización Internacional del Trabajo 
▪ ONU: Organización de las Naciones Unidas 
▪ SNARIV: Sistema Nacional de Atención y Reparación a Víctimas 
▪ UARIV: Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas 
▪ UNICEF: Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia (por sus siglas en 
inglés) 
▪ UNP: Unidad Nacional de Protección 



















1.1. Metodología de trabajo 










3. Capítulo II. Algunos apartados del esfuerzo institucional por responder a 
las consecuencias de la guerra, específicamente en los niños, niñas y 
adolescentes desvinculados de grupos armados organizados al margen 






4. Capítulo III. Programa de atención especializada para el 
restablecimiento de derechos a niños, niñas y adolescentes víctimas de 
reclutamiento ilícito, desvinculados de grupos armados organizados al 






5. Capítulo IV. Revisión documental de los datos estadísticos e informes 
realizados sobre el proceso de restablecimiento de derechos y 






6. Capítulo V. Análisis de la intervención del Estado en los esfuerzos que 
ha realizado en materia de niñez y adolescencia desde el programa 





7. Capítulo VI. Panorama general del acuerdo de paz en la Habana entre 
el gobierno nacional y las FARC-EP, con énfasis en los NNA que 
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"En ti pienso cada rato porque me quitaste lo más 
bonito de mi vida, mi infancia y mi adolescencia. 
No pude jugar con muñecas sino con un fusil, 
no tuve amigos porque tú los asustabas, por 
tu culpa, por tu culpa no lo he podido superar”.  




El fenómeno de niños, niñas y adolescentes (NNA) combatientes en conflictos 
armados constituye uno de los desafíos más grandes en materia de protección y 
garantía de derechos humanos. Según el Fondo de las Naciones Unidas para la 
Infancia (UNICEF) se estima que para 2017, aproximadamente, entre 250.000 y 
300.000 NNA están combatiendo en conflictos armados, bien sea con fuerzas 
gubernamentales o con grupos armados organizados al margen de la ley (GAOML). 
Singer (2005) estimó que dos tercios de los conflictos actuales o recientemente 
finalizados, presentaron uso de NNA como combatientes. Argumentó, así mismo, 
que la mayor prevalencia del fenómeno es en África, desde 2001; sin embargo, NNA 
han combatido y continúan combatiendo en guerras en América Latina, Asia, 
Europa del Este y  Medio Oriente.  
  
Colombia no es ajena a esta tendencia mundial, el conflicto armado ha afectado 
directamente a la infancia y a la adolescencia, mediante la práctica del 
reclutamiento. A 2015 aproximadamente 17.000 niñas, niños y adolescentes1 fueron 
incluidos en las filas de grupos armados organizados al margen de la ley (El 
Espectador, 2015). Adicional a ello, según el Registro Único de Víctimas2 más de 
un millón quinientos NNA han sufrido efectos del conflicto armado directamente. (El 
Espectador, 2017) 
 
                                                 
1 Los niños, niñas y adolescentes (NNA), según la Convención Internacional de los Derechos del 
Niño son sujetos activos de derechos, su clasificación etaria oscila entre los 0 y 18 años. De acuerdo 
con la legislación colombiana, es niño o niña toda persona menor de doce (12) años, y adolescente 
toda persona menor de dieciocho (18) años (Ley 1098 de 2006, artículo 3). El programa del Instituto 
Colombiano para el Bienestar Familiar (ICBF) que atiende a los NNA desvinculados del conflicto 
armado, no incluye, dentro de sus sujetos, a las personas mayores de los 18 años (entre ellos los 
jóvenes), porque, para ello, se ha dispuesto la ruta de reintegración, en cabeza de la Agencia 
Colombiana para la Reintegración (ACR). Cabe mencionar que la ACR se convirtió en la ARN 
(Instituto Colombiano de Bienestar Familiar [ICBF], 2013).  
2 El registro único de víctimas es el sistema donde se calculan e incluyen toda la información de 
todas las personas que fueron directamente afectadas por el conflicto armado individual o 
colectivamente. Es la herramienta que permite marcar el inicio del ciclo de atención, reparación y 
garantías de no repetición (UARIV, 2017). 
 
2 
Las razones para hacerlos activamente partícipes en el marco del conflicto armado 
colombiana están fundamentadas en los vacíos existentes en la legislación 
nacional, puesto que, no  tipifica jurídicamente la responsabilidad en la realización 
de un sin número de conductas delictivas hechas por NNA. Aunado a eso, factores 
psicosociales, en términos de la figura de autoridad que los adultos ejercen sobre 
ellos, permiten un mejor marco de cumplimiento de órdenes por parte de sus 
superiores, libre de cuestionamientos; económicamente hablando, resulta más 
rentable sostener a un NNA, sin dejar de lado que su agilidad y destreza en el 
ejercicio de la violencia son mayores y mejores que para los adultos, finalmente, 
desde la lógica militar en caso de ser heridos o fallecer, los NNA no implican una 
pérdida tan grande para el GAOML, en comparación con un combatiente de mayor 
trayectoria.  
 
En este trabajo de investigación, nos enfocaremos en examinar el proceso de 
transición a la vida civil y restablecimiento de derechos de los NNA víctimas de 
reclutamiento ilícito, encabezado por el Instituto Colombiano para el Bienestar 
Familiar (ICBF). El proceso de transición de combatiente a civil a temprana edad, 
demanda atención institucional estructurada, puesto que de su eficaz o ineficaz 
funcionamiento, depende el futuro de muchos niños, niñas y adolescentes que han 
sido expuestos a graves y masivas violaciones de sus derechos. 
 
Bajo esa lógica, la pregunta problema que guiará este trabajo de investigación es: 
¿Qué tan eficiente ha sido la respuesta institucional para lograr la transición a la 
vida civil y el restablecimiento de los derechos a  los niños, niñas y adolescentes 
desvinculados de los GAOML? 
 
La hipótesis planteada para estructurar los puntos de inflexión a las que se llegaron 
después de la investigación es: En tanto los esfuerzos institucionales de 
transición a la vida civil y restablecimiento de derechos para NNA 
desvinculados continúen presentando procesos generalizados, rigidez en la 
metodología y falta de comunicación interinstitucional no se podrá lograr un proceso 
efectivo.   
 
Se propone que, en su lugar, el proceso debiera ser holístico, abarcando 
necesidades psicológicas, sociales, económicas, educativas, físicas, culturales y de 
género. Igualmente se propone que deben reconocer el carácter único de la 
experiencia de cada uno de los niños, niñas y adolescentes, sus dificultades y 
requerimientos para la transición a la vida civil.  
 
El abordaje institucional que se implemente para la desvinculación de NNA 
excombatientes puede catapultar o hacer cojear un proceso de post acuerdo y 







El objetivo general, es realizar una reflexión sobre la respuesta institucional al 
fenómeno de reclutamiento y transición a la vida civil de niños, niñas y adolescentes 
desvinculados de GAOML, con énfasis en el programa especializado del ICBF, 
hasta 2015. En ese sentido, se analizarán los aciertos y desaciertos de las medidas 
adoptadas para restablecer los derechos de los NNA excombatientes. Todo lo 
anterior, con el fin de establecer una serie de recomendaciones que logren optimizar 
los resultados del proceso de transición a la vida civil y restablecimiento de derechos 
a los NNA víctimas de reclutamiento. 
 
Los objetivos específicos son: 
- Realizar una aproximación al fenómeno de reclutamiento de NNA en 
Colombia. 
- Explicar y analizar los resultados del programa de atención especializado y 
modalidades para la atención a niños, niñas y adolescentes que se 
desvinculan de grupos organizados al margen de la ley hasta 2015.  
- Identificar los aciertos y desaciertos del programa a cargo del ICBF respecto 
al restablecimiento de derechos y transición a la vida civil de los NNA 
desvinculados. . 
- Establecer lineamientos de ajuste y generar recomendaciones, basados en 
el resultado del trabajo de investigación del reclutamiento, y teniendo en 
cuenta retos primarios provenientes de los acuerdos de paz entre el gobierno 
nacional y las extintas Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia- 
Ejército del Pueblo (FARC-EP). 
 
Para lograr lo anterior, el trabajo de investigación se encargará en el desarrollo de 
cada uno de los capítulos, de hacer hincapié en temas como reclutamiento de NNA, 
análisis de los esfuerzos institucionales y de la intervención del Estado, 
específicamente a través del programa de atención especializado del ICBF para la 
atención a NNA desvinculados, además de revisar el panorama general del acuerdo 
de paz entre el gobierno nacional y las FARC-EP.  
 
La información trabajada, dejará como resultado una serie de retos para el gobierno 
nacional y la sociedad colombiana, en materia de transición a la vida civil y 
restablecimiento de derechos de niños, niñas y adolescentes víctimas del 
reclutamiento, con miras al acuerdo de paz negociado en la mesa de diálogos de 
La Habana (Cuba) por el gobierno nacional y la antigua guerrilla  las FARC-EP.  
 
Una de las grandes conclusiones de “El silencio de los fusiles, el regreso a los 
sueños” es la necesidad de que las instituciones del Estado cambien de lógica a 
raíz de lo pactado el pasado 24 noviembre de 2016  y cimienten sus planes, 
programas y políticas públicas en una lógica de paz en sentido positivo 
(construcción), dejando de lado los enfoques estructurales propios de la guerra. 
 
Adicional a lo anterior, es pertinente que las instituciones colombianas asuman el 
reto de articularse entre ellas, con el fin de que la oferta estatal en materia de 
transición a la vida civil, restitución de derechos y construcción de paz sea 
coherente; que responda eficaz y eficientemente en materia de inclusión social y 
 4 
generación de oportunidades para permitir el cambio de rumbo de las vidas que 
sufrieron las inclemencias de la guerra. 
 
METODOLOGÍA DE TRABAJO 
 
La metodología de investigación responde al proceso  cualitativo de observación no 
participativa, donde se combinó la revisión y análisis de documentos 
institucionales3, además de la realización de entrevistas semiestructuradas.  Esta 
metodología, facilitó recopilar información basada en la observación de 
comportamientos naturales, discursos y respuestas abiertas para la posterior 
interpretación de los datos disponibles en el marco de la transición a la vida civil de 
los NNA excombatientes y el proceso de restitución de sus derechos. 
 
La información utilizada en “El silencio de los fusiles, el regreso a los sueños” se 
obtuvo de fuentes institucionales de diferentes entidades públicas involucradas en 
el proceso de transición a la vida civil y restitución de derechos de los niños, niñas 
y adolescentes desvinculados de la guerra. En ese sentido, las fuentes consultadas 
fueron documentos públicos del ICBF; el Consejo Nacional de Reincorporación 
(CNR); la Agencia para la Reintegración y la Normalización (ARN); la Consejería 
Presidencial para los Derechos Humanos (CDDHH); la Presidencia de la República, 
entre otros. Adicionalmente, se revisó información  documental relacionada a  
experiencias tanto nacionales como internacionales en la materia, para así,  
comprender el panorama y definir el marco teórico, jurídico y normativo, resultados 
y análisis del proceso de restitución de derechos y transición a la vida civil de los 
NNA desde diferentes perspectivas.  
 
Finalmente,  los hallazgos de esta investigación fueron contrastados con los 
insumos obtenidos de entrevistas semiestructuradas realizadas a funcionarios de la 
dirección de niñez y adolescencia del ICBF, el Centro Nacional de Memoria Histórica 
(CNMH), la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas (UARIV), 
y a expertos de otras entidades en el tema como organizaciones no 
gubernamentales (ONG) BENPOSTA4 y War Torn5, sin dejar de lado a los miembros 
                                                 
3  Para el análisis documental, se revisaron documentos (datos estadísticos, informes, noticas, tesis, 
documentos investigativos) relacionados con el programa especializado, NNA desvinculados de 
grupos armados, conflicto armado en Colombia, el proceso de paz y los acuerdos de la habana, 
además de información internacional. Esto, con el fin de plasmar el panorama general de la situación, 
referenciar el marco normativo – jurídico y mapear la situación a nivel institucional y de la sociedad 
civil.  
4 Benposta Nación de Muchachos, es una organización no gubernamental (ONG) española de 
origen, fundada en Colombia en 1974, con la misión institucional de desarrollar acciones y programas 
que le permita a los niños, niñas y jóvenes que sufren las consecuentes de la exclusión y 
marginalidad social la plena restitución y vigencia de sus derechos fundamentales (BENPOSTA, s.f.). 
5 War Torn, es una ONG con sede en Estados Unidos que tiene por objetivo ayudar a las 
comunidades que han pasado por un período de conflicto y  guerra. En Colombia, trabaja junto a la 
Organización Internacional para las Migraciones (OIM) y la United States Agency for International 
Development (USAID), entre otras. Cuenta con una iniciativa contra el reclutamiento de NNA en 
conflictos armados, y en Bogotá, la ONG viene adelantando un proyecto a través del cual buscan 
 5 
de la Misión de Apoyo al Proceso de paz en Colombia de la Organización de 
Estados Americanos (MAPP-OEA) y a algunos miembros del secretariado del 




“El silencio de los fusiles, el regreso a los sueños” es un trabajo de investigación 
dirigido a estudiar lo que ha sucedido en el país desde la implementación del 
programa para la atención a niños, niñas y adolescentes6 que se desvinculan de 
grupos organizados al margen de la ley7 (con corte a 2015), para analizar si las 
medidas adoptadas son eficientes y, adicional a ello, determinar qué hace falta, en 
la gestión del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, para que los niños, niñas 
y adolescentes excombatientes sean gestores de paz, tengan una vida digna y, 
mediante un proyecto estructurado de vida, no tengan intención de reincidir como 
artífices de nuevas violencias en el contexto colombiano. 
 
Para lograr entender las singularidades que el fenómeno del reclutamiento a NNA 
supone, es necesario precisar referentes teóricos, conceptuales y jurídicos que han 
sido desarrollados en el tiempo, con el fin de aterrizar la necesidad sobre el proceso 
de restablecimiento  de derechos a la infancia y la adolescencia. 
 
En primera medida, hay que anotar que el reclutamiento a NNA es “la conscripción 
o avistamiento obligatorio, forzando y voluntario de niños, niñas y adolescentes a 
cualquier grupo o fuerza armada” (Los Principios de París, 2007, página 9). Los 
datos históricos de esta problemática que ha afectado a la infancia y adolescencia 
colombiana no son precisos8, puesto que, desde inicios del conflicto armado hubo 
una participación considerable de personas NNA de dieciocho años  en los grupos 
armados al margen de la ley, sin embargo, conforme fueron avanzando las 
disposiciones internacionales al respecto de la utilización de NNA en la guerra, el 
fenómeno empezó a ser más visible y obligó al Estado colombiano a diseñar un 
paquete de respuestas institucionales para atender las problemáticas propias del 
reclutamiento  a NNA. 
                                                 
proyectar, en tiempo real, una reflexión de la percepción nacional sobre la transición a la vida civil y 
el restablecimiento de derechos de los NNA combatientes.   
6 Niños, niñas y adolescentes (NNA): de acuerdo con la legislación colombiana, es niño o niña toda 
persona menor de doce (12) años, y adolescente toda persona menor de dieciocho (18) años (Ley 
1098 de 2006, art. 3). 
7 Grupo Armado Organizado al Margen de la Ley (GAOML): se entiende por GAOML aquel grupo de 
guerrilla o de autodefensas, o una parte significativa e integral de los mismos, como bloques, frentes 
u otras modalidades de esas mismas organizaciones, que, bajo la dirección de un mando 
responsable, ejerza sobre una parte del territorio un control tal que le permita realizar operaciones 
militares sostenidas y concertadas (Agencia Colombiana para la Reintegración [ACR], s.f.).  
8 A pesar de no tener cifras claras sobre la problemática, en el primer capítulo “El reclutamiento de 
niños, niñas y adolescentes en el conflicto armado colombiano”, se hace un esfuerzo por definir el 
fenómeno, sus consecuencias y se toman en cuentan las cifras disponibles del mismo para realizar 




La normativa internacional a la que el país se ha comprometido en materia de 
derechos de la niñez y adolescencia es la siguiente:  
 
• “Los Convenios de Ginebra (Protocolo II adicional a los convenios de 
Ginebra),en el cual se prohíbe el reclutamiento de NNA de 15 años en grupos 
armados y su participación en hostilidades;  
• La Convención Internacional de los Derechos del Niño: en el Artículo 38 de 
esta Convención se adopta la norma del Protocolo II adicional a los 
Convenios de Ginebra mediante el cual se prohíbe el reclutamiento de NNA 
de 15 años. El Estado colombiano adopta la Convención, pero hace una 
salvedad con respecto al art. 38, estableciendo que para el caso colombiano 
no se permitiría el reclutamiento de NNA de 18 años ni su participación en 
las hostilidades. 
• Protocolo Facultativo a la Convención Internacional de los Derechos del Niño, 
relativo a la participación de niños en conflictos armados: a causa del 
incremento en la participación de niños, niñas y adolescentes en los 
conflictos armados alrededor del mundo, la Organización de las Naciones 
Unidas expide un Protocolo Facultativo mediante el cual se aumenta la edad 
mínima permitida de reclutamiento de 15 a 18 años de edad, tanto para 
ejércitos regulares como grupos irregulares al margen de la ley. Este 
Protocolo fue aprobado por el Congreso Nacional mediante la Ley 833 de 
2003. 
•  Convenio 182 de la OIT: este Convenio “Sobre las peores formas de trabajo 
infantil y la acción inmediata para su eliminación”, establece como una de las 
peores formas de trabajo infantil, el reclutamiento de niños en grupos 
regulares o irregulares y su participación en el conflicto armado. Colombia 
adoptó el Convenio mediante la Ley 704 de 2001. 
•  Estatuto de Roma: el Estatuto de Roma donde se creó Corte Penal 
Internacional prohíbe “reclutar o alistar a  niños NNA de 15 años en las 
fuerzas armadas o utilizarlos para participar activamente en las 
hostilidades  y señala, de esta manera, al reclutamiento de niños NNA a 15 
años como crimen de guerra. Adoptado por el Estado Colombiano mediante 
la Ley 742 de 2002”(Universidad de los Andes, 2014).      
• Los Principios y Compromisos de Paris: La unión de estos pactos consolida 
el conocimiento y la experiencia humanitaria a nivel mundial para proteger a 
los niños, impedir su reclutamiento en fuerzas o grupos armados (o liberarlos 
de ellos) y reintegrarlos a la vida civil (UNICEF, 2010). 
 
 
Al ratificar los instrumentos internacionales sobre derechos humanos, el Estado 
colombiano tiene la responsabilidad y obligación de  velar por la seguridad y 
protección de personas, especialmente, los más vulnerables. En ese sentido, cabe 
resaltar que los NNA, por sus características físicas, emocionales y mentales viven 
en estado de indefensión, por esa razón se han hecho acreedores a la categoría de 




Adicional a ello, para lo anterior, el país ha ido avanzando en temas de protección 
de derechos de los NNA, mediante la sanción de un paquete de doctrinas que dan 
cuerpo a la normativa nacional en la materia, algunas normas son las siguientes:   
 
• “Ley 418 de 1997: mediante esta ley se prohíbe la prestación de servicio 
militar para personas NNA de 18 años, a  menos que su voluntad y la de sus 
padres así lo expresaran. Por otra parte se crea el delito de reclutamiento 
ilícito: Artículo 14: Quien reclute a NNA de edad para integrar grupos 
insurgentes o grupos de autodefensa, o los induzca a integrarlos, o los admita 
en ellos, o quienes con tal fin les proporcione entrenamiento militar, será 
sancionado con prisión de tres a cinco años. Parágrafo: Los miembros de las 
organizaciones armadas al margen de la ley, que incorporen a las mismas, 
NNA de dieciocho, no podrán ser acreedores de los beneficios jurídicos de 
que trata la presente ley. 
• Ley 548 de 1999: Esta ley, que prorrogó la ley 418 de 1997, prohíbe 
expresamente la prestación de servicio militar y el reclutamiento ilegal 
aunque la voluntad del menor y la de sus padres así lo expresara. A pesar 
de la reserva que había hecho Colombia, con respecto a la Convención 
Internacional de los Derechos del Niño en 1991, sólo hasta 1999 se hace 
efectiva esta norma en las Fuerzas Militares, al tener la obligación de  retirar 
la prestación de servicio militar a todos los NNA de 18 años. 
• Ley 782 de 2002: Mediante la cual se prorrogan la vigencia de la ley 418 de 
1997 y se modifican algunas disposiciones. 
• Código Penal: En el artículo 162 del Código Penal se reconoce como delito 
de reclutamiento ilícito la conducta punible según la cual: El que, con ocasión 
y en desarrollo del conflicto armado,  reclute NNA de 18 años o los obligue a 
participar directa o indirectamente en las hostilidades o en acciones armadas, 
incurrirá en prisión de 6 a 10 años. 
• Decreto 128 de 2003 por el cual se reglamenta la Ley 418 de 1997, 
prorrogada y modificada por la Ley 548 de 1999 y la Ley 782 de 2002 en 
materia de reincorporación a la sociedad civil” (Universidad de los Andes, 
2014).  
 
Para dar respuesta al fenómeno de reclutamiento y al reto que implica la transición 
a la vida civil, hacia finales de la década del noventa, en Colombia se promulgaron 
dos leyes que empezaron a dar tratamiento al flagelo de la participación activa de 
NNA en las filas de algún bando del conflicto armado; la ley 418/97 “Instrumentos 
para la búsqueda de la convivencia” abordó el tema y prohibió la inclusión de NNA 
de edad en las filas de las Fuerzas Armadas a menos que fuesen mayores de 15 
años y sus padres autorizaran, explícitamente, que estaban de acuerdo con que sus 
hijos hagan parte del mismo-, y estrictamente en las de los GAOML, puesto que fijó 
las disposiciones para proteger a los NNA de edad contra los efectos del conflicto 
armado. Posteriormente, dicha ley fue prorrogada y complementada por la ley 
548/99, la cual prohibió de manera definitiva la participación de los NNA 18 años en 





Adicional a ello, para el 2000, el tema de reclutamiento de NNA en las filas de los 
GAOML logró ampliar su espacio en la agenda estatal. Lo anterior, implicó que no 
solo se buscara hacer planes, programas y políticas, en materia de prevención del 
reclutamiento, sino, también, que tuviera que diseñar una oferta institucional de 
transición a la vida civil y restablecimiento de derechos a NNA desvinculados. La 
guerra deja una demanda para el Estado, quien tiene que destinar respuestas a las 
huellas físicas, emocionales y mentales de los antiguos combatientes, para que 
puedan aspirar a tener una vida digna, libre de cicatrices que interfieran en sus 
comportamientos individuales y colectivos y, finalmente, se dé transición a la vida 
civil9 y tener una ciudadanía libre de arbitrariedades.  
 
Conceptualmente hablando, un proceso de restitución  o restablecimiento de 
derechos a NNA implica la restauración de su dignidad e integridad como sujetos y 
de la capacidad para hacer un ejercicio efectivo de los derechos que le han sido 
vulnerados (Congreso de la República, 2016). 
 
También es necesario precisar que para las pretensiones del “Silencio de los fusiles, 
el regreso a los sueños” los términos de reintegración - reincorporación10 no serán 
utilizados, puesto que, respecto al proceso definido para la desvinculación de NNA 
lo correcto es referirse a  proceso de restitución o restablecimiento de derechos y 
transición a la vida civil. 
 
Para el caso concreto de esta investigación se entiende por desvinculados a los 
niños, niñas y adolescentes NNA de 18 años que, en cualquier condición (individual 
                                                 
9 Transición a la vida civil: El proceso de transición a la vida civil de los NNA combatientes implica 
un cambio de estado de NNA soldado y víctima, a un NNA que pueda gozar plenamente de los 
derechos a los que es titular, por sus condiciones y características físicas, psicológicas, de género, 
étnicas, a través, de las respuestas institucionales dirigidas a restablecer y restituir los derechos de 
los que fueron privados mientras hacían parte de algún GAOML. 
10 Reintegración- reincorporación: Reintegración es el proceso a través del cual los excombatientes 
desmovilizados que no han cometido delitos de lesa humanidad  adquieren un estatus civil y 
consiguen un empleo e ingreso económico de manera sostenible (Departamento Nacional de 
Planeación [DNP], 2008). Está compuesta de dimensiones sociales, personales, familiares, 
educativas, hábitat, salud, productiva, seguridad y ciudadanía. La reincorporación-reintegración se 
lleva a cabo, primordialmente, a nivel local, hace parte del desarrollo general de un país y constituye 
una responsabilidad nacional que puede ser complementada con apoyo internacional. Es necesario 
resaltar que, en el caso colombiano, la reintegración no se aplica a niños, niñas, adolescentes, pues, 
para este grupo poblacional, procede el proceso de restablecimiento de derechos (ACR, s.f.). 
Por  otro lado, reincorporación debe ser entendida como el concepto que comprende de manera 
integral los procesos asociados con la reintegración, reinserción y estabilización social y económica 
de personas y grupos armados organizados al margen de la ley, que en virtud de los diálogos o firma 
de acuerdos con el Gobierno nacional dejen las armas (Decreto Ley 897 de 2017).  
La reincorporación  de las FARC-EP se fundamenta en el reconocimiento de la libertad individual y 
del libre ejercicio de los derechos individuales de cada uno de quienes hoy son integrantes de las 
FARC-EP EN proceso de reincorporación. (Decreto Ley 897 de 2017). 
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o colectiva, voluntaria o por rescate), dejan de ser parte de algún GAOML, en 
general, el término desmovilizado hace referencia a aquella persona mayor de 18 
años que, por decisión individual o colectiva, abandone voluntariamente sus 
actividades como miembro de un GAOML y se entreguen, a las autoridades de la 
República de Colombia (ACR, s.f.). 
 
Otra precisión conceptual es que se debe entender como desmovilizados a aquellas 
personas mayores de 18 años que, por decisión individual o colectiva, abandonen 
voluntariamente sus actividades como miembro de organizaciones armadas al 
margen de la ley (grupos guerrilleros y estructuras de paramilitares y de 
autodefensas) y se entreguen, a las autoridades de la República de Colombia (ACR, 
s.f.). 
 
Además es necesario tener en cuenta que los NNA desvinculados a raíz, de la Ley 
1448 de 2011 son definidos como víctimas del conflicto armado, dado que en el 
parágrafo segundo, del artículo tres, así los define: “Los miembros de los grupos 
armados organizados al margen de la ley no serán considerados víctimas, salvo en 
los casos en los que los niños, niñas o adolescentes hubieren sido desvinculados 
del grupo armado organizado al margen de la ley siendo NNA de edad”. En esta Ley 
se precisa a las víctimas como “aquellas personas que individual o colectivamente 
hayan sufrido un daño por hechos ocurridos a partir del 1o de enero de 1985, como 
consecuencia de infracciones al Derecho Internacional Humanitario o de violaciones 
graves y manifiestas a las normas internacionales de Derechos Humanos, ocurridas 
con ocasión del conflicto armado interno.” (Congreso de la República, 2011). 
 
La Ley 1448 de 2011 integra la necesidad de definir para Colombia un marco 
coherente a las pretensiones del tratamiento a las víctimas sobre  justicia 
transicional, concluyendo que para el país serán “los diferentes procesos y 
mecanismos judiciales o extrajudiciales asociados con los intentos de la sociedad 
por garantizar que los responsables de las violaciones contempladas en el conflicto 
armado, rindan cuentas de sus actos, se satisfagan los derechos a la justicia, la 
verdad y la reparación integral a las víctimas, se lleven a cabo las reformas 
institucionales necesarias para la no repetición de los hechos y la desarticulación 
de las estructuras armadas ilegales, con el fin último de lograr la reconciliación 
nacional y la paz duradera y sostenible” (Congreso de la República, 2011). 
 
Dentro de los procesos mencionados en el concepto de justicia transicional11, se 
tenían que articular todos los esfuerzos institucionales para conseguir una paz 
estable y duradera en Colombia, por esa razón, el  programa de atención 
especializada para el restablecimiento de derechos a NNA víctimas de 
reclutamiento ilícito, que se han desvinculado de grupos armados organizados al 
                                                 
11 La justicia transicional no es un tipo especial de justicia, sino una forma de abordarla en épocas de transición 
desde una situación de conflicto o de represión por parte del Estado. Al tratar de conseguir la rendición de 
cuentas y la reparación de las víctimas, la justicia transicional proporciona a las víctimas el reconocimiento de 
sus derechos, fomentando la confianza ciudadana y fortaleciendo el Estado de Derecho (International Center 
for Transitional Justice [ICTJ], s.f.). 
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margen de la ley y contribución al proceso de reparación integral (en adelante 
Programa Especializado12): integra en el proceso de atención, una serie de acciones 
coordinadas y articuladas para el restablecimiento de los derechos fundamentales 
de esta población, y que contribuyen a la reparación integral. En este sentido, el 
programa se enmarca en el enfoque de protección integral, incluyendo, a su vez, 
las acciones orientadas a restablecer la vigencia efectiva de los derechos de las 
víctimas, brindarles condiciones para llevar una vida digna, propender por su 
transición a la vida social, económica y política, así como proporcionar información, 
orientación y acompañamiento jurídico y psicosocial con miras a facilitar el acceso 
a los derechos a la verdad, justicia y reparación (ICBF, 2013). 
 
El programa especializado quedó a cargo del ICBF, entidad que desde su creación 
ha tenido como objeto velar por “la prevención y protección integral de la primera 
infancia, la niñez, la adolescencia y el bienestar de las familias en Colombia”. Es 
pertinente decir que dicho esfuerzo institucional ha ido evolucionando con los retos 
que ha ido encontrando en la implementación de las vías de restablecimiento de 
derechos a los NNA, puesto que, tanto la Defensoría del Pueblo, como la 
Procuraduría General de la Nación y organismos internacionales como Human 
Rights Watch han levantado la voz a favor de los NNA excombatientes y la 
necesidad de dar respuesta al flagelo del que fueron víctimas. 
 
En ese sentido, se enmarca la necesidad de lograr consolidar un eslabón de 
reparación13 a los NNA víctimas de reclutamiento que para efectos de este trabajo 
de investigación se entenderá como el derecho a obtener reparación, el cual implica 
el deber del Estado de reparar.  Este derecho “surge con independencia del carácter 
oficial o no oficial del agente responsable de la conducta. De la misma manera, el 
deber de reparar existe para el Estado, incluso si el responsable de la violación es 
un particular vinculado a grupos insurgentes o paraestatales” (Instituto Colombiano 
para el Bienestar Familiar [ICBF], 2008). Así pues los NNA, desvinculados de grupos 
armados organizados al margen de la ley, son titulares del derecho a la reparación 
en tanto son víctimas de una infracción grave al derecho internacional humanitario 
(DIH) (ICBF, 2008). 
 
Sumado a lo anterior, los esfuerzos institucionales y de la sociedad colombiana 
tienen que incluir garantías de no repetición, puesto que, esta medidas pretenden 
asegurar que las víctimas no vuelvan a ser objeto de violaciones a los derechos 
humanos y se relacionan con el tipo de violaciones y sus causas. En general, se 
refieren a un conjunto de medidas que van desde los cambios legislativos, la 
implementación de procedimientos administrativos, los cambios institucionales, la 
puesta en marcha de mecanismos de control o la formación de funcionarios en el 
campo de los derechos humanos o protocolos internacionales. Requieren, por tanto, 
                                                 
12El programa especializado del ICBF se creó mediante la resolución 0666 de abril de 2001 (CNMH, 2018) 
13 Decreto 128 del 22 de enero de 2003, capítulo V: Ordena al ICBF a atender a la población desvinculada y a 
las demás entidades estatales a articularse y colaborar con los propósitos de la reparación integral a los NNA 
víctimas de reclutamiento (CNMH, 2018). 
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cambios estructurales o de forma en el funcionamiento del Estado e implican, la 
mayoría de las veces, a los poderes ejecutivo, judicial o legislativo (ACR, s.f.). A 
esos esfuerzos se los puede ver reflejados en los programas de prevención del 
reclutamiento liderados por la Alta Consejería para los Derechos Humanos y 
delimitados mediante el CONPES 3673 de 2010, y las entidades que a través de la 
articulación con esta institución realizan esfuerzos por reducir los riesgos de 
vinculación de NNA a GAOML. 
 
Colombia, es un país que ha asumido desde la última década una postura de 
construcción de paz o paz positiva en términos de Galtung.  Es necesario ir más allá 
de una firma de un acuerdo de paz o tregua, lo realmente importante, es lograr que 
el Estado y los GAOML den pasos hacia la reconciliación de las diferencias, la 
tranquilidad y la satisfacción, es igual de relevante apelar a la capacidad humana 
de hacer paz y reducir la violencia estructural y cultural que sin duda se ha vivido en 
el territorio colombiano con los más de cincuenta años de conflicto armado. Será 
necesario entonces, siguiendo a Galtung que en Colombia se den tres elementos i. 
realización de la justicia; ii. mantenimiento del orden; y iii. la tranquilidad del espíritu. 
(Galtung, 2003) 
 
La construcción de paz debe debe cimentarse bajo medidas dirigidas a 
reducir el riesgo de caer o recaer en los conflictos mediante el fortalecimiento 
de las capacidades nacionales en todos los niveles para la gestión de 
conflictos, y sentar las bases para el desarrollo y una paz sostenible (…) 
Funciona al hacer frente de una manera integral a las profundas causas 
estructurales de los conflictos violentos. Entre las medidas de consolidación 
de la paz se encuentran el abordaje de los problemas fundamentales que 
afectan al funcionamiento de la sociedad y el Estado, y tratar de aumentar la 
capacidad del Estado para cumplir eficaz y legítimamente sus funciones 
básicas  (United Nations [UN], 2008). 
 
Por otro lado, es necesario anotar que “El silencio de los fusiles, el regreso a los 
sueños” tendrá un enfoque institucionalista desde las ciencias sociales y políticas 
públicas, puesto que plantea la comprensión de los problemas de la sociedad a 
partir de sus instituciones formales, funcionamiento y efectividad de sus programas.  
El análisis institucional puede enfocarse como las reglas del juego. Bajo el primer 
enfoque, Schutter (1981) define una institución como una regularidad en conducta 
social que es acordada por todos los miembros de la sociedad, especificando 
conductas en situaciones concretas como políticas. Bajo el segundo enfoque, se 
considera la institución como el conjunto de reglas de un juego, North (1990), 
considera que las instituciones son las reglas en una sociedad o fundamentalmente 
las restricciones humanas que en consecuencia estructuran incentivos en el 
intercambio humano, ya sea político, social o económico (UNAM, 2005).  
 
En este caso en específico, al ser un tema de investigación que está dirigido a 
examinar la respuesta institucional a los niños, niñas y adolescentes (NNA) 
desvinculados de GAOML, con énfasis en el programa especializado de atención a 
esta población del ICBF se tendrá en cuenta el contexto histórico colombiano sobre 
 
12 
el conflicto armado, normatividad y  análisis de la intervención del Estado para 
determinar su alcances y límites a través de la evaluación de políticas públicas.  
 
Antes de establecer qué es una evaluación de política pública y cómo se realiza, es 
indispensable determinar el concepto de política para luego diferenciarla de lo que 
es un programa y proyecto, hasta finalmente conocer lo relacionado con su 
evaluación. Para este ejercicio en particular, se utilizará la definición de política 
pública de Tamayo Sáenz, quien precisa que es el conjunto de objetivos, decisiones 
y acciones que lleva a cabo un gobierno para solucionar los problemas que en un 
momento determinado, tanto los ciudadanos como el propio gobierno consideran 
prioritarios (Carillo, 1991). 
Las políticas públicas se cristalizan en programas y proyectos a los cuales se les 
asignan recursos para implementarlas. La diferencia entonces, consiste en que 
mientras la política pública se refiere a procesos políticos o sociales que se 
desarrollan en el tiempo, los programas son una construcción técnica (que no niega 
el componente político), con mayor o menor capacidad de expresar la complejidad 
del problema. Los programas están compuestos por un conjunto de proyectos que 
persiguen los mismos objetivos, y a través de los cuales se establecen las 
prioridades de la intervención, puesto que permiten identificar y organizar los 
proyectos, definir el marco institucional y asignar recursos (Di Virgilio, 2012). 
Los proyectos pueden ser definidos como la unidad mínima de asignación de 
recursos para el logro de uno o más objeticos específicos con los cuales se 
constituye el punto de partida más adecuado para formular apreciaciones sobre los 
programas (Di Virgilio, 2012). 
El término evaluación es definido por el Diccionario de la Real Academia de la 
Lengua –RAE  como la acción y efecto de señalar el valor de una cosa, por ende, 
la definición de evaluación de política pública consiste en llevar a cabo una actividad 
que permita valorar la utilidad de la intervención pública en el transcurso de un 
programa o proyecto y los resultados del mismo, es decir, que la evaluación se 
puede realizar antes, durante o después de la implementación de la política, 
programa o proyecto, las cuales se denominaran de ahora en adelante como las 
3P.  
 
En términos generales, la evaluación de política pública se entiende como un 
proceso integral de observación, análisis e interpretación, encaminado al 
conocimiento de una intervención pública. En este caso en particular y como ya se 
mencionó con anterioridad se evaluará la intervención pública del ICBF con el 
programa especializado del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar para la 
atención a niños, niñas y adolescentes desvinculados de grupos armados al margen 
de la ley; con el fin de alcanzar un juicio valorativo basado en evidencias respecto 
a su diseño, puesta en práctica, resultados e impacto.  
En ese sentido, la presente investigación contemplará las 3P (clases o momentos 





Tipos de evaluación en el ciclo de políticas públicas 
 
 
                                             Fuente: Di Virgilio, 2012.  
 
 
1. Evaluación ex ante: evalúa la viabilidad y trascendencia social, puesto que, se 
verifica la capacidad que se tiene para movilizar recursos que permitan llevar a cabo 
las actividades, es decir, esta evaluación determina las posibilidades reales que 
tienen las decisiones de política de poner en marcha un programa o proyecto. Para 
este caso en específico, no se tendrá en cuenta este tipo de evaluación, sin 
embargo se analizaran variables provenientes de la formulación y diseño del 
programa.  
 
2. La evaluación concurrente: se realiza durante la ejecución de cualquiera de las 
3P y tiene por objeto ofrecer insumos para ajustar los componentes, de tal forma 
que sea posible asegurar el logro de los objetivos propuestos. Está alineada con la 
búsqueda de criterios de eficiencia, eficacia y productividad.  
 
En la presente investigación, se analizará la intervención, ejecución y efectos en la 
población objeto del programa especializado del ICBF. Para ello, se contrastará los 
objetivos, insumos y tiempos alcanzados con las actividades realizadas y los 
resultados obtenidos, con el fin de determinar los aciertos y desaciertos del 
programa especializado de NNA desvinculados de grupos armados al margen de la 
Ley del ICBF.  
 
3. Evaluación ex-post: se realiza al finalizar la intervención, con el fin de verificar 
los cambios generados en la población objeto y como herramienta para la corrección 
de errores cometidos en la estructuración. Para esta evaluación es indispensable 
comparar los resultados obtenidos con los deseados o prometidos, teniendo en 
cuenta la cantidad y calidad de los mismos, es decir que se verifican los efectos e 
impactos generados con la implementación del programa. La presente investigación 
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no utilizará este tipo de evaluación, sin embargo, tendrá en cuenta información 
relacionada con herramientas de seguimiento y evaluación.  
 
Es necesario tener en cuenta que en Colombia la evaluación de programas de 
política pública se sustenta con la promulgación de la Constitución de 1991 y con el 
Sistema Nacional de Evaluación de Gestión de Resultados (Sinergia).  Así mismo, 
en este caso en particular, se tomará la definición de evaluación de política pública 
con el enfoque de intervención social y por ende, será entendida como la aplicación 
de métodos de investigación utilizados para medir la efectividad de las políticas 
públicas en su  gestión e implementación, donde la combinación de objetivos y 
recursos que se disponen se organizan para generar bienestar en grupos sociales 

































CAPÍTULO I: EL RECLUTAMIENTO DE NIÑOS, NIÑAS Y 
ADOLESCENTES EN EL CONFLICTO ARMADO COLOMBIANO 
 
Como ya se ha mencionado anteriormente, en el capítulo introductorio, los conflictos 
armados no son materia exclusiva de los adultos. Los niños, niñas y adolescentes 
también han hecho parte de ellos y son víctimas de sus consecuencias.  Una de las 
afectaciones directas de los mismos sobre la niñez y la adolescencia colombiana es 
el reclutamiento. Para finales de 2015, tentativamente, había entre 14.000 y 17.000  
niñas, niños y adolescentes incluidos en las filas de grupos armados organizados al 
margen de la ley (El Espectador, 2015). Colombia se ubica en el cuarto lugar del 
mundo con mayor número de NNA soldados en la guerra, después de Myanmar, 
Liberia y República Democrática del Congo (RDC) (Coalición contra la Vinculación 
de Niños, Niñas y Jóvenes al Conflicto Armado en Colombia [COALICO], 2004). 
El Mapa 1 detalla el uso, vinculación y reclutamiento de NNA en el conflicto armado  
colombiano a diciembre de 2015, y adicional a ello la Coalición contra la Vinculación 
de Niños, Niñas y Jóvenes en el Conflicto Armado en Colombia (COALICO)14 señaló 




















                                                 
14 La Coalición contra la Vinculación de Niños, Niñas y Jóvenes al Conflicto Armado en Colombia 
(COALICO) funciona en el país desde octubre de 1999 como un espacio interinstitucional, 
actualmente conformado por nueve organizaciones no gubernamentales, nacionales e 
internacionales, con años de experiencia en el área de los derechos de la niñez, y que han trabajado 
la afectación a esta población por el conflicto armado, así́ como temáticas de no violencia y 
construcción de la paz (Coalición contra la Vinculación de Niños, Niñas y Jóvenes al Conflicto 





Uso, vinculación y reclutamiento de niños, niñas y adolescentes (NNA) en el 
conflicto armado  colombiano a diciembre de 2015 
 
 
Fuente: Coalición contra la Vinculación de Niños, Niñas y Jóvenes al Conflicto Armado en Colombia  
[COALICO], 2015. 
Con base al Mapa 1, se puede argumentar que el fenómeno del reclutamiento de 
NNA en Colombia se da en por lo menos 18 de los 32 departamentos del país (60% 
del total de los departamentos). La práctica coincide con los territorios que, 
tradicionalmente, han sido áreas de conflicto y hay presencia de GAOML. Los 
departamentos afectados por esta práctica son: Norte de Santander, Bolívar, 
Magdalena, Santander, Arauca, Antioquia, Chocó, Valle del Cauca, Cauca, Nariño, 
Putumayo, Caquetá, Huila, Tolima, Boyacá, Cundinamarca, Vaupés y Meta. 
 
Adicional a lo anterior, es pertinente precisar que la información del Mapa 1 sobre 
“Uso, Vinculación, Reclutamiento de NNA” contrasta con algunos informes del 
Centro Nacional de Memoria Histórica, en donde,  precisan que  en Nariño, Cauca, 
Tolima, Antioquia, Meta y Caquetá el número de NNA víctimas de este flagelo del 
conflicto armado supera los 200 NNA por departamento; mientras que, Putumayo, 
Guaviare, Huila, Valle del Cauca, Chocó, Casanare, Arauca y Bolívar tienen un 
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rango de 100 a 199 NNA; por otro lado, Cundinamarca, Boyacá, Santander, Norte 
de Santander, Cesar y Córdoba presentan un margen de 50 a 99 NNA; y finalmente, 
La Guajira, Magdalena, Sucre, Vichada y Vaupés tienen un rango entre 20 y 49 NNA 
reclutados. 
 
Cabe anotar que las cifras de NNA en el conflicto armado colombiano, no son 
precisas, puesto que es un fenómeno que no se denuncia, por los temores 
generalizados de  la población en estado de vulneración, por la presencia de 
GAOML en sus territorios. Recientemente el Centro Nacional realizó un esfuerzo 
por detallar las dimensiones del reclutamiento en Colombia ahí se reitera este 
argumento, el estudio argumento que solo con la  promulgación de la Ley 418 de 
1997 se tipificó el delito15, por muchos años la figura fue enmarcada como secuestro 
agravado (Ramírez, 2010, página 118). 
 
Adicionalmente, impiden la cuantificación exacta de este flagelo  factores como el 
limitado acceso a la justicia, la falta de oportunidades y el arraigo de la violencia en 
ciertos territorios que terminan viendo como normal un hecho que debería 
denunciarse, circunstancia que entorpece la cuantificación de las víctimas de este 
flagelo.  
 
Desde que se adoptó la Convención de los Derechos del Niño (CDN) en 1989, se 
empezaron a referir  al uso de los niños, niñas y adolescentes en la guerra como un 
problema de política pública; sin embargo, fue la Organización Internacional del 
Trabajo (OIT), en 1999, la que evidenció el uso de NNA soldado como  una de las 
peores formas de trabajo forzado en contra de la dignidad de la niñez. En el 
Convenio 182 de la OIT16, efectivamente, se define lo siguiente:  
 
i. “Todas las formas de esclavitud o las prácticas análogas a la 
esclavitud como la venta y trata de NNA, la servidumbre por deudas y 
condición de siervo, y el trabajo forzoso u obligatorio, incluido el 
reclutamiento para involucrarlos en los conflictos armados. 
ii. La utilización, el reclutamiento o la oferta de niños, niñas y 
adolescentes para la explotación sexual comercial, la producción de 
pornografía o actuaciones pornográficas. 
iii. La utilización, el reclutamiento o la oferta de NNA para la realización 
de actividades ilícitas, en particular la producción y el tráfico de 
                                                 
15 “Quien reclute menores de edad para integrar grupos insurgentes o grupos de autodefensa, o los 
induzca a integrarlos, o los admita en ellos, o quienes con tal fin les proporcione entrenamiento 
militar, será sancionado con prisión de tres a cinco años.” (CNMH,2018) 
16 El Convenio 182 sobre las peores formas de trabajo infantil fue presentado por la Organización 
Internacional del Trabajo (OIT) y adoptado por unanimidad por sus miembros el 17 de junio de 1999, 
en Ginebra. Surgió con la intención de hacer un esfuerzo conjunto entre los países miembros de la 
OIT por salvaguardar a la niñez de los indiscriminados usos y, en general, diferentes violaciones a 
los derechos fundamentales de la infancia y adolescencia en el mundo.  "Esta es una demostración 
clara de la rapidez con que se está desarrollando el movimiento para erradicar lo antes posible la 
explotación abusiva de los niños" (Organización Internacional del Trabajo [OIT], 2000). 
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estupefacientes, tal como se definen en los tratados internacionales 
pertinentes. 
iv. El trabajo que, por su naturaleza o por las condiciones en que se lleva 
a cabo, es probable que dañe la salud, la seguridad o la moralidad de 
los niños, niñas y adolescentes...” (Organización Internacional del 
Trabajo [OIT], 2014). 
 
El reclutamiento forzado a NNA es un fenómeno que tiene parte de delimitación en 
el derecho internacional humanitario (DIH), entre sus disposiciones está pactado 
que  los NNA tienen derecho a que se les aplique las normas a favor de los 
combatientes y víctimas de los conflictos. Basado en este hecho, la Ley 1448 de 
201117 (como se mencionó anteriormente) acogió dicha recomendación e incluyó a 
los NNA soldados dentro del grupo de víctimas del conflicto armado en Colombia, 
permitiéndoles que gocen del mismo amparo que las demás víctimas   y que se dé 
un primer paso hacia el restablecimiento a un estatus de sujetos activos de derecho.  
 
Las declaraciones de la OIT y de los demás organismos internacionales son muy 
claras a la hora de definir el reclutamiento infantil como un atentado a todos los 
derechos fundamentales de la niñez y adolescencia. En ese sentido, los estados y, 
en especial, Colombia tienen todo un trabajo por delante para restablecer en 
derecho a los NNA, sobre todo si se piensa en que, en las manos de ellos, está el 
futuro del país. Tal responsabilidad es en doble vía y recae, fundamentalmente, en 
manos del programa especializado del ICBF18, por un lado,  donde ya están dentro 
del mismo NNA desvinculados de GAOML y, por otro lado, los beneficiarios que 
llegarán con la implementación  del acuerdo de paz con la guerrilla de las FARC-
EP. 
 
¿Por qué se han vinculado históricamente los NNA a GAOML? 
 
Para el caso del conflicto armado en Colombia, es posible afirmar que hay varias 
razones para que los niños, niñas y adolescentes entren a engrosar las filas de los 
grupos organizados al margen de la ley. Describiremos la mayoría de ellas, en aras 
de construir un panorama claro, en materia de reclutamiento de NNA en Colombia, 
así como también examinaremos el perfil de los NNA que son incluidos dentro de 
dichas estructuras.  
 
En primera medida, hay razones jurídicas que permiten la participación activa  de 
los NNA en el conflicto armado colombiano, es decir, en la legislación colombiana 
                                                 
17 La Ley 1448 de 2011 conocida como la ley de víctimas, es definida  así porque  en ella se dictan 
las medidas judiciales, administrativas, sociales y económicas, individuales y colectivas de atención, 
asistencia y reparación integral a las víctimas del conflicto armado interno. 
18 El Programa de Atención a Niños, Niñas y Jóvenes Desvinculados del Conflicto Armado,  apareció 
en el contexto nacional en 1999, como un programa especializado, en respuesta   a la coyuntura del 
momento de NNA soldados en el país, para atenderlos, a partir de lineamientos institucionales 
basados en la lógica de NNA como sujetos de derechos y, en este caso específico, sujetos de 
restablecimiento de derechos, a favor de la construcción de una identidad de los nuevos NNA como 
ciudadanos. 
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no se tipifica jurídicamente la responsabilidad de niños, niñas y adolescentes en la 
realización de un sin número de conductas violentas, delictivas y al margen de la 
ley.  
 
Prueba de lo anterior es lo que Galvis (2010) narra respecto a cómo actúa el Estado 
colombiano, bajo el deber ser de la doctrina de la protección integral19. A este hecho 
se suma el carácter de víctima que adquiere un NNA combatiente, según la Ley 
1448 de 2011, mencionada anteriormente. En ese sentido, se podría afirmar que, 
de alguna manera, en el contexto del Estado colombiano no se responsabiliza 
penalmente a un NNA combatiente por un delito, puesto que, es responsable de no 
garantizar el goce de sus más mínimos derechos, circunstancia que, de una u otra 
manera, incidió en su vinculación al grupo armado organizado al margen de la ley 
(Galvis, 2010). 
 
Adicional a ello, también es pertinente anotar que el rasgo socioeconómico es un 
factor determinante a la hora de pensar en hacer parte de un GAOML. En la mayoría 
de los casos, los NNA provenientes de familias con fuertes necesidades 
económicas, ven en la guerra (ellos o sus familias), una salida a su condición, 
puesto que tienden a creer que es una fuente rápida y onerosa de ingresos. Las 
invitaciones por de parte de estos grupos, sobre todo las estructuras paramilitares 
y de autodefensas, así como las bandas criminales, vienen cargadas de falsas 
promesas sobre los ingresos que les van a generar los GAOML puesto que, quienes 
los contactan, para contarles cómo cambiarían sus vidas, juegan con el deseo de 
cambiar su futuro y el de quien los rodea. Sin embargo, es necesario resaltar una 
salvedad, la vinculación o reclutamiento forzado en el caso de la guerrilla de las 
Farc- Ep no incluía pagos a sus combatientes. 
 
Existen testimonios de NNA excombatientes realizados a Human Rights Watch 
(HWR) que evidencian, por ejemplo, cómo varias estructuras del Ejército de 
Liberación Nacional (ELN) estaban, en su mayoría, compuestas por personas 
menores de 18 años, así mismo, reflejan que la manera de sostener a NNA en 
dichas filas es mediante educación política, mientras que las FARC-EP, por su 
parte, destaca su doctrina militar como principal arma de permanencia. Ambas 
guerrillas hacen consejos de guerra para castigar los actos de indisciplina cometidos 
por sus miembros (Torres, s.f.). 
 
Los motivos que llevaron a NNA a unirse a las estructuras paramilitares y de 
autodefensas son económicos, puesto que estos grupos ofrecían salarios que van 
desde los 900.000 a 1´200.000 pesos trimestrales, más bonos por misiones 
especiales, por ser una estructura criminal, vinculada al tema de las drogas ilícitas 
(Torres, s.f.). 
                                                 
19 Doctrina de protección integral: surge a partir de la Convención de los Derechos del Niño y las 
doctrinas de Naciones Unidas. A partir de dicho paradigma, se busca diseñar políticas públicas 
integrales, que no solo propendan por la corrección del niño dentro de un ámbito legal, donde son 
considerados responsables, sino también la restitución de sus derechos, por medio de sanciones de 




Sumado a lo anterior, otra de las situaciones que motivan a los NNA a vincularse a 
un GAOML son las ausencias o los problemas familiares, pues el hecho de pasar 
por situaciones desgarradores dentro su núcleo principal, los hace creer que, al ser 
parte de alguno de los grupos, van a poder superar las afectaciones violentas de 
tipo sexuales, maltrato físico, moral, trabajo duro en los campos y demás situaciones 
presentes en sus hogares (Torres, s.f.). 
 
Los problemas familiares y económicos no son los únicos causantes del fenómeno 
de NNA soldado, el Estado, a su vez, tiene parte de responsabilidad, puesto que, la 
falta de políticas efectivas que promuevan condiciones de vida dignas en materia 
social y académica, los impulsa a buscar opciones que les provean los mínimos 
vitales para ellos y sus familias. Aquí nuevamente, es necesario tener en cuenta 
que los NNA que tienen núcleos familiares problemáticos o violentos, no 
necesariamente están dispuestos a solucionar las dificultades económicas de sus 
familias, puesto que, al tener un sustento, este mismo les da la oportunidad de 
independizarse. 
 
Las razones por las que los GAOML ven atractivo el  uso de NNA, en palabras de 
Springer (2011) responden a factores económicos, como se mencionó, y de poder, 
estos relacionados con el aspecto sicosocial de la infancia, puesto que, por un lado, 
es menos costoso sostener dentro de sus filas a un menor que a un adulto. 
Efectivamente, la comida, sus vestimentas y sus demandas, en general, están muy 
por debajo de las de los mayores de edad. Sumado a ello, por otro lado, un factor 
determinante a la hora de enrolar a NNA dentro de las filas en los GAOML responde 
a la parte sicosocial. Es mucho más fácil conseguir la obediencia de un niño, niña o 
adolescente que la de un adulto, puesto que, la figura de autoridad va a ser más 
determinante a la hora de fijar las directrices de operación, y las mismas estarán 
libres de cuestionamientos, en tanto en esas edades difícilmente hay un criterio 
estructurado que les permita analizar las tareas que les están poniendo a su cargo.  
 
También puede pasar que el discurso usado para convencerlos de hacer parte de 
dichas estructuras sea mediante un juego de roles, en el que los NNA asuman una 
falsa postura de héroes o heroínas jugando a la guerra. Para complementar este 
factor, no se puede dejar de lado el uso de los enamoramientos como herramienta 
para engrosar las filas de los GAOML: tanto guerrillas, como estructuras 
paramilitares y de autodefensas, y bandas criminales utilizan métodos de 
generación de vínculos afectivos con miembros activos para convencer, en 
particular, a los adolescentes de entrar a operar a las mimas, por la etapa de 
desarrollo en la que se encuentran. Tal planteamiento está basado en los informes 
de Misión de Apoyo al Proceso de Paz – Organización de Estados Americanos 
(MAPP-OEA, 2012 y 2013), en donde sus oficinas regionales, documentan los 
relatos de los NNA que fueron inducidos a participar en las filas de los GAOML. 
 
Para complementar lo anterior, es pertinente describir, a grandes rasgos, los perfiles 
sociales, económicos y territoriales de niños, niñas y adolescentes que encajan 
perfectamente dentro de las estructuras de los GAOML. Se puede decir que, por lo 
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general, son NNA que cumplen con las siguientes características, según un informe 
conjunto  de COALICO,  HRW y UNICEF: 
 
i. Viven en zonas donde la presencia de los GAOML es muy fuerte y la del 
Estado muy débil, en esos territorios la guerra es lo cotidiano. De esta 
manera, ser combatientes de la guerrilla, integrantes de estructuras 
paramilitares y de autodefensas, o miembro de una banda criminal se ha 
convertido en una forma de vida para varios de sus habitantes, lo que genera 
en ellos un imaginario colectivo de oportunidad.  
 
ii. En sus hogares son maltratados física, sexual y/o sicológicamente. En ese 
sentido, es muy probable que piensen que, gracias a su nuevo estatus, van a 
dejar de lado el riesgo a ser agredidos; sin embargo, no toman en cuenta que, 
dentro de un grupo que tiene como actividad principal la participación en la 
guerra, lo único a lo que se exponen es a más violencia física, material, 
emocional y mental. 
 
iii. También pueden engrandecer la idea de poder a través de su participación en 
un GAOML; uniformes, armas, vehículos, radios y demás instrumentos hacen 
de su expectativa algo fascinante. Algunos NNA excombatientes soldado han 
afirmado al ICBF que se interesaron en la vía de las armas porque concebían 
el hecho como una aventura (Romero y Chávez, 2008). 
 
iv.  Son familiares de algún miembro de un GAOML, lo que los hace cercanos a 
la estructura armada y, por lo que pueden ver desde fuera, se les hace muy 
atractivo, para tener un cambio de vida económico o emocional. Ligado a lo 
anterior, viven en condiciones de pobreza y vulnerabilidad, donde las opciones 
de ocupación son muy pocas y el grado de escolaridad es casi nulo, lo que les 
resta oportunidades de alcanzar una vida digna por vías legales o 
convencionales20. 
 
Bajo el panorama anterior, es necesario hablar de  las diferentes formas de 
vinculación de los NNA a las filas de GAOML: i. Voluntaria, ii. Forzada, y iii. De 
nacimiento.  
 
A la vinculación voluntaria21 se la denomina así porque los NNA que deciden hacer 
parte de las filas de un GAOML y asumen que tendrán un reconocimiento social y 
                                                 
20 En este punto, es necesario precisar que no son las condiciones socioeconómicas precarias las 
que llevan a la incorporación a la estructura armada, sino el hecho de que esta última es parte de su 
marco referencia, y la posibilidad de estructurar un proyecto de vida en torno a la legalidad es mínimo. 
Después de todo, no se puede ignorar que hay muchos NNA en condiciones socioeconómicas 
precarias que no necesariamente hacen parte de algún GAOML. Por lo demás, ingresar a cambio 
de una remuneración económica, para compensar la falta de oportunidades, no es el común 
denominador, pues no todos los grupos manejan incentivos económicos,  únicamente las estructuras 
paramilitares y de autodefensas, así como las bandas criminales, como se explicó antes.  
21 La voluntariedad en este hecho no debe ser entendida bajo el significado típico de la palabra, sino, 
como la Procuraduría General de la Nación (PGN) y el ICBF lo han desarrollado; es decir, tienen en 
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poder, a causa de las armas y el uniforme portado; así mismo, ven en la guerra la 
oportunidad de vengar la muerte de un ser querido, modificar su situación social, se 
sienten protegidos, o en general, perciben al grupo guerrillero o paramilitar como 
una salida rápida a sus problemas. 
 
La vinculación forzada, por su parte, es la práctica obligada física y psicológica 
sobre la participación de los NNA en los conflictos armados. En muchas ocasiones 
son los padres quienes tienen que acceder a la presión de los GAOML para entregar 
a sus hijos bajo su dominio, también pueden ser raptados o llevados a la fuerza a 
los lugares donde se concentran. 
 
Finalmente, la vinculación por nacimiento responde a que existen casos donde los 
NNA nacieron en la guerra, son hijos de combatientes de algún GAOML, no tienen 
opción a otro estilo de vida y son asumidos por el grupo como su propiedad. La 
Defensoría del Pueblo afirma al respecto que, en la práctica, la primera infancia la 
pasan en veredas y, cuando ya han crecido, son recogidos para hacer parte activa 
de las tropas, así sus padres hayan muerto en combate (Grajales, 1999). 
 
Con ánimo de resumir, lo que hace funcional el uso de NNA en las filas de GAOML, 
es que ellos tienen la capacidad de evadir controles de seguridad, pueden 
fácilmente transportar información relevante y objetos de supervivencia de los 
grupos. En general, pasan desapercibidos ante las autoridades y la población civil, 
difícilmente alguien supondría que un NNA es guerrillero, integrante de una 
estructura paramilitar y de autodefensas, o miembro de una BACRIM. El hecho de 
tener a un NNA en sus filas es una estrategia de guerra validada por su eficiencia.  
 
La edad de ingreso formal de los NNA a los GAOML, en promedio, es de 12,9 años; 
sin embargo, hay ocasiones en que se han unido a las filas desde los 4 años, y el 
65,7% se vinculó a un grupo ilegal entre los 6 y 14 años (Springer, 2011). 
 
 
UNICEF destaca que las repercusiones de la exposición a la violencia a una edad 
temprana impacta en los proceso de maduración del cerebro, puesto que el sistema 
nervioso e inmunológico ve limitada sus funcionalidades en los ámbitos sociales, 
emocionales y cognitivos, dando lugar a consecuencias como enfermedades, 
lesiones y problemas sociales. Los NNA soldados tienen, entonces, mayor 
propensión a desarrollar trastornos de conducta, así como adicciones y obsesiones 
por sustancias o bienes materiales que les provoque la sensación de estar por fuera 
de la realidad. Las consecuencias del reclutamiento forzado pueden variar entre 
trastornos de ansiedad, depresión, alucinaciones, bajo desempeño académico y 
laboral, trastornos de memoria, comportamiento agresivo, enfermedades de 
pulmón, corazón, hígado y transmisión sexual, así como episodios de violencia 
intrafamiliar y con su círculo más cercano (United Nations International Children 
Emergency Fund [UNICEF], 2012). 
                                                 
cuenta la conjugación de factores externos que llevan a los niños a considerar la vinculación al 





La participación de los NNA en los diferentes GAOML tiene efectos colaterales en 
sus vidas; el planteamiento de Aranguren, presentado a continuación, enmarca 
algunos de ellos: 
 
Asistir a la guerra en calidad de combatiente plantea enfrentar a cada 
ser humano a una serie de sometimientos que lo convocan a ciertos 
desprendimientos con respecto a su cotidianidad. Allí ́donde opera 
la disciplina y la instrucción militares, allí ́ donde la entrada al 
colectivo convoca a la homogeneidad de los cuerpos y donde el ritmo 
de la marcha sintoniza los movimientos de todos los combatientes, 
allí ́donde el entrenamiento convoca a la muerte y abre la posibilidad 
y la necesidad de encontrarla día a día, allí,́ en todas las dinámicas 
de la guerra, acontece una metamorfosis, un cambio o una 
transfiguración (Aranguren, 2011, pág. 19).  
 
 
COALICO en 2004 realizó un informe para detallar las secuelas de la guerra en los 
niños. Ahí advirtió las tareas a cargo de los NNA que hacen parte de las estructuras 
de las GAOML. Estas son muchas y cambian dependiendo del grupo del que hacen 
parte, sin embargo se puede enlistar las más recurrentes: raspar coca; ejecutar 
acciones bélicas; participar directamente en hostilidades o combates; realizar 
emboscadas y tomas armadas; manufacturar explosivos; realizar labores de 
inteligencia; y, adicional a ello, también están a cardo de  funciones de servicios 
generales a las tropas o grupos, que incluyen encuentros y abusos sexuales.  
Los niños, niñas y adolescentes niñas generalmente reciben un 
entrenamiento militar integral aunque rápido, que incluye el uso de 
armas, fabricación de bombas y estrategia militar. Estos también 
realizan labores de cocina y vigilancia, al igual que labores 
manuales; son sujetos a formas estrictas de castigo y crueldad y 
obligados a torturar, ejecutar y participar en combates. Además de 
estas penurias, las niñas son víctimas de acoso y abuso sexual, uso 
forzado de dispositivos intrauterinos, inyecciones anticonceptivas, 
aborto forzado y violación. El Defensor del Pueblo ha informado que 
aproximadamente el 70 % de las jóvenes que eran miembros de la 
guerrilla en el departamento de Santander, tenían enfermedades de 
transmisión sexual (COALICO, 2004). 
Aquí es necesario hacer un paréntesis y traer a colación lo expuesto en uno de los 
informes del Ex secretario General de Naciones Unidas, Ban Ki Moon. A menudo 
las niñas que hacen parte tanto de grupos guerrilleros son violentadas sexualmente, 
puesto que las obligan a tener relaciones íntimas con adultos a edades tempranas. 
Sumado a ello, en caso de quedar embarazadas, son obligadas a abortar por 
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reglamentos y órdenes expresas de las máximas autoridades de los GAOML22. En 
un informe de Coalico se recogen algunas entrevistas realizadas por HRW relatan 
que las niñas que hacen parte de las FARC- EP son sometidas con frecuencia a 
abuso y esclavitud sexual, pues en esa guerrilla hay una política de “‘libertad sexual’ 
que incluye la implantación, en niñas incluso de 12 años, de dispositivos 
intrauterinos o la aplicación de inyecciones anticonceptivas. Las niñas son las 
únicas responsables por cualquier embarazo que pueda ocurrir y posteriormente 
son forzadas a abortar” (COALICO, 2004).  
 
 
Después de esta breve aproximación al fenómeno del reclutamiento de NNA por 
parte de GAOML, causas y consecuencias en la infancia y adolescencia, es 
necesario traer a la luz una explicación de los esfuerzo hechos por el Estado para 
atender el fenómeno y las consecuencias del conflicto armado, adicional a ello, en 
un capítulo posterior, se detallará el programa de atención a niños, niñas y 
adolescentes desvinculados de GAOML del ICBF  para que los análisis posteriores 
tengan mayor y mejor nicho de confrontación, puesto que, desde su creación, ha 





                                                 
22 De la práctica mencionada anteriormente, sobretodo son víctima, las niñas que hacían parte de 
las filas de las FARC-EP. 
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CAPÍTULO II: ALGUNOS APARTADOS DEL ESFUERZO INSTITUCIONAL 
POR RESPONDER A LAS CONSECUENCIAS DE LA GUERRA, 
ESPECÍFICAMENTE EN LOS NIÑOS, NIÑAS Y ADOLESCENTES 
DESVINCULADOS DE GRUPOS ARMADOS ORGANIZADOS AL 
MARGEN DE LA LEY (GAOML) 
 
La sociedad civil, en cabeza de COALICO, e instituciones/instancias  
internacionales, lideradas por UNICEF y la Oficina del Representante Especial del 
Secretario General para los Niños y los Conflictos Armados23, exigen que se repare 
a los NNA víctimas de reclutamiento y que la cifra de niños, niñas y adolescentes 
combatientes no siga creciendo. Transitar de una situación de graves y masivas 
violaciones de derechos humanos e infracciones al derecho internacional 
humanitario, sumado a la construcción de paz, desde los territorios24, es la única 
manera de hacer que se reduzca la violencia en el país. Por esa razón, el Estado 
se ha visto en la necesidad de empezar a realizar esfuerzos por superar los flagelos 
fruto del conflicto armado y darle sentido práctico a lo descrito en la Carta 
Constitucional de 1991. 
 
El Estado colombiano le ha estado haciendo frente a los flagelos propios de la 
existencia de los GAOML; no solo al tema de reclutamiento de NNA, también al 
narcotráfico; violencia armada; corrupción; secuestro; extorsión; desplazamientos 
masivos; tortura; trata de personas, entre otros. El reto de la justicia transicional en 
Colombia es generar una estructura y articulación sólida con la mayoría de 
estamentos públicos y privados del país, por no decir que todos, para construir paz. 
Todos los actores de la sociedad deben asumir sus responsabilidades, para poder 
exigir sus derechos, sin dejar de lado que, para este trabajo de grado y el interés de 
sus autores, la mayor atención debe estar enfocada hacia la transición  a la vida 
civil y el restablecimiento de derechos de los NNA víctimas de reclutamiento porque 
necesitan especial protección para salir de su condición de vulnerabilidad. 
 
La justicia transicional implica, en un país como Colombia, toda la variedad 
de procesos y mecanismos asociados con los intentos de una sociedad por 
                                                 
23
 La Oficina del Representante Especial del Secretario General para los Niños y los Conflictos 
Armados es el principal defensor de las Naciones Unidas para la protección y el bienestar de la 
infancia y la adolescencia afectada por los conflictos armados. Desde 1999, el compromiso 
sistemático del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas ha colocado la protección de los NNA 
afectados por los conflictos armados en el centro de su agenda para la paz y la seguridad 
internacionales. Está encargado de temas referentes a reclutamiento o utilización de NNA matanza 
y mutilación, violencia sexual contra los NNA, ataques a las escuelas y hospitales, secuestro de 
NNA, denegación de acceso humanitario (Naciones Unidas, 1999).  
24 Al aludir proceso de construcción de paz en los territorios, se está hablando de un sinónimo de 
paz territorial. Varios de los políticos, técnicos y especialistas en el tema como Sergio Jaramillo, 
Humberto de la Calle, Guillermo Rivera, Ernesto Samper Pizano y el actual presidente de la 
república, Juan Manuel Santos, entre otros, argumentan que si bien el silencio de los fusiles fue 
acordado en La Habana, el proceso de construcción de paz en el  posconflicto debe tener un enfoque 
territorial, puesto que, descentralizando la implementación de los acuerdos de paz, se podrá 
responder a la demanda social de cada territorio. 
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resolver los problemas de un pasado de abusos a gran escala, a fin de que 
los responsables rindan cuentas de sus actos, servir a la justicia y lograr la 
reconciliación. Es decir, no se trata de un solo tipo de justicia. Se trata de un 
abanico de ‘procesos y mecanismos’, que apuntan a resolver los problemas 
de abusos cometidos a gran escala. No es una justicia extraordinaria: es una 
justicia normal para situaciones extraordinarias (Organización Internacional 
para las Migraciones [OIM], 2015). 
 
En ese sentido, a lo que se está aspirando en Colombia con el proceso de transición 
de la guerra a la paz, es que se pueda dar un salto social y político que genere un 
cambio de paradigma frente a la violencia. La idea es responder con el conjunto de 
medidas de las Leyes 142425, 144826, sumado al acuerdo de la paz negociado en 
La Habana, las nuevas conversaciones con el ELN,  demás compromisos y 
disposiciones para que se logre reparar a quienes fueron víctimas de graves y 
masivas violaciones a los derechos humanos e infracciones al derecho internacional 
humanitario como los NNA, utilizados activamente en la guerra. 
 
Según la Ley 1448 de 2011, los NNA reclutados por GAOML fueron definidos como 
víctimas del conflicto armado colombiano, es necesario no perder de vista que, a 
pesar de ser víctimas, por haber sido forzados a participar en la guerra a una corta 
edad, varios de los NNA soldados fueron perpetradores de crímenes graves y 
violaciones a los derechos humanos. Por ende, tienen el deber de responsabilizarse 
por las actividades que estuvieron a su cargo.  
 
“Cuando se reconocen los derechos y deberes de los niños, niñas y 
adolescentes junto con la función pedagógica de la pena, la 
pertinencia jurídica de las medidas de justicia retributiva a quienes 
han cometido crímenes en contra de la humanidad toma fuerza. La 
responsabilidad en el caso de los adolescentes es un componente 
central de su derecho a una plena ciudadanía” (Solano, 2016). 
 
Los NNA son individuos que están en proceso de formación y desarrollo personal, 
por eso es relevante que se responsabilicen de sus conductas y actividades para 
que tengan la posibilidad de determinar límites en su vida. Deben entender que sus 
actividades en la guerra estuvieron por fuera de la ley y el ideal de su transición a la 
vida civil y restablecimiento de derechos es que no vuelvan a repetir las conductas 
que allí tenían. 
Naciones Unidas planteó en 2011 desde la Oficina del Representante Especial del 
Secretario General para los Niños y los Conflictos Armados la necesidad de 
                                                 
25 Ley 1424 de 2010: Por la cual se dictan disposiciones de justicia transicional que garanticen 
verdad, justicia y reparación a las víctimas de desmovilizados de grupos organizados al margen de 
la ley (Congreso de la República, 2010).  
26 Ley 1448 de 2011: Por la cual se dictan medidas de atención, asistencia y reparación integral a 
las víctimas del conflicto armado interno (Congreso de la República, 2011). 
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responsabilizar a los NNA, pero con métodos diferentes a la detención y el 
enjuiciamiento, que permitan que los NNA puedan reflexionar sobre las acciones 
cometidas y no volver a repetirlas (Solano, 2016). 
El proceso de transición a la vida civil y restablecimiento de derechos  de los NNA 
debe ser complementado con acciones de resocialización para su integración a la 
sociedad; la base normativa internacional que permite tales fines son la Convención 
Internacional de Derechos del Niño, las Reglas de Beijing27 y las Directrices de 
Riad28.  Autores como Solano, argumentan que el trabajo que se debe realizar con 
un NNA debe ser integral y por lo menos tener en cuenta los siguientes aspectos:  
“El trabajo que se debe realizar con los NNA de edad desmovilizados y 
declarados responsables debe contener programas de DDR, políticas 
públicas, programas de acompañamiento, educación, etc. La transición social 
se favorece cuando se cuenta con el consentimiento y participación del 
menor de edad en planes educativos y también con la participación de los 
padres o representantes de la comunidad a lo largo del cumplimiento de la 
misma donde se permite que el adolescente infractor – ex niño, niña o 
adolescente soldado, reflexione sobre las consecuencias de sus acciones, 
reciba y se estimule con el reconocimiento de la comunidad de que se está́ 
cumpliendo con el propósito de las medidas de aceptación de 
responsabilidad sobre los crímenes cometidos durante el conflicto armado” 
(Solano, 2016). 
Adicional a lo planteado por Solano, otros académicos como Galtung argumentan 
que la construcción de paz en “sentido positivo”, es un proceso de creación de 
estructuras auto sostenibles que eliminen las causas de la guerra y ofrezcan 
alternativas a la misma, en espacios donde se podría volver a vivir en condiciones 
violentas. Un mecanismo de resolución de conflictos debería edificar una nueva 
estructura que permita diferentes parámetros de conducta para que el sistema los 
pueda aprovechar. En ese sentido, un proceso de construcción de paz debe 
procurar defenderse de la aparición de nuevos focos de guerra (Galtung, 2012). 
 
De 2003 a 2006, por ejemplo, se negoció con las estructuras paramilitares y de 
autodefensas para acabar con ese eje de la violencia armada en Colombia. El 
resultado del proceso fue la desmovilización masiva de alrededor de 32.000 
personas, entre hombres, mujeres, jóvenes, adolescentes, niños y niñas. La cifra de 
NNA desvinculados en este proceso fue de 1.200, aproximadamente; sin embargo, 
muchas instituciones como COALICO y Human Rights Watch afirman que no es el 
conteo real de los niños que militaban en esas filas (Salazar, 2011). 
 
                                                 
27 Las Reglas de Beijing son  las reglas mínimas de las Naciones Unidas para la administración de 
la justicia de NNA, aprobadas en 1985 (Organización de Naciones Unidas [ONU], 1985). 
28 Las directrices de Riad son directrices de las Naciones Unidas para la prevención de la 
delincuencia juvenil, adoptadas y proclamadas por la Asamblea General en su Resolución 45/112, 
del 14 de diciembre de 1990 (ONU, 1990). 
 28 
Recientemente, Colombia ha ido intensificando su disposición a mostrar resultados 
concretos provenientes de la búsqueda de la paz y el proceso de justicia  
transicional. De dicho esfuerzo, existen algunos ejemplos relevantes y notorios en 
la esfera nacional, entre ellos, el acuerdo de paz que se negoció en La Habana, 
Cuba, entre el gobierno nacional y las FARC-EP,  instrumento que a noviembre de 
2017 tiene negociando en el Congreso de República “La Justicia Espacial para La 
Paz (JEP)29”; la Ley de Justicia y Paz30 (Ley 975 de 2005); los avances de todas las 
acciones encaminadas a la reconstrucción de la verdad, a través del trabajo 
realizado por el Centro Nacional de Memoria Histórica31; la Ley de Víctimas y 
Restitución de Tierras (Ley 1448 de 2011).  
 
Además del intenso trabajo de cada una de la instituciones gubernamentales y no 
gubernamentales que tienen como misión la construcción y consolidación de paz en 
Colombia, se suma el compromiso que debe hacer cada ente territorial por crear 
escenarios de reconciliación y  convivencia para que se dé la transición a la vida 
civil y restablecimiento de derechos, aún en medio del conflicto armado y con la 
desigualdad social que impera en el país, aunado a lo anterior,  factores como la 
existencia de otra guerrilla como el ELN (aunque se está negociando una salida 
definitiva del conflicto) y las bandas criminales también ponen en riesgo el logro del 
objetivo de un país completamente en paz.  
 
Un proceso de construcción de paz en un país como Colombia,  dado el conflicto 
interno armado entre la fuerza pública y diferentes grupos armados organizados al 
margen de la ley (guerrillas y estructuras paramilitares y de autodefensas), y con 
más de ocho millones de víctimas (Unidad para la Atención y Reparación Integral a 
las Víctimas [UARIV], 2016) exige que sea el Estado quien diseñe, desde su propio 
contexto, características y particularidades, la fórmula para asumir la transición de 
la guerra hacia la paz. En ese sentido, se puede afirmar que  en la última y actual 
administración presidencial  de Colombia, respectivamente Uribe Vélez (2002- 2006 
y 2006-2010) y Santos Calderón (2010- 2014 y 2014-2018), el país adoptó como 
                                                 
29 La Justicia Especial para La Paz es el modelo de Justicia Transicional que se derivó del acuerdo 
de paz entre el gobierno nacional y las FARC-EP, lo que lo hace diferente a otros modelos es que 
está centrado en los derechos de las víctimas, verdad; justicia; reparación y garantías de no 
repetición. En ese sentido, esclarecerá todos los hechos ocurridos durante el conflicto armado.   
 
Sus objetivos son: Satisfacer el derecho de las víctimas a la justicia; ofrecer verdad a la sociedad 
colombiana; contribuir a la reparación de las víctimas; contribuir a luchar contra la impunidad; adoptar 
decisiones que otorguen plena seguridad jurídica a quienes participaron de manera directa o 
indirecta en el conflicto armado, respecto a hechos cometidos en el contexto y en razón de éste; 
contribuir al logro de una paz estable y duradera. (Oficina del Alto Comisionado para La Paz [OACP], 
2017) 
30 Ley 975 de 2005- Justicia y paz: por la cual se dictan disposiciones para la reincorporación de 
miembros de grupos armados organizados al margen de la ley, que contribuyan de manera efectiva 
a la consecución de la paz nacional y se dictan otras disposiciones para acuerdos humanitarios 
(Congreso de la República, 2005). 
31 Ley 1424 de 2010: “Por la cual se dictan disposiciones de justicia transicional que garanticen 
verdad, justicia y reparación a las víctimas de desmovilizados de grupos organizados al margen de 
la ley, y se conceden beneficios jurídicos” (Congreso de la República, 2010). 
 29 
rumbo un modelo de justicia transicional (verdad, justicia, reparación y garantías de 
no repetición), aún sin haber terminado la confrontación armada (Organización de 
Estados Iberoamericanos [OEI], 2014).  
 
Es necesario reiterar que, según la Ley 1448 de 2011, los NNA reclutados por 
GAOML fueron definidos como víctimas del conflicto armado colombiano32. Tal 
condición implica que los NNA excombatientes tienen el derecho a ser reparados y, 
así mismo, se deben hacer las adecuaciones necesarias a las estructuras políticas, 
económicas y sociales del país para cerrar los escenarios de repetición de los 
hechos, a la manera de garantías de no repetición. 
 
Para dar respuesta al fenómeno de reclutamiento de NNA, hacia finales de la 
década del noventa, en Colombia se promulgaron dos leyes que empezaron a dar 
tratamiento al flagelo de la participación activa de NNA en las filas de algún bando 
del conflicto armado: la Ley 418 de 1997, en torno a instrumentos para la búsqueda 
de la convivencia, que prohíbe la inclusión de NNA en las filas de las fuerzas 
militares, a menos que fueran mayores de 15 años y que sus padres autorizaran, 
explícitamente, que estaban de acuerdo con que hicieran parte de la institución; y 
estrictamente en las de los GAOML, puesto que fijaron las disposiciones para 
proteger a los NNA frente a los efectos del conflicto armado. Posteriormente, dicha 
ley fue prorrogada y complementada por la Ley 548 de 1999, la cual prohibió de 
manera definitiva la participación personas menores de 18 años en las filas de las 
fuerzas militares, así sus padres estuvieran de acuerdo con ello. 
 
Ahora bien, el Ejército de Liberación Nacional (ELN) un año antes, es decir, en 
1998, firmó en Mainz, Alemania, el Acuerdo de Puerta del Cielo. En dicho 
documento se comprometió al grupo guerrillero a no reclutar a menores de 16 años 
de edad para engrosar sus filas. Por su parte, las FARC-EP en 1999 formalmente 
ofrecieron al entonces Secretario General de las Naciones Unidas, Koffi A. Annan, 
no volver a reclutar a menores de 15 años al servicio de la guerra. Aunque no son 
disposiciones institucionales, se decidió mencionarlas en el documento porque 
están relacionadas con la problemática de reclutamiento de niñas, niños y 
adolescentes y sus consecuencias, desde la perspectiva de los grupos armados 
organizados al margen de la ley (CNMH, 2013, pág 356) 
 
Adicional a ello, en 1999, el tema de reclutamiento de NNA en las filas de los 
GAOML logró ampliar su espacio en la agenda estatal. Lo anterior, implicó que no 
solo se busque hacer planes, programas y políticas en materia de prevención del 
reclutamiento, sino que, también, se tuvo que diseñar una oferta institucional de 
transición a la vida civil y restablecimiento de derechos a NNA desvinculados. Ser 
parte de la guerra a temprana edad supone una demanda para el Estado, pues tiene 
                                                 
32 Los miembros de los grupos armados organizados al margen de la ley no serán considerados 
víctimas, salvo en los casos en los que los niños, niñas o adolescentes hubieren sido desvinculados 




que diseñar respuestas a las huellas físicas, emocionales y mentales de los antiguos 
combatientes para que puedan aspirar a tener una vida digna, libre de cicatrices 
que interfieran en sus comportamientos individuales y colectivos, y finalmente, 
puedan transitar a la vida civil. 
 
El programa especializado destinado a niñas, niños y adolescentes desvinculados 
del conflicto armado quedó a cargo del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, 
entidad que, desde su creación, ha tenido como objeto velar por “la prevención y 
protección integral de la primera infancia, la niñez, la adolescencia y el bienestar de 
las familias en Colombia” (ICBF, s.f.). Es pertinente exponer que dicho programa ha 
ido evolucionando con los retos que ha ido encontrando en la implementación de 
las vías de restablecimiento de derechos a los NNA, puesto que, tanto la Defensoría 
del Pueblo como la Procuraduría General de la Nación y organismos no 
gubernamentales como Human Rights Watch han levantado la voz a favor de los 
NNA excombatientes y la necesidad de dar respuesta al flagelo del que fueron 
víctimas. 
 
Adicional a ello, los llamados hechos a todos los países en guerra, en el marco de 
la Resolución 1612/200533 del Consejo de Seguridad de Naciones Unidas34, 
constituyó un avance en el monitoreo de la situación de los niños, niñas y 
adolescentes víctimas de los conflictos armados, así como la necesidad de incidir 
en los estados, para que garanticen, protejan, respeten y restablezcan sus 
derechos.   
 
En Colombia, COALICO es la institución que impulsó la implementación de la 
resolución en el país, lo que arrojó, como resultado, la creación del Equipo Especial 
de Monitoreo de la Situación de la Niñez Víctima del Conflicto Armado. Los 
integrantes de dicho instrumento son varias agencias de Naciones Unidas, el 
Ministerio Público (Procuraduría General de la Nación y Defensoría del Pueblo), 
COALICO y otras instituciones que trabajan por la defensa y garantía de los 
derechos de la niñez y la adolescencia.  
 
Adicionalmente, el Código de Infancia y Adolescencia (Ley 1098 de 2006) en varios 
apartes menciona el tema de reclutamiento y restablecimiento de derechos. Todos 
los niños, niñas y los adolescentes que hayan participado en la guerra tienen 
                                                 
33 La Resolución 1612/2005 del Consejo de Seguridad pide a los estados miembros de Naciones 
Unidas que se aseguren de que la protección de los niños, niñas y adolescentes y de sus derechos 
y bienestar estén expresamente incorporados en los procesos y acuerdos de paz y en los programas 
de recuperación y reconstrucción después del conflicto y su planificación.  
34 El Consejo de Seguridad de Naciones Unidas para el 2005 estuvo compuesto por los 5 países 
miembros permanentes: Estados Unidos, Francia, China, Rusia y Reino Unido. Además, por los 10 
miembros no permanentes: Argelia, Argentina, Brasil, Benín, Dinamarca, Filipinas, Grecia Japón, 
Rumania y Tanzania. 
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derecho a rehabilitación35, mediante planes y programas que garanticen su 
protección y pleno goce efectivo de derechos. 
 
Por su parte, el ex Secretario General de Naciones unidas, Ban Ki Moon, en 2008 
señaló en una oportunidad que:  
"La protección de los niños, niñas y adolescentes en los conflictos armados 
es una prueba de fuego para las Naciones Unidas y los estados miembros 
de la organización. Es un llamamiento moral y merece colocarse por encima 
de la política. Requiere del compromiso innovador y valiente de todos los 
interesados".  
 
Para responder al llamado del Exsecretario General de Naciones Unidas, el Estado 
colombiano ha promulgado una serie ofertas públicas e institucionales para 
contrarrestar el fenómeno de militancia de NNA en los GAOML, algunas de ellas 
son: las alertas de la Defensoría del Pueblo, hechas por el Sistema de Alertas 
Tempranas (SAT)36, en materia de reclutamiento y utilización de NNA en la guerra; 
las normativas que dieron paso a la creación de la Comisión Intersectorial para la 
Prevención del Reclutamiento, Utilización y Violencia Sexual contra Niños, Niñas y 
Adolescentes por Grupos al Margen de la Ley y Grupos Delictivos Organizados 37. 
                                                 
35 Rehabilitación: acompañar al niño, la niña o adolescente al servicio de salud, previamente remitido 
para rehabilitación mental psicosocial por la situación de severidad y a rehabilitación física por las 
lesiones ocasionadas por su participación en el conflicto armado (ICBF, S.F.) . 
36 Sistema de Alertas Tempranas: es el instrumento con el cual la Defensoría del Pueblo acopia, 
verifica y analiza de manera técnica información relacionada con situaciones de vulnerabilidad y 
riesgo de la población civil, como consecuencia del conflicto armado, y advierte a las autoridades 
concernidas con deber de protección para que se coordine y brinde una atención oportuna e integral 
a las comunidades afectadas (Defensoría del Pueblo, s.f.). 
 
37 De acuerdo al decreto modificatorio del Decreto 0552 de 2012, la Comisión Intersectorial está 
presidida por el Ministro Consejero para el Postconflicto, Derechos Humanos y Seguridad, y se 
encuentra conformada por las siguientes entidades: Alta Consejería Presidencial para el 
Posconflicto, la Seguridad y los Derechos Humanos; Consejería Presidencial para los Derechos 
Humanos; Ministerio de Interior; Ministerio de Justicia y del Derecho; Ministerio de Relaciones 
Exteriores; Ministerio de Defensa Nacional; Ministerio de Salud y Protección Social; Ministerio del 
Trabajo; Ministerio de Educación Nacional; Ministerio de las Tecnologías de la Información y las 
Comunicaciones; Ministerio de Cultura; Departamento Nacional de Planeación (DNP), 
Departamento para la Prosperidad Social (DPS); Unidad para la Atención Integral y Reparación a 
las Víctimas; Unidad Administrativa Especial para la Consolidación Territorial, hoy Agencia para la 
Renovación del Territorio (ART); Agencia Nacional para la Superación de la Pobreza Extrema 
(ANSPE); Agencia Colombiana para la Reintegración (ACR), hoy Agencia para la 
Reincorporación y la Normalización (ARN); ICBF; Servicio Nacional de Aprendizaje (SENA); 
Oficina del Alto Comisionado para la Paz (OACP); Dirección Nacional de Acción Integral contra las 
Minas Antipersonal (DAICMA); Dirección del Sistema Nacional de Juventud “Colombia Joven”; 
Departamento Administrativo del Deporte, la Recreación, la Actividad Física y el Aprovechamiento 
del Tiempo Libre (COLDEPORTES); Consejería Presidencial para la Equidad de la Mujer. La 
comisión se encarga de orientar, coordinar, articular y hacer seguimiento a las acciones que 
adelanten las entidades estatales, tanto en el nivel nacional como en el territorial, en un marco de 
respeto por la descentralización administrativa, las agencias de cooperación internacional y las 
organizaciones sociales nacionales e internacionales, para prevenir la vulneración de los derechos 
de niños, niñas y adolescentes, y fundamentalmente, el de ser protegidos contra el reclutamiento, 
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Además están los informes de la Procuraduría General de la Nación en la materia, 
junto con el Documento del Consejo Nacional de Política Económica y Social 
(CONPES) 3673 de 2010 para prevenir el reclutamiento y la utilización de niños, 
niñas y adolescentes por parte de los GAOML y grupos delictivos organizados, entre 
otros. 
 
El CONPES 3673 de 2010 es un referente relevante de la intención estatal en 
materia de prevención del reclutamiento, restablecimiento de derechos y transición 
a la vida civil de los NNA:  
 
“Su propósito es propiciar que niños, niñas y adolescentes gocen de todos 
sus derechos, de un desarrollo pleno y opciones de vida lejanas a las 
diversas formas de violencia y explotación. Para tal efecto, busca proteger 
sus espacios vitales; contrarrestar formas de violencia y explotación ejercidas 
en sus entornos familiar, comunitario y social; garantizar una adecuada, 
asertiva, pertinente y eficaz oferta institucional, en lo nacional y territorial, 
para el pleno ejercicio y garantía de sus derechos y promover su 
reconocimiento como sujetos de derechos en los citados entornos” (Consejo 
Nacional de Política Económica y Social [CONPES], 2010). 
 
En el mismo se resalta la necesidad de hacer un frente común entre lo nacional y lo 
local en relación con el fenómeno de vinculación de NNA a la guerra. Por un lado, 
las instituciones deben estar desplegando acciones para que se evite la proliferación 
de niños, niñas y adolescentes soldados. Por  otro lado, es importante que tengan 
a su disposición las herramientas necesarias para restablecer los derechos de los 
niños, niñas y adolescentes que, tristemente, tuvieron que ser parte activa del 
conflicto. La salida a ello, tiene que ser, como lo recomienda Villarraga (2012), un 
compendio de oportunidades claras y contundentes que dignifiquen la vida de los 
NNA, a través del ofrecimiento y garantía de oportunidades en materia de educación 
y necesidades básicas debidamente satisfechas. 
 
La educación, en la mayoría de los casos puede resultar en términos de Amartya 
Sen, más allá de los conocimientos y la asistencia o no a una institución educativa, 
puede aportar oportunidades respecto al desarrollo de habilidades básicas y 
técnicas que permitan transcender las libertades y el desenvolvimiento como civil o 
ciudadano. En la ARN, antigua ACR, acuñaron las apreciaciones del autor de la 
siguiente manera: Si una persona no tiene capacidad para ganarse la vida, esa 
persona no tiene libertad económica, […] si no tiene libertad económica […], no 
puede ejercer su libertad política, su libertad social, su libertad cultural”; situación 
de la que se puede inferir que una verdadera reinserción debe pasar por el 
desarrollo de capacidades como primera condición , el autor encuentra una estrecha 
relación entre el desarrollo y la libertad, o más bien las libertades que alejan a las 
personas de la pobreza y las privaciones de condiciones de vida digna, concibiendo 
a estas libertades como fin y medio para el desarrollo humano (Ortiz y Lopera, 2017)  
                                                 
utilización y violencia sexual por los grupos armados organizados al margen de la ley y por grupos 





Lo anterior es importante porque es necesario tener en cuenta que son personas 
que crecieron bajo la lógica de la guerra y, en caso de no ser restablecidos en 
derecho y no garantizar su tránsito a la vida civil, los niños, niñas y adolescentes 
podrían reincidir en el desarrollo de actividades al margen de la ley, situación que 
devolvería al país a episodios y escenarios de violencia. Cabe aclarar que, con la 
anterior afirmación, no se pretende estigmatizar a los NNA excombatientes como 
responsables de futuras violencias, puesto que, una estructura armada ilegal puede 
emerger de cualquier actor, en el momento menos esperado, sobre todo por la 
persistencia de bandas criminales y la existencia del ELN. 
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CAPÍTULO III: PROGRAMA DE ATENCIÓN ESPECIALIZADA PARA EL 
RESTABLECIMIENTO DE DERECHOS A  NIÑOS, NIÑAS Y 
ADOLESCENTES VÍCTIMAS DE RECLUTAMIENTO ILÍCITO 
DESVINCULADOS DE GRUPOS ARMADOS ORGANIZADOS AL 
MARGEN DE LA LEY DEL INSTITUTO COLOMBIANO DE BIENESTAR 
FAMILIAR (ICBF) 
 
En resumidas cuentas, el programa especializado del Instituto Colombiano de 
Bienestar Familiar38 para la atención a niños, niñas y adolescentes desvinculados 
de grupos armados organizados al margen de la ley, establece las pautas que el 
Estado debe asumir para lograr el objetivo de: 
 
“Promover la protección y restablecimiento de derechos de los niños, niñas y 
adolescentes como víctimas de la violencia armada. Además como fin último 
se busca que a través de los procesos, procedimientos y mecanismos de 
atención diseñados los niños, niñas y adolescentes logren incorporarse de la 
mejor manera posible a la vida civil, resignificar la difícil experiencia en el 
grupo armado y construir un proyecto de vida a largo plazo dentro del marco 
de la legalidad” (Puentes, 2012). 
 
El objetivo del programa es “Contribuir con la protección integral de niños, niñas y 
adolescentes víctimas del reclutamiento ilícito, que se han desvinculado de grupos 
armados organizados al margen de la ley” según la versión del 14 de septiembre de 
2016 de los lineamientos técnicos del mismo (ICBF, 2016).  
 
El programa tiene la particularidad de ejecutarse como un proceso administrativo de 
restablecimiento de derechos, el cual es manejado por la misma dirección y operado 
en diferentes municipios del país, tercerizando el desarrollo del mismo en diferentes 
operadores los cuales son escogidos por las sedes regionales correspondientes del 
ICBF. Adicional a ello, es relevante mencionar que el programa tiene enfoques de 
construcción de ciudadanía, democracia, perspectiva de género, inserción social y 
corresponsabilidad. Así mismo, es relevante señalar que el programa tiene 
elementos de enfoque diferencial, lo que significa, en la práctica, que tiene en 
cuentas las necesidades los NNA por género, etnia, discapacidades tanto físicas 
como sicológicas, entre otros aspectos. 
 
La primera responsabilidad que tiene el ICBF es restablecer la dignidad e integridad 
de los NNA para que, posteriormente, ellos estén preparados para ser ciudadanos 
y puedan integrarse a la sociedad sin limitaciones económicas, morales, políticas y 
                                                 
38 El ICBF fue creado en 1968 con la Ley 75 de ese mismo año como la institución encargada de 
velar por el derecho a la familia y los derechos de los NNA. El ICBF está facultado para atender 
problemáticas como la deficiencia nutricional, la desintegración e inestabilidad de la familia, la 
pérdida de valores y la niñez abandonada. El ICBF está presente en cada una de las capitales de 
departamento, a través de sus regionales y seccionales. Adicionalmente, cuenta con 200 centros 
zonales, los cuales son puntos de servicio para atender a la población de todos los municipios del 




Restablecer de derechos integralmente implica acciones estatales y particulares 
articuladas a través del Sistema Nacional de Bienestar Familiar, que está en la 
capacidad de coordinarse con algunos sectores de la sociedad civil. Todos los 
esfuerzos encaminados a restaurar la dignidad e integridad de los NNA 
excombatientes son bien recibidos por el propósito de propiciar una niñez, 
adolescencia y juventud empoderadas a favor de la construcción de paz (ICBF, 
2008). 
 
Sumado a lo anterior, el Código de Infancia y Adolescencia señala que:  
“El restablecimiento de los derechos de los niños, niñas o adolescentes es 
responsabilidad del Estado en su conjunto a través de las autoridades públicas, 
quienes tienen la obligación de informar, oficiar o conducir ante la Policía, las 
defensorías de familia, las comisarías de familia o, en su defecto, los inspectores de 
Policía o las personerías municipales o distritales, a todos los NNA que se encuentren 
en condiciones de riesgo o vulnerabilidad. Cuando esto ocurra, la autoridad 
competente deberá asegurarse de que el ICBF garantice su vinculación a los servicios 
sociales” (Congreso de la República, 8 de noviembre 2006; Código de Infancia y 
Adolescencia; Ley 1098 de 2006,).)  
 
Adicional a ello, es necesario traer a colación las disposiciones y los enfoques del 
programa. Según el documento de lineamientos técnicos, en su versión publicada 
el 14 de septiembre de 2016, el ICBF debe promover, a través de sus acciones, la 
posibilidad de una construcción de ciudadanía, democracia, perspectiva de género, 
inserción social y corresponsabilidad (ICBF, 2016). 
 
El programa tiene una ruta de atención compuesta por tres fases (i. Identificación, 
diagnóstico y acogida; ii. Intervención y proyección; iii. Preparación para el egreso) 
y cuatro modalidades de atención (casa de acogida, casa de protección, hogar 
gestor y hogar sustituto gestor). Hay una correlación de  tres procesos necesarios 
para alcanzar el propósito de la atención especializada a los NNA desvinculados; 
restablecimiento de derechos (a cargo del Sistema Nacional de Bienestar Familiar 39 
y el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar40), transición a la vida 
civil/reincorporación/reintegración social y económica (la institución encargada de 
este punto es la Agencia para la Reincorporación y Normalización- ARN41) y, 
reparación integral (en cabeza del Sistema Nacional para la Atención y Reparación 
                                                 
39 El Sistema Nacional de Bienestar Familiar debe contribuir en el restablecimiento de derechos de 
acuerdo con sus competencias (ICBF, 2016). 
40 El ICBF está encargado de coordinar y articular el Sistema Nacional de Bienestar Familiar para el 
restablecimiento de derechos de los NNA (ICBF, 2016). 
41 La ARN debe encargarse de garantizar la continuidad del proceso de reintegración para 
desertores, en el caso de la guerrilla de las FARC-EP, así como reincorporación, para los no 
desertores de esa misma estructura armada (ICBF, 2016). 
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integral a las Víctimas y la Unidad de Víctimas42). Dependiendo el caso particular, 
se puede o no involucrar a la familia.  
 
El siguiente cuadro explica las fases y modalidades de atención institucional, está 




Fases del proceso  y modalidades de atención institucional a NNA 
desvinculados 
 
Fases del proceso Modalidades de atención  
i. Identificación, diagnóstico y 
acogida: Cuando un NNA es desvinculado de 
un grupo armado, recuperado por un policía – 
militar o lo hace de manera voluntaria, hay 
establecido un máximo de 36 horas para que 
llegue al hogar transitorio del ICBF. La regla 
indica que, después de superado ese lapso, se 
puede incurrir en infracciones a la ley. Por lo 
demás, los niños, niñas y adolescentes no 
pueden ser utilizados para hacer inteligencia 
militar porque se los volvería a poner en riesgo. 
 
Este paso implica que el ICBF, a través de sus 
operadores designados, empiece a hacer todos 
los esfuerzos necesarios para restablecer los 
derechos del NNA desvinculado. Debe 
protegerlo y brindarle toda la atención que 
necesite para que la transición a la vida civil y el 
restablecimiento de derechos. En el caso que el 
NNA presente alguna crisis emocional, el 
operador debe darle prioridad a su caso y 
responder a la situación de una manera 
eficiente y eficaz, para manejar la frustración de 
los NNA y generar un ambiente de confianza y 
tranquilidad, con el fin de que se adapte a su 
nueva vida. 
 
Paralelamente, debe hacerse el procedimiento 
de apertura de la historia socio familiar donde 
se recaba toda la información sobre los NNA 
(nombre; edad; rasgos y señales particulares; 
información sobre la familia de origen; situación 
a partir de la cual ingresó o al grupo armado; 
actividades que desempeñaba en el grupo 
armado; información sobre salud física y 
mental; y valoración pedagógica). Estos 
detalles permiten a los abogados, trabajadores 
sociales, psicólogos y nutricionistas encargados 
-Casa de Acogida: en esta modalidad se da 
cumplimiento a la primera etapa del programa 
“Identificación, diagnóstico y acogida”. Es el 
primer lugar donde llega el NNA desvinculado, 
la idea es que, en este sitio, se procure la 
estabilización emocional y la construcción de 
confianza. La edad promedio de los NNA que 
van a estos hogares es de 13 a 18 años y en el 
lugar permanecen de 30 y 60  días, según lo 
establecen los lineamientos técnicos del 
programa. Para definir el hogar al que van a 
enviar al NNA desvinculado se toman en cuenta 
criterios de ubicación para no ponerlos en 
riesgo y salvaguardar su vida y derechos. Por 
cada hogar solo puede haber máximo 30 NNA. 
                                                 
42 Tanto la Unidad de Víctimas como el Sistema Nacional de Atención Reparación a Víctimas deben 
encargarse de todas las fases del proceso de atención y reparación a los NNA víctimas del 
reclutamiento (ICBF, 2016). 
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del caso tomar medidas suficientes para 
establecer la ruta de restablecimiento de 
derechos43. Los avances del proceso deben ir 
nutriendo la historia de cada niño, niña o 
adolescente. 
 
Con la actualización  de septiembre de 2016 del 
lineamiento técnico del programa se definió el 
propósito de esta fase como la instancia para 
generar un ambiente cálido, de generación de 
confianza, de estabilización emocional y 
satisfacción de las necesidades básicas de los 
NNA, adicional a ello, debe elaborarse en esta 
fase el Plan de Atención Integral (PLATIN)44 
basado en la información inicial del NNA 
exsoldado, señala además que dicho plan será 
más elocuente si permite la participación del 
NNA en su elaboración (ICBF, 2016) 
 
ii. Intervención y proyección: 
A partir de las determinaciones y encuentros del 
paso anterior, este proceso implica el desarrollo 
del trabajo a favor de las necesidades de cada 
uno de los NNA atendidos. La atención básica a 
-Casa de Protección Especializada: estos 
espacios están diseñados para realizar lo 
dispuesto en la fase dos del proceso, 
“Intervención y proyección”. Está diseñado para 
los NNA que, por las características familiares 
                                                 
43 La ruta de atención a NNA víctimas de reclutamiento ilícito, que se han desvinculado de los 
GAOML, en primera instancia, implica que se dé la apertura del proceso administrativo de 
restablecimiento de derechos; tal apertura, se produce cuando un NNA se entrega o llega ante una 
autoridad civil, militar o judicial o entidad pública o privada competente, ahí se debe informar la 
llegada del NNA para que sea receptor de las medidas del programa especializado; paralelo a ello, 
se debe tramitar ante el Comité Operativo para la Dejación de Armas –CODA, un certificado de su 
desarme; al tiempo, se deben ir realizando las gestiones de denuncia del delito de reclutamiento 
ilícito; y realizar las gestiones pertinentes para la declaración del NNA desvinculado como víctima 
frente al Ministerio Público; una vez, logrados los anteriores puntos, se debe evaluar la verificación 
del principio de Oportunidad para los adolescentes entre 14 y 18 años que acuden al Sistema de 
Responsabilidad Penal para Adolescentes. Es necesario tener en cuenta que la Unidad 
Administrativa para la Atención y Reparación a Víctimas debe acompañar el proceso de reparación 
integral a partir de sus propios procesos; se inician además las fases determinadas en el Cuadro 1 
de este documento y se realizan gestiones con la ARN para que haya una coordinación en caso de 
tener un adolescente  que este próximo a cumplir la mayoría de edad, y deba continuar con el 
proceso de reincorporación para lograr el tránsito a la vida civil(Instituto Colombiano de Bienestar 
Familia [ICBF], 2016) 
44 El Plan de Atención Integral (PLATIN) es uno de los nuevos elementos del programa a partir de 
un ajuste realizado en septiembre de 2016 a los lineamientos técnicos del Programa Especializado 
del ICBF. Este elemento implica una hoja de ruta personalizada para el restablecimiento de derechos 
del NNA. Tiene en cuenta las características, diagnóstico, estado emocional y físico, y sus propias 
ideas para lograr la transición a la vida civil y el  restablecimiento de derechos. En el PLATIN se 
señalan cuáles será la modalidad de atención mientras el NNA es restablecido en derechos, en el 
marco de la transición a la vida civil, por el Sistema Nacional de Bienestar Familiar. El PLATIN tiene 
en cuenta elementos esenciales como: i. Vida saludable; ii. Desarrollo de potenciales; iii. 
Construcción de ciudadanía; iv. Fortalecimiento personal y familiar. El PLATIN debe ser diseñado y 
ejecutado bajo la lógica de enfoque diferencial; se debe tener en cuenta el género, el grupo étnico, 
las condiciones físicas y mentales de cada NNA.  
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los NNA desvinculados se refiere a salud, 
nutrición, acompañamiento psicosocial, 
formación, socialización, valores cívicos, 
ciudadanía y protección social, legal y familiar. 
 
En esta fase se ejecuta lo formulado en el 
PLATIN de cada NNA. 
 
estudiadas en la primera fase, no puedan volver 
a vivir con su familia, por razones de seguridad 
o riesgos en general del proceso de transición 
a la vida civil y restablecimiento de derechos. 
Se atienden de 25 a 30 personas. En el lugar 
se llevan a cabo procesos holísticos que 
integran áreas psicológicas, pedagógicas, 
trabajo social, nutrición y salud. 
Adicional a ello, se hace seguimiento a cada 
caso para verificar y auditar la transición a la 
vida civil y el restablecimiento de derechos,  y 
la efectividad del trabajo del equipo técnico 
encargado del proceso. 
En esta modalidad los profesionales que 
acompañan el proceso de restablecimiento de 
derechos deben velar porque el PLATIN de 
cada NNA se ejecute según lo diseñado en la 
primera fase. 
Es necesario además, que se vele por la 
generación de condiciones de inclusión social, 
reconciliación, reparación integral y garantías 
de no repetición. 
 
-Hogar Gestor: la condición fundamental para 
que se pueda dar esta modalidad de atención 
es que haya un familiar cercano al menor que 
se quiera hacer cargo de su proceso de 
restablecimiento de derechos. Los elegibles 
son alguno de sus padres, hermanos, 
hermanas, abuelos, tíos o primos.  Estas 
personas deben estar en condiciones 
psicosociales aptas para hacerse cargo del 
hogar. Además, deben estar dispuestos a 
cuidarlo, acompañarlo, quererlo, seguir las 
pautas y procurar el proceso de reintegración 
social. Los NNA deben tener acceso a la 
educación, atención psicosocial, procesos 
formativos, de salud y nutrición. Por esa razón, 
el Estado apoya económicamente a las 
familias, puesto que sus condiciones a veces 
no son las mejores, pero el compromiso es 
procurar una vida digna para los NNA. El ICBF 
acompaña el proceso con visitas periódicas 
para verificar que se dé cumplimiento a todas 
las disposiciones del PLATIN del NNA. 
 
Hogar Sustituto Tutor: para que se lleve a 
cabo esta modalidad, los lineamientos técnicos 
del programa del ICBF señalan las 
características de elegibilidad de una familia 
con el fin de prever que esté capacitada para 
hacerse cargo de un NNA en proceso de 
transición a la vida civil y restablecimiento de 
derechos, puesto que fungirá como una familia 
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convencional. Por lo tanto, deben proteger y 
permitir el goce de todos los derechos al NNA 
que han invitado a vivir con ellos a su casa. El 
lineamiento técnico del programa especializado 
de atención a NNA desvinculados establece 
que se debe hacer que el NNA acceda a 
servicios de educación pública, salud, nutrición, 
talleres de capacitación y formación para el 
trabajo. Así mismo, se da un acompañamiento 
emocional por medio de un trabajador social o 
psicólogo. El tiempo de duración en el hogar 
depende de la voluntad del beneficiario. Puede 
hacer todo su proceso ahí, hasta antes de su 
preparación para el egreso.  
El ICBF debe hacer visitas periódicas al hogar, 
para asegurarse que se esté cumpliendo con 
todos los compromisos establecidos en el 
PLATIN y verificar las condiciones en las que 
se encuentra el NNA (ICBF, 2004; ICBF, 2009). 
 
ii. Preparación para el egreso: 
La idea de esta fase implica desarrollar y 
perfeccionar todas las habilidades de los NNA 
acompañados, para que continúen su transición 
a la vida civil y proceso de restablecimiento de 
derechos.  
La primera condición para que pueda pensarse 
en este proceso es que estén cerca de cumplir 
18 años. Ellos deben entender que es hora de 
asumir responsabilidades propias de la  adultez. 
Este proceso, según sea el caso, se lleva a cabo 
en la modalidad en la que se ubicaron en la fase 
dos del proceso.  
Es necesario que en esta fase los actores 
involucrados en el proceso de  transición a la 
vida civil y restablecimiento de derechos 
desarrollen estrategias y acciones dirigidas a 
que los NNA estén preparados para continuar 
su vida sin la intervención del equipo de 
profesionales técnicos del ICBF. 
 
Adicionalmente, es el espacio para coordinar (si 
es pertinente) entre el operador, la ARN y la 
Defensoría de Familia la ruta para la transición 
de los jóvenes del ICBF a la ARN45 y la 
 
                                                 
45 A partir de la modificación en septiembre de 2016,  realizada  a los lineamientos técnicos del 
programa del ICBF, se señala que hay una ruta de articulación entre el ICBF y la ACR, actual ARN. 
Antiguamente, ese era uno de los vacíos más preocupantes que tenía el programa porque, en la 
mayoría de los casos, el proceso quedaba inconcluso y los NNA excombatientes no necesariamente 
pasaban a los programas de la ex ACR, actual ARN, exponiéndose a riesgos de reincidencia, 
inseguridad, exclusión y demás factores propios de la falta de oportunidades para mejorar sus 
condiciones de vida. 
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continuidad en el proceso de reparación integral 
a cargo de la Unidad de Atención y Reparación 
Integral a las Víctimas (ICBF, 2016). 
Fuente: Elaboración propia 
En este horizonte, la protección integral de los derechos contempla, en el primer 
segmento, cuatro tipos de acción afirmativa de los derechos46, conforme a lo 
estipulado en la Convención sobre los Derechos del Niño: reconocimiento, garantía, 
prevención y restablecimiento; también, en el segundo, la manera como estos se 
materializan en la organización, planeación y ejecución de las políticas públicas del 
Estado colombiano. Puede apreciarse, entonces, cómo la doctrina de protección 
integral, además de ser un postulado teórico de principios y fundamentos, es una 
manera de organizar la acción y se vuelve un orientador operativo (ICBF, s.f.). 
Al tener en cuenta lo descrito anteriormente, se puede afirmar que el proceso para 
el restablecimiento de derechos vulnerados, en el marco de la transición a la vida 
civil, tiene la intención de permitir que los NNA excombatientes puedan gozar de 
libertades, así como también brindarles oportunidades para desarrollarse 
plenamente, en aras de incluirlos en contextos de equidad y respeto. En ese sentido, 
el ICBF es la institución encargada de hacer que se cumplan las disposiciones 
necesarias para procurar una re significación de la vida de los NNA y su transición 
a la vida civil.  
 
La legislación vigente atribuye a los NNA que se desvinculan de grupos armados 
organizados al margen de la ley seis condiciones jurídicas distintas, a saber:  
 
o Víctimas de la violencia política 
o Desvinculados de los grupos armados organizados al margen de la ley 
o Víctimas del delito de reclutamiento ilícito 
o Víctimas de violación del derecho a ser protegidos contra las guerras y los 
conflictos armados internos, y contra la utilización y reclutamiento por parte 
de grupos armados organizados al margen de la ley 
o Víctimas de una de las peores formas de trabajo infantil 
o Posibles responsables de delitos de lesa humanidad o graves infracciones al 
derecho internacional humanitario. 
 
Cada una de estas condiciones jurídicas tiene sus propias implicaciones legales y 
delimita un marco distinto de derechos y obligaciones exigibles a las autoridades 
públicas. En efecto, según la condición jurídica de la que se trate, el Estado está 
obligado a restablecer el ejercicio pleno de sus derechos al niño, niña y adolescente 
                                                 
46 Desde la Constitución de 1991, en Colombia es deber del Estado promover las condiciones para 
que la igualdad sea real y efectiva y adoptar medidas a favor de los grupos discriminados o 
marginados. Corte Constitucional de Colombia. Ley aprueba la Convención de los Derechos de 




desvinculado de grupos armados organizados al margen de la ley; transitar a la vida 
civil; y a garantizarle una reparación adecuada por los daños y perjuicios sufridos a 
causa de una grave violación a los derechos humanos. La información más 
detallada se encuentra en la Ley 418 de 199747, la cual se refiere a las diferentes 
disposiciones para facilitar el diálogo y la suscripción de acuerdos con 
organizaciones armadas al margen de la ley, a las cuales el gobierno nacional les 
reconozca carácter político para su desmovilización, reconciliación entre los 
colombianos y la convivencia pacífica. 
 
Los derechos generales que el Estado debe garantizar y restablecer a través del 
programa del ICBF son los referidos en el artículo 44 de la Constitución Política de 
Colombia, la cual dispone que son derechos fundamentales de los niños, niñas y 
adolescentes: la vida, la integridad física, la salud y la seguridad social; la 
alimentación equilibrada; su nombre y nacionalidad; tener una familia y no ser 
separados de ella; el cuidado y amor; la educación y la cultura; la recreación y la 
libre expresión de su opinión. Cabe aclarar que no se cierra única y exclusivamente 
a los nombrados con anterioridad, pues la Carta Política de igual forma establece 
que los menores de dieciocho años “gozarán de los demás derechos consagrados 
en la Constitución, en las leyes y en los tratados internacionales ratificados por 
Colombia” (Constitución Política, 1991).  
 
De acuerdo a lo anterior y lo dispuesto en los ocho  tratados internacionales, 
ratificados hasta el momento por el Estado colombiano48, para la protección de la 
niñez y adolescencia, los derechos de los NNA pueden clasificarse en tres 
categorías: derechos generales, derechos de protección y libertades 
                                                 
47 La Ley 418 de 1997 establece las disposiciones para Facilitar el Diálogo y la Suscripción de 
Acuerdos con Grupos Armados Organizados al Margen de la Ley Para su Desmovilización, 
Reconciliación entre los colombianos y la Convivencia Pacífica. Expone que los representantes 
autorizados expresamente por el Gobierno Nacional, con el fin de promover la reconciliación entre 
los colombianos, la convivencia pacífica y lograr la paz, podrán: 
a) Realizar actos tendientes a propiciar acercamientos y adelantar diálogos con los grupos armados 
organizados al margen de la ley; b) Adelantar diálogos, negociaciones y firmar acuerdos con los 
voceros, o miembros representantes de los grupos armados organizados al margen de la ley, 
dirigidos a: obtener soluciones al conflicto armado, lograr la efectiva aplicación del Derecho 
Internacional Humanitario, el respeto de los derechos humanos, el cese de hostilidades o su 
disminución, la reincorporación a la vida civil de los miembros de estos grupos, o lograr su 
sometimiento a la ley, y enmarcados en la voluntad de crear condiciones que propendan por un 
orden político social y económico justo.  
 
Los acuerdos y su contenido serán los que a juicio del gobierno sean necesarios para adelantar el 
proceso de paz y su cumplimiento será verificado por las instancias nacionales o internacionales que 
para el efecto y de común acuerdo designen las partes.  
 
Estos acuerdos deben garantizar el normal y pleno funcionamiento de las instituciones civiles de la 
región en donde ejerce influencia el grupo armado al margen de la ley que los suscribe (Congreso 
de la República de Colombia, 1997). 
48 Para mayor información consultar nota al pie número dieciséis (16). En ese apartado se señalan 
los tratados internacionales ratificados por Colombia en materia de derechos de NNA.  
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fundamentales. El Código de la Infancia y la Adolescencia (artículos 17 a 37), por 
su parte, adopta esta clasificación, según se expone en listado que se presenta a 
continuación: 
 
• Derechos generales:  
1. Derecho a la vida y a la calidad de vida y un ambiente sano  
2. Derecho a la integridad personal  
3. Derecho a la rehabilitación y la resocialización  
4. Derecho a la libertad y seguridad personal  
5. Derecho a tener familia y a no ser separado de ella  
6. Custodia y cuidado personal  
7. Derecho a los alimentos  
8. Derecho a la identidad  
9. Derecho al debido proceso  
10. Derecho a la salud  
11. Derecho a la educación  
12. Derecho al desarrollo integral en la primera infancia  
13. Derecho a la recreación, participación en la vida cultural y en las artes  
14. Derecho a la participación de los niños, las niñas y los adolescentes  
15. Derecho de asociación y reunión  
16. Derecho a la intimidad  
17. Derecho a la información  
18. Edad mínima de admisión al trabajo y derecho a la protección laboral de 
los adolescentes autorizados para trabajar  
19. Derechos de los niños, las niñas y los adolescentes con discapacidad 
 
• Derechos de protección:  
20. El abandono físico, emocional y psicoactivo de sus padres, 
representantes legales o de las personas, instituciones y autoridades que 
tienen la responsabilidad de su cuidado y atención 
21. La explotación económica por parte de sus padres, representantes 
legales, quienes vivan con ellos, o cualquier otra persona. Serán 
especialmente protegidos contra su utilización en la mendicidad 
22. El consumo de tabaco, sustancias psicoactivas, estupefacientes o 
alcohólicas y la utilización, el reclutamiento o la oferta de niños, niñas y 
adolescentes en actividades de promoción, producción, recolección, tráfico, 
distribución y comercialización 
23. La violación, la inducción, el estímulo y el constreñimiento a la 
prostitución; la explotación sexual, la pornografía y cualquier otra conducta 
que atente contra la libertad, integridad y formación sexuales de la persona 
menor de edad 
24. El secuestro, la venta, la trata de personas y el tráfico y cualquier otra 
forma contemporánea de esclavitud o de servidumbre 
25. Las guerras y los conflictos armados internos 
26. El reclutamiento y la utilización de los niños por parte de los grupos 
armados organizados al margen de la ley 
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27. La tortura y toda clase de tratos y penas crueles, inhumanas, humillantes 
y degradantes, la desaparición forzada y la detención arbitraria 
28. La situación de vida en calle de los niños y las niñas 
29. Los traslados ilícitos y su retención en el extranjero para cualquier fin  
30. El desplazamiento forzado 
 31 El trabajo que, por su naturaleza, o por las condiciones en que se lleva a 
cabo, es probable que pueda afectar la salud, la integridad y la seguridad o 
impedir el derecho a la educación 
 32. Las peores formas de trabajo infantil, conforme al Convenio 182 de la 
OIT 
33. El contagio de enfermedades infecciosas prevenibles durante la 
gestación o después de nacer, o la exposición durante la gestación a alcohol 
o cualquier tipo de sustancia psicoactiva que pueda afectar su desarrollo 
físico, mental o su expectativa de vida 
34. Los riesgos y efectos producidos por desastres naturales y demás 
situaciones de emergencia 
35. Cuando su patrimonio se encuentre amenazado por quienes lo 
administren 
36. Las minas antipersona 
 37. La transmisión del VIH-SIDA y las infecciones de transmisión sexual 
38. Cualquier otro acto que amenace o vulnere sus derechos 
 
• Libertades fundamentales: 
39. El libre desarrollo de la personalidad y la autonomía personal 
40. La libertad de conciencia y de creencias 
41. La libertad de cultos 
42. Libertad de pensamiento 
43. La libertad de locomoción 
44. Libertad para escoger profesión u oficio 
 
De igual forma se debe tener en cuenta que el programa apunta a restablecer estos 
seis derechos básicos: identidad, familia, salud, educación, debido proceso y 
formación y especialización para ejercer libremente una ocupación u oficio (Código 
de la Infancia y la Adolescencia, 2006).  
 
Los componentes  en la línea de atención del programa del ICBF son: i. Salud y 
nutrición; ii. Componente psicosocial; iii. Componente pedagógico; iv. Componente 
cultural y de convivencia; v.  Cultural; vi. Socio legal; vii. Familiar; viii. De gestión. 
 
El componente de salud y nutrición está encargado de suplir las necesidades 
básicas de los NNA en materia física y de crecimiento. Las acciones exigen 
organización y gestión para suplir los requerimientos en la materia según las 
condiciones de los sujetos de derecho. Por su parte, el componente psicosocial es 
el instrumento del programa que permite estabilizar afectivamente a los NNA, por 
medio de la realización de duelos y procesos de perdón, por los hechos que vivieron 
durante su participación en la guerra, y la idea de este componente es que se dé un 
espacio para el desarrollo y crecimiento personal a nivel familiar, comunitario y como 
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parte de una sociedad. Este factor es determinante a la hora de ponderar las 
posibilidades de transitar  a la vida civil de los NNA (ICBF, 2016). 
 
Adicional a ello, el componente pedagógico del programa implica la garantía del 
derecho a la educación integral, permitirá a los NNA repensar y reconstruir sus 
proyectos de vida a través del descubrimiento de vocaciones más allá de la guerra, 
superar su condición de víctima y poder ejercer el derecho autónomo. Presta la 
posibilidad de pensar en mayores y mejores condiciones en su proceso de 
construcción de proyecto de vida. Tal componente, es el encargado de encaminar 
actividades a favor del conocimiento, refuerzo y modificación de los imaginarios y 
representaciones de los NNA. Se trata del componente cultural y de convivencia 
que, puntualmente, tiene la tarea de implementar mecanismos de acercamientos, 
convivencia pacífica y ejercicio de los derechos (ICBF, 2016). 
 
Sumado a lo anterior, el componente socio legal está encargado del grupo de 
acciones encargadas del fortalecimiento del NNA como sujeto activo de derechos, 
responsabilidades y garantías constitucionales como parte de la sociedad. A cada 
caso particular se le debe hacer seguimiento jurídico para responder locuazmente 
a las especificidades del PLATIN de cada NNA sujeto de restablecimiento de 
derechos en el marco de su desvinculación de algún GAOML (ICBF, 2016). 
 
Lo referente a la familia, implica todas las acciones encaminadas a permitir la 
participación activa y permanente de la familia o grupo familiar como foco de apoyo 
en el proceso de transición a la vida civil. En caso de inexistencia o ausencia del 
vínculo familiar, el programa también debe disponer una serie de medidas para que 
el NNA acepte su pérdida y no siga generando frustraciones (ICBF, 2016). 
    
Con la actualización de los lineamientos del programa de septiembre de 2016 se 
sumó un elemento al logro del objetivo de la desvinculación y proceso de 
restablecimiento de derechos; se incluyó, dentro de los parámetros, la necesidad de 
una articulación entre el SNBF y la UARIV en aras de asegurar que los NNA 
desvinculados gocen efectivamente de los derechos a la verdad, la justicia, pero, 
sobre todo, a la reparación integral49, materializadas en medidas de 
restablecimiento, indemnización, rehabilitación y garantías de no repetición (ICBF, 
2016). 
 
Finalmente, la materia de gestión es un eje transversal a través del cual se puede 
asegurar a los NNA la posibilidades del ejercicio de sus derechos, así mismo, está 
encargado del mejoramiento de la calidad de la atención prestada a los NNA 
                                                 
49 La reparación integral debe ser entendida como la suma de acciones realizadas principalmente 
por el Estado para devolver a un NNA víctima del reclutamiento sus derechos fundamentales, civiles, 
políticos, económicos, sociales y culturales. Este elemento de la justicia transicional incluye que se 
restablezca la dignidad de los NNA ex combatientes, además, es necesario que se reconozca 
públicamente el arrepentimiento, se solicite perdón a la víctima y se prometa no repetir acciones 
similares en contra de sus derechos. (Mesa Nacional de Víctimas, 2011) 
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desvinculados por los agentes encargados del programa del ICBF, el SNBF, 
operadores y gestores de las modalidades de atención. En ese sentido, es oportuno 
recalcar que si bien existe una institución en cabeza del programa, el ICBF, todos 
los estamentos públicos y privados son responsables de la garantía del proceso, es 
necesario que se articulen para que se pueda dar un proceso efectivo de transición 
a la vida civil y restablecimiento de derechos de los NNA desvinculados. 
 
 
Dicho lo anterior, en  el siguiente apartado se dibujará a grandes rasgos  un 
panorama del esfuerzo estatal que se está realizando para hacer frente a las 
consecuencias de la guerra en Colombia, en especial de quienes se convirtieron en 
niños, niñas y adolescentes soldado y, hoy en día, esperan la oportunidad de tener 





CAPÍTULO IV: REVISIÓN DOCUMENTAL DE LOS DATOS 
ESTADÍSTICOS E INFORMES REALIZADOS SOBRE EL PROCESO DE 
RESTABLECIMIENTO DE DERECHOS Y TRANSICIÓN A LA VIDA CIVIL 
DE LOS NNA DEL PROGRAMA ESPECIALIZADO DEL ICBF 
 
Este capítulo tiene como fin presentar el panorama general del proceso de tránsito 
a la vida civil y restablecimiento de derechos de los NNA, a través de la información 
brindada por el ICBF y la UNICEF al respecto. Además, busca revisar el enfoque y 
alcance que ha tenido el programa especializado, mediante el análisis de reportes, 
informes del programa y/o datos encontrados hasta 2015 y algunos apartados de 
2016.  
 
Es importante precisar que se encontraron falencias respecto al programa del ICBF 
en cuanto al acceso a la información y la documentación que producen las 
entidades. La inexistencia de documentos oficiales en términos de evaluación o 
monitoreo50 no permiten llevar a cabo seguimientos efectivos ni la posibilidad de 
retroalimentar o mejorar la intervención pública a través de la experiencia generada. 
Así mismo, se dificulta  brindar instrumentos o soportes que faciliten la toma de 
decisiones o recomendaciones, ante el escenario de implementación de los 
acuerdos de La Habana.  
 
Pese a lo anterior, la presente investigación mostrará datos estadísticos e 
información que se logró consolidar a partir de diferentes documentos oficiales del 
ICBF y otras entidades (entre ellos reportes e informes generales), además del 
análisis respecto al desarrollo del programa de acuerdo a la información 
recolectada. 
 
Algunos de los documentos utilizados fueron: la presentación de datos estadísticos 
para el período noviembre 16 de 1999 a junio 30 de 2015, con base en informes 
especiales que contienen datos sobre niños, niñas y adolescentes víctimas del 
conflicto armado, así como el informe niños, niñas y adolescentes desvinculados en 
2013. También se acudió al sistema de información del programa especializado del 
ICBF y al documento de caracterización de NNA desvinculados de grupos armados 
de UNICEF.  
 
En suma, se logró acceder a la siguiente información del período de noviembre de 
1999 a junio 30 de 2015: 
                                                 
50 Durante el desarrollo de la investigación se consultó constantemente información pública del 
programa especializado del ICBF y no se encontró documentos o información relacionada a la 
evaluación o monitoreo del mismo. Así mismo, se realizaron alrededor de 5 entrevistas a Carlos 
Otálora, funcionario del ICBF, especialista en niñez, conflicto armado y justicia transicional de la 
Subdirección de Gestión Técnica para la Atención a la Niñez y la Adolescencia de la entidad quien 
en cada una de las entrevistas reitero la inexistencia de este tipo de documentos y nos referenció 
hacía los reportes e informes generales que fueron consultados.  
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Gráfica 1 
 Forma de reclutamiento 
Fuente: (Naeve, 2012) 
 
De las formas de reclutamiento enunciadas en la Gráfica 1, se evidencia que la 
mayoría de los NNA ingresan por voluntad propia (70.5%), y llama la atención que 
el reclutamiento forzado por grupos armados, o la suma de esté con las otras dos 
modalidades de reclutamiento (forzado por la familia y no responde), no alcanza a 
ser ni la mitad de lo que representa ingresar por voluntad propia, apenas alcanzan 
el (28.6%).  
 
Esta gráfica, refleja información relevante a tener presente en las decisiones que 
está tomando hoy día el gobierno nacional en el marco de la implementación de los 
acuerdos de paz de La Habana respecto a los NNA51.  
 
Nuevamente, se evidencia la necesidad de contemplar y desarrollar dentro de los 
lineamientos y programas la diferenciación de enfoques de acuerdo a las realidades 
de los NNA, puesto que el desafío en el proceso de desvinculación por variables 
que no están contemplando es una verdad latente. La vinculación voluntaria a las 
GAOML, la desvinculación por rescate – voluntaria o por lo acordado en la Habana 
son algunos de los ejemplos de los aspectos que no se están teniendo en cuenta y 
que conllevan a la necesidad de definir y estructurar la respuesta del Estado en 
función de las circunstancias que rodearon la vinculación y desvinculación de los 
NNA de los GAOML, además de abrir el camino hacia la diversidad de enfoques 
dentro del proceso y programa a desarrollar con los NNA.  
 
Respecto a las razones o incentivos que llevan a los NNA a vincularse de manera 
voluntaria a las GAOML, se encontró, que es el resultado de obedecer a la atracción 
                                                 
51 Las líneas de acción del gobierno en el marco de la implementación de los acuerdos de paz de la 
Habana respecto a los NNA se precisan en el titulo Acuerdos de paz en los anexos. Se hace 
referencia, a los documentos públicos que existen al respecto y a los que se tuvo acceso.  
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o gusto por las armas y los uniformes además de buscar respeto o reconocimiento 
y de contar con motivos económicos (ganar dinero u otros recursos)52, entre otros.  
 
A continuación, se presentan los datos consolidados de la información presentada 
por Naeve (2017): 
Cuadro 2 
Razones de vinculación por voluntad propia 
Razón Porcentaje 
Atracción o gusto por las 
armas y los uniformes  
40% 
Motivos económicos (ganar 
dinero u otros recursos) 
21.7% 
Vínculos (familiares o amigos 
vinculados) 
19.9% 
Otras razones  14.5% 
Amenazas  8.4% 
Evitar servicio militar  2.4% 
Problemas con otros grupos 
armados  
2.4% 
Fuente: Elaboración propia53 
 
 
Una vez se tiene claro el panorama respecto a las formas de reclutamiento y  
razones de vinculación de los NNA a las GAOML, se abre paso a presentar la 
información del programa del ICBF, donde en principio, expondremos lo que se 
logró identificar respecto a las regionales de dicha institución que más número de 
NNA remiten al programa especializado; esas son: Antioquia 822; Bogotá, 598; 
Meta, 463; Caquetá, 365; Cauca, 348; Valle del Cauca, 321. Por su parte, los 
departamentos con el mayor índice de reclutamiento de NNA son Antioquia, 638; 
Meta, 415; Caquetá, 414; Cauca, 389; Tolima, 30554.  
                                                 
52 En este apartado es necesario precisar que las lógicas de vinculación a las guerrillas puede llegar 
a responder a cuestiones ideológicas y de sobrevivencia, mientras que, la participación en grupos 
paramilitares si asegura un ingreso en dinero. Esto fue abordado anteriormente, en el primer capítulo.  
Ahora, bien no hay que desestimar, que en las dos últimas décadas, las guerrillas también se han 
estado financiando por los recursos provenientes del narcotráfico, minería ilegal, explotación de 
recursos naturales, motivo por el cual sus ingresos para sostener la guerra han aumentado y así 
mismo la posibilidad que sus integrantes se puedan beneficiar de este tipo de ingresos (Valencia, 
2016) 
53 La fuente de información que sirvió de base para la elaboración de la presente tabla es Naeve 
(2017).  
54 La población total atendida fue de 5.817. La información proviene de la presentación de datos 
estadísticos del ICBF (período noviembre 16 de 1999 a junio 30 de 2015), quienes se remitieron al 
Sistema de Información del Programa Especializado del ICBF con fecha de corte al 30 de junio de 




 Ingreso anual NNA al programa especializado del ICBF 
 
 
Fuente: Elaboración propia55 
 
El total de NNA que ingresó al programa fue de 5.817 desde 1999 hasta 2015. Los 
años de mayor ingreso de NNA al programa fue en el periodo 2003 a 2005, lo que  
obedece a la desmovilización de estructuras paramilitares y de autodefensas que 
se presentó a raíz del Acuerdo de Santa Fe de Ralito56 con las Autodefensas Unidas 
de Colombia (AUC) y la implementación de la Ley 975 de 2005. El Acuerdo de Santa 
Fe de Ralito es un documento suscrito en 2003 por el gobierno nacional de 
Colombia y las AUC que se da inicio a una etapa de negociación.  
 
Para el cumplimiento de este propósito, las AUC se comprometieron a 
desmovilizarse en su totalidad en un proceso gradual que comenzaría antes de 
terminar el 2003 y finalizaría, a más tardar, el 31 de diciembre de 2005, circunstancia 
que explica el hecho de que en 2003 se desmovilizaran 775 NNA y posteriormente,  
el número descendiera a 684 en 2004 y 526 en 2005.  
 
                                                 
55 La fuente de información que sirvió de base para la elaboración de la presente gráfica es la 
presentación de datos estadísticos del ICBF (período noviembre 16 de 1999 a junio 30 de 2015) 
Para mayor información ver Gráficas 1 y 2 en los anexos.  
56 El Acuerdo de Santa Fe de Ralito es el documento mediante el cual el gobierno nacional y las 
autodefensa unidas de Colombia, luego de un período de exploraciones se comprometieron a iniciar 
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La Ley 975 de 2005, por su parte y como se mencionó antes, es la “Ley de justicia 
y paz, por la cual se dictan disposiciones para la reincorporación de miembros de 
grupos armados organizados al margen de la ley, que contribuyan de manera 
efectiva a la consecución de la paz nacional y se dictan otras disposiciones para 
acuerdos humanitarios. La presente ley, tiene por objeto facilitar los procesos de 
paz y reincorporación57  individual o colectiva a la vida civil de miembros de grupos 
armados al margen de la ley, garantizando los derechos de las víctimas a la verdad, 
la justicia y la reparación”. (Congreso de República, 2005) 
 
De igual forma, cabe anotar que el año de inicio del programa, es decir 1999, hace 
su apertura con 10 NNA, número que se multiplicó en el siguiente año y que refleja 
una tendencia con un aumento considerable, puesto que en el 2000, ingresaron 100 
NNA.  
 
Ahora bien, respecto al total de NNA que ingresaron al programa en el periodo 
indicado, se encontró que de los 5.817 el 71% eran niños y 29% niñas. Además, el 
83%, es decir, 4.811 para ser más precisos, ingresaron de forma voluntaria al 
programa mientras que 1.006 o el 17% fueron recuperados58. 
 
Al analizar estos datos, surge la duda de cuáles fueron las razones por las que 
decidieron estos NNA ingresar al programa de forma voluntaria, si la principal forma 
de reclutamiento según lo evidenciado en la Gráfica 1 fue de igual manera, por 
voluntad propia. Los resultados del estudio realizado por Naeve (2012), señalan que 
las razones principales por las que los NNA se desvincularon por voluntad propia 
de las estructuras armadas fueron:  
o No les gustó la vida en grupo  
o Se cansaron de la violencia  




Comparativo ingreso y egreso de niños, niñas y adolescentes al programa 
especializado 
                                                 
57 La reincorporación en el contexto del Acuerdo de Santa Fe de Ralito, para contribuir a la paz de 
Colombia, se entiende en términos de lo firmado para la desmovilización de las estructuras 
paramilitares y de autodefensas  en el marco de un proceso de negociación que inicio a finales de 
2002 entre el gobierno nacional y las Autodefensas Unidas de Colombia. Se habló de crear zonas 
de concentración para los desmovilizados y se buscó el fortalecimiento de la gobernabilidad 
democrática, contribuir al establecimiento del Estado Social de Derecho y el restablecimiento del 
monopolio de la fuerza en manos del Estado. De igual forma, se buscó avanzar hacia la 
reincorporación a la vida civil de los integrantes de las AUC, una vez se estableciera el cese al fuego 
y se desmovilizarán, para así crear condiciones para garantizar la seguridad, convivencia y desarrollo 
de los miembros de las autodefensas.  
58 Por recuperados, se entiende a los NNA capturados por las fuerzas militares y de policía. Para 
mayor información ver Gráfica 3 en los anexos. 
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Fuente: Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF), 2015. 
 
Respecto a la información suministrada por los NNA que ingresaron al programa 
especializado desde 1999 hasta el 2015, se conoce que de los 5.817 NNA que 
ingresaron, 5.454 culminaron y los 363 restantes continúan en el proceso. Así 
mismo, la información respecto al grupo organizado al margen de la ley al que 
pertenecieron se ilustra a continuación: 
 
Cuadro 3  
Grupo armado organizado al margen de la ley (GAOML) al que pertenecieron 
los NNA que ingresaron al programa especializado del ICBF 
 
Grupo armado ilegal No. NNA que pertenecieron al 
grupo armado ilegal 
FARC-EP (Fuerzas Armadas Revolucionarias 
de Colombia – Ejército del Pueblo) 
3.529 
AUC (Autodefensas Unidas de Colombia) 1.055 
ELN (Ejército de Liberación Nacional) 902 
BACRIM (Bandas Criminales) 190 
EPL (Ejército Popular de Liberación) 32 
ERG (Ejército  Revolucionario Guevarista) 24 
ERP(Ejército Revolucionario del Pueblo) 24 
POR ESTABLECER 61 
TOTAL  5.817 
Fuente: Elaboración propia59 
 
                                                 
59 La fuente de información que sirvió de base para la elaboración de la presente gráfica es la 
presentación de datos estadísticos del ICBF (período noviembre 16 de 1999 a junio 30 de 2015)  
Para mayor información ver Gráfica 4 en los anexos. 
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Los datos presentados demuestran que las FARC tuvieron un mayor número de 
niños reclutados, lo que no implica que tuviera una cobertura territorial más extensa 
que otros actores, es más, fue en medio del retroceso territorial y su debilitamiento 
lo que hizo visible un mayor reclutamiento de NNA. Para 2015, este grupo armado 
sufrió un debilitamiento extremo en consecuencia a varias operaciones militares 
contra el frente 27, lo cual reflejo la reducción de la estructura casi al 50% (Infobae, 
2015).  A continuación, se presenta la distribución de grupos armados en el territorio 
nacional en 2014 y el mapa de zonas del país donde se produce el reclutamiento 
ilícito según el informa la Defensoría del Pueblo del reporte del programa 
especializado del ICBF: 
 
Mapa 2  
Presencia GAOML en territorio colombiano 
 
 





















Mapa 3  
Zonas del país donde se produce el reclutamiento ilícito de NNA 
A partir del resultado del programa especializado del ICBF  
 
 
Fuente: Defensoría del Pueblo, 2015.  
 
Al analizar y comparar los datos de la información del Mapa 2 y Mapa 3, teniendo 
en cuenta que la información de la segunda proviene de los resultados del programa 
especializado del ICBF, se puede concluir que la capacidad de reclutamiento de los 
grupos armados no está directamente relacionada con el nivel de influencia 
territorial o fortaleza militar de los actores armados en esas zonas puesto que los 
departamentos con mayor número de reclutamiento ilícito de NNA son Antioquia 
con el 12.4%, Casanare 9.6%, Meta 6.3%, Caquetá 6.2% y Putumayo con el 6.1%60.  
 
Si bien estas zonas según la información del mapa 2 cuentan con gran presencia 
de grupos armados, otras como Vichada, Guaviare, Valle del Cauca, la Guajira o 
Cesar a pesar de que también evidencian gran presencia de grupos armados en la 
región no se encuentran calificadas por el ICBF como regiones del país donde se 
produzcan grandes cantidades de reclutamiento ilícito de NNA, es más, las regiones 
nombradas son algunos de los ejemplos de zonas clasificadas con una distribución 
porcentual de 0 al 3 de reclutamiento mientras que el mapa 2 reflejan gran presencia 
de grupos armados al margen de la ley.  
 
                                                 
60 La información de los porcentajes de los estados con mayor reclutamiento de NNA proviene del 
capítulo 3 del informe de la Defensoría del Pueblo. Para mayor información ver en las referencias.   
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Esto indica entonces que el fenómeno de reclutamiento podría estar vinculado a la 
necesidad del grupo de ampliar o no su base militar, aunado ahora si a su influencia 
territorial y la posición estratégica militar con la que cuentan.  
 
Ahora bien, los niveles de dispersión e incidencia de reclutamiento ilícito en la 
mayoría del territorio nacional evidenciados en los mapas, refleja la necesidad de la 
intervención gubernamental para su atención y prevención. Según el estudio 
realizado por UNICEF y la Procuraduría General de la Nación, el 72% de los 
departamentos del país no abordan el tema de los niños, niñas y adolescentes 
vinculados a grupos armados ilegales en el diagnóstico de sus planes de desarrollo, 
y un 81% no formulan programas ni proyectos para atender dicha problemática. 
Situación que evidencia la exclusión del fenómeno de las agendas públicas y la 
ausencia de políticas de infancia que integren líneas de acción para la atención y 
prevención del reclutamiento ilícito (Defensoría del Pueblo, 2015). 
 
A manera de ejemplo, se indagará sobre el grupo armado de las FARC-EP, no solo 
por el contexto de la investigación respecto a la implementación del reciente 
acuerdo de paz suscrito en La Habana en noviembre de 2016, sino también por el 
hecho de ser el grupo con el mayor número de NNA desvinculados, donde de los 
5.817 NNA que ingresaron al programa 3.529 pertenecieron a las FARC-EP. Así 
mismo, esta cifra evidencia una razón de peso para mantener el programa 
especializado, a su vez que refleja la necesidad e importancia de contar con la 
participación del mismo en el contexto del pos acuerdo en la Habana y con los 
ajustes del caso. 61 
 
Finalmente, se presenta la información de datos estadísticos más recientes a la que 
se tuvo acceso (julio de 2015), correspondiente a las regionales de mayor 
concentración del conflicto armado determinadas por el ICBF para su caso en 
particular  y por ende, donde opera el programa.  
 
Cuadro 4 
Número NNA en las regionales donde opera el programa a Junio 30 de 2015 
 
Regional  
Modalidad de atención  Niños, niñas y adolescentes 
Institucional  Familiar  No. total de NNA % Total por regional  
Antioquia 50 9 59 16% 
Bogotá 0 79 79 22% 
Caldas 36 33 69 19% 
Cauca 0 5 5 1% 
Chocó 0 1 1 0% 
Huila 0 4 4 1% 
Meta 0 34 34 9% 
Quindío 0 36 36 10% 
                                                 
61 Para ver los ajustes sugeridos al programa ver, lo dispuesto en el Capítulo 7: Consideraciones 
finales - recomendaciones.  
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Tolima 0 1 1 0% 
Valle 55 4 59 16% 
Red de 
protección  
15 1 16 4% 
TOTAL 156 207 363 100% 
Fuente: ICBF, 2015. 
 
Cuadro 5 
NNA en las regionales donde opera el programa por modalidad 
SERVICIO NNA 
Hogar transitorio  27 7% 
Centro de atención especializada 114 31% 
Hogar tutor  164 45% 
Hogar gestor 42 12% 
Red de protección  16 4% 
TOTAL 363 100% 
MODALIDAD  NNA 
Modalidad institucional 156 42.98% 
Modalidad socio familiar  207 57.02% 
TOTAL 363 100% 
Fuente: ICBF, 2015. 
 
De este último cuadro, cabe  destacar que: 
• La mayoría de NNA que ingresaron al programa se encuentran entre los 15 
y 17 años. 
• El 81% de los NNA que ingresaron son niños y el 19% son niñas, porcentaje 
que evidencia la desproporción entre niños y niñas, y que es la misma que 
se evidencia entre adolescentes y adultos. Estas cifras, reflejan la distribución 
de combatientes por sexo en las estructuras armadas, marcada por una 
disparidad acentuada. 



















Cuadro  6 
Desmovilizaciones de combatientes desagregadas por sexo entre 2003 y 
febrero de 2015 
 
Fuente: Universidad Externado de Colombia (2015). 
 
 
Finalmente, las regionales del ICBF que remitieron NNA al programa especializado 
en el mes de julio de 2015 fueron Nariño, 4; Caquetá, 3; Bogotá y Cauca, 2, cada 
uno; Arauca,  Bolívar, Chocó, Meta y Santander, 1 cada uno. La distribución de los 
grupos a los que pertenecieron los niños, niñas y adolescentes fueron: 12 de las 
























CAPÍTULO V: ANÁLISIS DE LA INTERVENCIÓN DEL ESTADO EN LOS 
ESFUERZOS QUE HA REALIZADO EN MATERIA DE NIÑEZ Y ADOLESCENCIA 
DESDE EL PROGRAMA ESPECIALIZADO DEL ICBF 
 
 
Este apartado pretende analizar los elementos más relevantes del programa 
especializado del ICBF. Si bien en páginas anteriores, se expusieron datos e 
información recopilada en relación al funcionamiento del programa en general, a 
continuación se evidencia la reflexión con base en aspectos institucionales, así 
como los temas de funcionamiento y/o en términos de ejecución.  
 
Lo anterior, se realiza con el fin de ofrecer insumos y herramientas para ajustar los 
componentes del programa del ICBF, así como eventualmente puede ser útil para 
terminar de estructurar el programa “Camino Diferencial de Vida”62 para asegurar 
de esta manera que la políticas de gobierno sean efectivos y logren sus objetivos, 
en términos de restablecimiento de derechos y transición a la vida civil de los NNA 
ex combatientes. 
 
Los elementos que componen el presente análisis del programa especializado del 
ICBF para la atención a niños, niñas y adolescentes desvinculados de grupos 
armados se agruparan en problemas de diseño e implementación bajo la 
perspectiva de los 3 niveles que se mencionan a continuación: 
I. Análisis  institucional  
II. Análisis del programa  
III. Análisis de los resultados del programa a la luz de la información 




i. Análisis institucional  
 
Este apartado, está dedicado a realizar una retroalimentación del funcionamiento 
institucional del programa y sus implicaciones para lograr la adecuada transición a 
la vida civil y restablecimiento de derechos de los NNA.  
 
                                                 
62 Camino diferencial de vida: una estrategia integral para la atención y consolidación de los 
proyectos de vida de los NNA que salen de las FARC-EP, es el programa integral para la atención 
de los NNA que salgan de las filas de grupos armados definido por el gobierno y las FARC. Según 
el decreto de ley 891 de 2017. El ICBF, es el encargado de ajustar los lineamientos técnicos y 
estándares que apoyen la implementación del programa liderado por la Consejería Presidencial para 
los Derechos Humanos, bajo los lineamientos del CNR. El programa es una estrategia integral para 
la atención  y  consolidación de los proyectos de vida de los NNA desvinculados de las FARC-EP, a 
través de las siguientes fases: restablecimiento de derechos; reparación y reincorporación e inclusión 
social.  
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Respecto a los problemas de diseño y antes de entrar en materia, es necesario 
aclarar que se ha estigmatizando a los NNA provenientes de las BACRIM. Si bien 
el programa evidencia la participación de algunos de ellos, como se puede observar 
en los datos estadísticos del ICBF, se hace evidente que en la formulación del 
mismo no se tuvo en cuenta este factor y por ende existe un limbo respecto a la falta 
de claridad y lo dispuesto hoy día, debido a que se están acotando las posibilidades 
de acoger en el programa a gran cantidad de NNA63.  
  
El Concepto 99 de 2013 del ICBF, documento de consulta remitido por la 
Subdirectora de Restablecimiento de Derechos, mediante oficio radicado con el 
número 1-2013-008255-NAC, resolvió el problema jurídico en torno a si los niños, 
las niñas o las adolescentes desvinculados de bandas emergentes al servicio del 
narcotráfico, denominadas, en su momento, como BACRIM64, debían ser 
certificados por el Comité Operativo para la Dejación de Armas (CODA). Luego de 
realizar un análisis jurídico tanto a nivel nacional como internacional la resolución 
fue afirmativa, es decir, la respuesta emitida mediante el oficio determina que los 
NNA desvinculados de bandas emergentes al servicio de las BACRIM deben ser 
certificados por el CODA.  
 
Sin embargo, y pese a la existencia de tal documento, la realidad es completamente 
diferente, en tanto que los NNA desvinculados de las BACRIM puedan recibir este 
certificado y hacer parte del programa. Antes de que esto sea posible, los NNA  
deben demostrar que la naturaleza del grupo del que provienen, y el contexto en el 
que operan corresponden a las mismas condiciones de los NNA que son víctimas 
del conflicto armado y que provienen de grupos armados al margen de la ley65. 
                                                 
63 Como se evidencia en la imagen del Mapa 2, a partir de 2014 las Bacrim son el grupo armado con 
mayor presencia en el territorio colombiano y por ende, luego de los adelantos del dialogo de paz 
con las FARC-EP respecto a desvinculación de NNA, hoy día, las bandas emergentes son los que 
concentran mayor número de NNA vinculados al conflicto armado. En términos de los resultados de 
las negociaciones de la Habana respecto a una paz duradera y estable es indispensable que se 
solucione el limbo existente respecto a un programa que cobije a los NNA de esta población.  
64  El gobierno de Santos Calderón cambió la denominación de las BACRIM a grupos armados 
organizados (GAO) luego de la preocupación latente, en el desarrollo del proceso de paz de la 
Habana, por el despliegue de estos grupos armados. El punto central aquí es la vinculación con 
economías criminales, en particular asociadas a las drogas ilícitas. 
65 Las zonas donde han hecho presencia, históricamente, las estructuras paramilitares y de 
autodefensas, las bandas criminales y los grupos armados organizados  coincide con economías 
criminales asociadas a las drogas ilícitas. En todo caso, el principal objetivo de las estructuras 
paramilitares y de autodefensas (en el pasado) y de las bandas criminales (en el presente, antes de 
cambiar la denominación a GAO) ha sido proteger cultivos y controlar rutas y puertos para exportar 
drogas ilícitas. La lucha contrainsurgente es tan solo una fachada (Echandía, 2013). Las zonas 
donde las estructuras paramilitares y de autodefensas hicieron presencia a sangre y fuego es donde 
ahora lo hacen las bandas criminales, que coinciden con los territorios donde están arraigadas 
economías criminales asociadas a las drogas ilícitas. El carácter de las acciones y el sentido de las 
estrategias y extrema crueldad de los métodos utilizados contra la población civil son la evidencia de 
que el interés principal de los paramilitares iba más allá del argumento contrainsurgente con el que 
históricamente se han justificado sus acciones criminales; esto solo sirvió para cubrir los verdaderos 
intereses los cuales están  dirigidos a la protección de los cultivos y las tierras adquiridas mediante 
la presión, así como el control de las rutas y puertos de exportación de drogas ilícitas, todo lo que 
hoy en día constituye la razón de ser de las bandas criminales. Las bandas criminales, o como se 
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Esto significa que los NNA que no hacen parte del conflicto armado, pero sí 
pertenecen a las BACRIM en las ciudades, o a grupos en condiciones distintas, es 
decir, dedicados al microtráfico o sicariato, entre otros, no son recuperados y, por el 
contrario, son aprehendidos y dirigidos al sistema de responsabilidad penal 
adolescente, incluso si son niños o niñas.  
 
Si bien aplica el principio de oportunidad66 por ser NNA queda claro que no son 
considerados para entrar al programa especializado del ICBF. Esta situación, divisa 
un futuro incierto para estos NNA y deja de lado el hecho de que aunque fueron 
reclutados en contextos diferentes son usados de igual forma para actividades de 
inteligencia, vigilancia, mensajes, como escudos humanos y como vehículos para 
transportar mercancía ilegal. Por ende, y a pesar de que fueran reclutados a la 
fuerza o por voluntad propia, deberían ser cobijados por el programa al igual que 
los NNA desvinculados de grupos armados al margen de la ley (Tamayo, 2015).  
 
Así mismo Tamayo (2015) afirma que: 
“La Defensoría del Pueblo, por su parte, interpuso el 3 de julio de 
2015 una demanda ante la Corte Constitucional, en contra del 
Artículo 19067 de la Ley 1448 de 2011 (Ley de Víctimas y Restitución 
de Tierras). La entidad argumentaba la inconstitucionalidad en la ley, 
                                                 
denominan hoy día, GAO, tienen un interés especial por la comercialización de estupefacientes, con 
énfasis en controlar las rutas y los puntos de embarque (Echandía, 2013). En conclusión, Echandía 
(2013) afirma que la lucha contrainsurgente no fue el objetivo central de las estructuras paramilitares 
y de autodefensas (luego desmovilizados) y, por lo tanto, las bandas criminales tienen continuidad 
con las organizaciones que han existido en el país en los últimos treinta años, en estrecha relación 
con las economías criminales, asociadas a las drogas ilícitas. Respecto a la desmovilización, cabe 
mencionar que los grupos, en ese momento, no ejercían control en los principales polos de 
producción de coca y, por eso, las desmovilizaciones tuvieron un propósito táctico, por cuanto no 
llevaron a la desactivación de las estructuras armadas (Echandía, 2013). 
66 Principio de oportunidad entendido como la facultad de no adelantar un proceso penal contra 
alguien, porque bajo determinadas circunstancias se considera que hay ventajas en la renuncia a la 
acción penal que en el enjuiciamiento de un apersona (El espectador, 2008) Ahora bien, en este 
caso en específico se entiende que a niños y niñas desvinculados del conflicto armado no se les 
puede adelantar un proceso penal según lo establecido por ley y regulado dentro de la política 
criminal del Estado (Sentencia C-203/05). 
67 Artículo 190: todos los niños, niñas y adolescentes víctimas del reclutamiento tendrán derecho a 
la reparación integral en los términos de la presente ley. Los niños, niñas y adolescentes víctimas 
del delito de reclutamiento ilícito podrán reclamar la reparación del daño, de acuerdo con la 
prescripción del delito, consagrada en el artículo 83 del Código Penal. La restitución de los derechos 
de los niños, niñas y adolescentes estará a cargo del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar. 
Una vez los niños, niñas y adolescentes cumplan la mayoría de edad, podrán ingresar al proceso de 
reintegración social y económica que lidera la Alta Consejería para la Reintegración Social y 
Económica de Personas y Grupos Alzados en Armas, siempre que cuenten con la certificación de 
desvinculación de un grupo armado organizado al margen de la ley expedida por el Comité Operativo 
para la Dejación de las Armas. NOTA: El artículo 190 fue declarado EXEQUIBLE por la Corte 
Constitucional mediante Sentencia C-069 de 2016, en el entendido que la certificación de 
desvinculación que expide el Comité Operativo de la Dejación de Armas (CODA), se debe entregar 
a todas las víctimas de reclutamiento, en el contexto del conflicto armado, que cumpla la mayoría de 
edad, sin importar el grupo armado ilegal de hayan desvinculado. 
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en tanto que establece un trato diferencial, injustificado y 
discriminatorio, como lo estableció el Ex Defensor del Pueblo del 
momento, Jorge Armando Otálora, al afirmar que el artículo sólo les 
da status de víctima a aquellos NNA reclutados por grupos 
guerrilleros y paramilitares”. 
 
Jorge Armando Otálora explicó que, conforme a lo dicho por la propia jurisprudencia 
del Alto Tribunal, la condición de víctima es constitutiva y no declarativa, es decir, 
no es posible solicitar una prueba especial para su reconocimiento y no se puede 
dejar por fuera aquellas víctimas de reclutamiento forzado, por parte de aquellos 
grupos conformados con posterioridad a la desmovilización de las estructuras 
paramilitares y de autodefensas, como lo es el caso de Los Urabeños y Los 
Rastrojos, entre otros. Para la Defensoría del Pueblo, la norma viola el derecho a la 
igualdad y la reparación integral de las víctimas, lo que resulta contrario a los 
principios de presunción de buena fe y de interés superior de la niñez (El 
Espectador, 2015). 
 
Es indispensable que se revisen, armonicen y definan los procesos al respecto, en 
tanto si continúan los vacíos que determinan las variables y criterios del ingreso al 
sistema de responsabilidad o al programa especializado del ICBF, se continuará 
excluyendo a NNA desvinculados de las BACRIM u otros grupos emergentes y, por 
ende, se continuará segregando y/o estigmatizando a la población.   
 
Ahora bien, respecto al tema del tratamiento, es decir, si debe ser igual o no, dado 
que las bandas criminales68 tenían una naturaleza enteramente criminal es un tema 
que se podría resolver con un programa especializado para NNA desvinculados de 
estructuras criminales. Sin embargo, y pese a que es un tema relevante, la presente 
investigación no profundizará en este aspecto por el hecho de no ser la cuestión 
principal a desarrollar en la investigación.  
 
Si bien “el silencio de los fusiles, el regreso a los sueños” apunta a brindar 
recomendaciones en el marco de la implementación del acuerdo de paz logrado en 
La Habana, y por ende, lo relacionado directamente con las FARC-EP, se debe 
tener en cuenta que el punto central de la investigación es analizar el programa con 
el fin de determinar tanto los aciertos como los desaciertos frente al proceso de 
transición a la vida civil y restablecimiento de derechos de los NNA. 
 
 En ese sentido, cabe resaltar lo mencionado anteriormente, ya que al contemplar 
situaciones como la descrita, le permite a los decisores divisar el panorama 
completo del programa y llevar a cabo acciones efectivas, con miras al 
planteamiento realizado respecto a la necesidad explícita de construir paz en el 
país. 
 
                                                 
68 Se denominaron bandas criminales a las estructuras pos desmovilización de los paramilitares y 
las autodefensas.  
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El hecho de que los NNA no se encuentren en las condiciones predeterminadas69, 
no quiere decir que no provengan de un grupo armado, que no se encuentren en 
medio del conflicto armado o que no deban ser considerados víctimas y sí sujetos 
responsables, sin el derecho a acceder a un programa especializado de apoyo, 
recuperación y reubicación, como lo es el analizado en el presente trabajo. 
 
Pasando a otro tema, y evidenciando los problemas de implementación bajo esta 
categoría, se puede afirmar que existe un problema de desinformación en la entidad 
sobre el programa. En el desarrollo de la investigación, se contactó en diferentes 
ocasiones a varios funcionarios del ICBF por diferentes medios (Feria del Libro 
2015, llamada telefónica atención al ciudadano y visitas a la sede principal del 
ICBF), para acceder a información acerca del mismo y la respuesta de la mayoría 
de los funcionarios evidencio desconocimiento del programa, es decir, no sabían de 
la existencia del mismo, o no supieron referenciar la dirección encargada o 
funcionarios responsables del tema que pudieran brindar información del mismo.  
 
Es necesario hacer un llamado de atención frente a esta situación y en términos de 
articulación, no solo a nivel institucional, por parte del ICBF, sino de todos los 
actores gubernamentales y no gubernamentales. Además, se requiere fortalecer los 
canales de comunicación del gobierno para coordinar entre niveles nacionales y 
subnacionales todo lo correspondiente con el proceso de desvinculación y 
restablecimiento de derechos, para evitar este tipo de situaciones y garantizar la 
efectividad de los programas.   
 
De igual forma, es indispensable prever y garantizar la seguridad e integridad de los 
NNA, puesto que existen varias denuncias realizadas a la Defensoría del Pueblo y 
a la Procuraduría General de la Nación, sobre eventos en los que militares y policías 
que recuperan a los NNA los revictimizan al no cumplir con los protocolos de tiempo 
de entrega a los hogares transitorios. Las denuncias realizadas presentan 
información relacionada con abusos de autoridad en cuanto a que los NNA han sido 
obligados a permanecer bajo su mando por más de 36 horas o que han sido 
sometidos a presiones para obligarlos a suministrar información o para que regresen 
a los grupos y le causen daño a sus exlíderes o compañeros  (Universidad Nacional 
de Colombia, 2016).  
 
Es fundamental que el gobierno tome medidas al respecto y procure implementar 
las estrategias a desarrollar con un proceso de sensibilización y conocimiento al 
interior de la entidades, que le permita llegar a todos sus colaboradores y les sea 
transmitido que por mandato institucional, todos tienen la responsabilidad de 
ejecutar las medidas especiales de atención del programa especializado. Así 
mismo, es necesario que todas las medidas implementadas para restablecer los 
derechos de los NNA, sean permeadas en todas y cada una de las entidades 
implicadas en el proceso para que, junto con sus funcionarios públicos, brinden un 
trato digno a los NNA desvinculados y las medidas sean efectivas.  
                                                 
69 Las condiciones predeterminadas hacen referencia a que se pueda constatar la naturaleza del 




Ahora bien, instigar a un NNA desvinculado a revelar información o a continuar 
llevando a cabo operaciones de guerra impide que se piense en la eficacia70 del 
proceso de tránsito a la vida civil y restablecimiento de derechos. De igual forma, 
esta situación evidencia la falta de conocimiento de los miembros de la fuerza 
pública, en cuanto a su responsabilidad y límites en el ejercicio de sus funciones, 
frente al proceso de desvinculación de un NNA excombatiente. 
 
Ahora bien, es necesario mencionar que no todos los NNA desvinculados de grupos 
armados ilegales al margen de la ley ingresan al programa del ICBF, en tanto 
algunos de ellos acuden a otro tipo de entidades, como lo es el caso de BENPOSTA 
-una organización no gubernamental-, en búsqueda de variables como seguridad, 
garantías, modalidad del programa, beneficios, calidad, entre otras. 
 
BENPOSTA es una institución diseñada, desde su misión y visión, al 
restablecimiento de derechos a quienes han carecido de ellos, por cualquier 
circunstancia, incluida la participación de niños, niñas y adolescentes en GAOML.  
 
Esta entidad, es una alternativa de restablecimiento de derechos y construcción de 
vida para los niños, niñas y adolescentes que afrontan situaciones de riesgo que 
condicionan el desarrollo de sus potencialidades, por las condiciones de exclusión 
sociales a las que están siendo sometidos. Los niños, niñas y adolescentes que 
ingresan a las sedes educativas de Benposta, además de ser un porcentaje alto, 
son NNA afectados directamente por el conflicto armado ubicados en las categorías 
de "desplazados" o "desvinculados" del conflicto armado (BENPOSTA, 2010). 
 
La organización cuenta con sedes en Bogotá, Montería, Puerto Libertador, Tierralta 
y Villavicencio, donde presta programas de protección especial en 3 modalidades: 
 
• Residentes: viven en las sedes educativas (internos)  
• Semiresidentes: participan durante el día (7:00 am – 5:00 pm) 













                                                 
70 Eficacia entendida como hacer lo que se debe hacer o el desarrollo natural del programa para 
alcanzar su misión y visión en el restablecimiento de derechos.  
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Cuadro 7  





Bogotá   165 0 120 






0 215 100 
Tierralta 0 140 50 
P. Libertador 0 45 70 
Fuente: BENPOSTA, 2017. 
 
Este ejemplo, se trae a colación con el fin de evidenciar aspectos que se pueden  
mejorar del programa del ICBF además de resaltar aspectos positivos y de buenas 
prácticas que pueden ser útiles para el programa que se vaya a desarrollar según 
lo pactado en la  negociación en La Habana, (bien sea el del ICBF o el del Consejo 
Nacional de Reincorporación –CNR-), puesto que BENPOSTA cuenta con una 
metodología interesante y efectiva. 
 
El modelo usado por esta entidad, consiste en la participación directa y activa de los 
niños, niñas y adolescentes en el diseño y la gestión de cada una de las actividades 
que conforman la "Comunidad Educativa", es decir, le apuestan a una práctica 
pedagógica basada en el dialogo y la tolerancia como elementos fundamentales del 
proceso de crecimiento social y personal de los NNA.  
 
Las actividades en desarrollo, se basan en la promoción de la comprensión y en el 
reconocimiento de la importancia de los derechos y deberes que tienen los NNA 
como ciudadanos a través de  programas académicos, educación escolar, espacios 
culturales, acompañamiento técnico -social -económico, elecciones internas,71 
contacto con familiares y participación de los mismos en talleres mensuales 
programados.  
 
Algunas de las actividades desarrolladas dentro de la metodología son:  
 
• Autogobierno: posibilitar espacios de autogobierno y participación entre los 
NNA, posibilitadores de esquemas alternativos de convivencia social. 
 
• Distritos: son la célula de convivencia más pequeña de BENPOSTA, es decir, 
son grupos conformados por 10 o 12 NNA de edades similares y/o que 
pertenecen a una misma etapa de compromiso. Con esta actividad, se 
pretende crear los cimientos o la base para la formación ciudadana de los 
involucrados y que con esto nazcan y se desarrollen afectos entre los 
miembros, creando así la posibilidad de generar relaciones basadas en la  
confianza y cercanía. Para esto, se lleva a cabo una elección, donde todos 
                                                 
71 Hace referencia al sistema de elecciones internas que se maneja dentro del programa donde se 
vota para escoger al “alcalde y los delegados” a través de elección popular de los NNA vinculados a 
este programa.  
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los componentes eligen un representante (diputado) que es de libre remoción 
y quien se encargará de responder ante la comunidad por la marcha del 
grupo. 
 
• Asambleas: pretenden suscitar procesos de autoestima, participación, 
autonomía, capacidad analítica-crítica y solidaridad. Es un espacio que 
facilita la comunicación, socializa la información y promueve las decisiones 
por consenso para la solución de los problemas comunitarios. Plantea la 
necesidad de buscar soluciones formativas y de generar sentido de 
pertenencia social a través del concepto un aprender haciendo72. 
 
• Junta de gobierno: está conformada por el alcalde (elegido popularmente 
cada dos años) y los delegados. Estos últimos son nombrados por el primero, 
según su criterio, entre las personas que tienen un mayor grado de 
compromiso. Son los encargados de ejecutar las decisiones de la asamblea 
y de organizar y velar por la buena marcha de la comunidad. 
 
• Elecciones: se llevan a cabo para escoger al alcalde general de la comunidad 
y a los alcaldes menores del bachillerato y de la primaria, así como a de los 
no-residentes. Para la escogencia de los candidatos cada distrito propone a 
tres personas y los tres que obtengan mayor votación pasan a campaña 
electoral. 
• Trabajo y servicio ciudadano: cada semana el Delegado de Armonía y 
Convivencia73 organiza los servicios que los NNA deben prestar en la casa, 
ya sea por grupos o individualmente. Entre ellos está la limpieza de la casa 
en general, la panadería, la atención del autoservicio y la cocina, atender la 
aduana (recepción) y demás actividades que puedan significar colaboración 
con la comunidad. Así mismo, el delegado de trabajos organiza a los NNA en 
reparaciones y mantenimiento de la casa o en algún otro quehacer que 
signifique un aporte al resto del grupo (BENPOSTA, 2010). 
 
Lo anterior evidencia que el programa del ICBF es asistencialista y no brinda en su 
desarrollo herramientas de educación que permitan a los NNA generar un proyecto 
de vida, así mismo, expone que las cuestiones relacionadas con seguridad y 
garantías no son del todo satisfactorias para los NNA74, puesto que estas junto con 
                                                 
72 Aprender haciendo o “Learning by doing” es una metodología de aprendizaje de raíz constructivista 
basada en construir conocimiento haciendo cosas con otros, es decir, a partir de la experiencia y 
exploración de ensayo error y del análisis y ejecución (Competencias del Siglo XXI).  
73 El delegado de armonía y convivencia organiza cada semana los servicios que los NNA deben 
prestar en la casa, ya sea por grupos o individualmente. Entre ellos está la limpieza de la casa, la 
panadería, la atención del autoservicio y la cocina, atender la recepción, y demás actividades que 
puedan significar colaboración con la comunidad (BENPOSTA, 2010). 
74 Al mencionar que las condiciones de seguridad y garantías que no son del todo satisfactorias para 
los NNA por parte del ICBF hacemos referencia a la información registrada en la entrevista a 
Jaramillo, Director de Benposta quien aludió al hecho de que varios de los NNA que se encuentran 
en la entidad manifestaron no ingresar al programa del ICBF porque su percepción frente a estas 
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la diferencia en la modalidad del programa son las razones principales, por las que 
algunos NNA buscan otro tipo de instituciones al momento de llevar a cabo la 
desvinculación de grupos armados, afirmando son programas con instituciones de 
bajo perfil donde se sienten más seguros y consideran tienen más garantías que 
con el programa del ICBF (Jaramillo, 2017). 
 
Si bien, esta situación puede que sea un tema de percepción como una situación 
latente, no se puede afirmar cuál es la razón principal, debido a que no tenemos 
información al respecto más que la recibida en la entrevista con Sebastián Jaramillo 
de BENPOSTA. Sin embargo, se expone con el fin de resaltar que el Estado está 
en la obligación no solo de ofrecerles a los NNA garantías, sino también de 
brindarles seguridad, calidad en la estancia, cuidado, además de buscar la manera 
de garantizar que todos y cada uno de los desvinculados se integren a un programa 
que no sea única y exclusivamente asistencial, sino que sea uno, donde se les 
oriente y apoye en la construcción de un proyecto de vida.  
 
De igual forma, las políticas de gobierno además de contar acertadamente dentro 
de sus programas con enfoques de construcción ciudadanía, democracia, 
perspectiva de género, inserción social y corresponsabilidad; deben flexibilizar sus 
bases para no caer en limitaciones en el proceso de restablecimiento de derechos, 
además de contemplar el hecho de involucrar más a las familias de los NNA y la 
comunidad. El goce efectivo de los derechos no puede hacerse solo de puertas para 
adentro, es decir, es indispensable involucrar varios actores de la sociedad para 
lograr que el proceso de restablecimiento de derechos sea efectivo.  
 
Adicional a ello, es necesario tener en cuenta las realidades del territorio donde se 
pretende hacer el restablecimiento de derechos de los NNA y que las autoridades 
territoriales acompañen el proceso, para no imposibilitar la existencia de espacios 
con enfoque diferencial. Los procesos de adaptación a realidades familiares, 
psicosociales y educativas, entre otras,  son muy difíciles para los NNA que 
integraron las filas de GAOML y, sin el adecuado concurso de las autoridades 
competentes, difícilmente los resultados del acompañamiento van a ser eficaces. 
 
 
ii. Análisis del programa del ICBF  
 
Iniciaremos este apartando realizando el análisis desde las fallas que se detectaron  
en el diseño del programa, donde se evidencia la falta de una planeación estratégica 
respecto a factores como: prevenir riesgos de corrupción, generar disposiciones 
enfocadas a la efectividad del cumplimiento de las disposiciones y acciones 
                                                 
dos variables no es la mejor debido a que conocen casos en los cuales los NNA que ingresaron al 
programa y/o sus familiares fueron hostigados por miembros de las fuerzas armadas de los que se 
desvincularon. Esta situación implica no solo riesgos para los NNA que se encuentran en las 
diferentes sedes sino también para sus familias debido a que no se está protegiendo la información  
relacionada con  los NNA que ingresan al programa.  
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preventivas frente a posibles eventualidades, sistema de seguimiento y monitoreo 
además de apertura de canales para manejo de necesidades o requerimientos de 
la población objeto entre otras.  
 
En principio, se tendrá en cuenta lo dispuesto en el en el capítulo 3 respecto al 
esquema del programa, donde se evidencia la particularidad de que éste, se ejecuta 
como un programa administrativo de restablecimiento de derechos manejado por la 
misma dirección y operado en diferentes municipios del país, tercerizando el 
desarrollo del mismo en diferentes operadores escogidos por las sedes regionales 
del ICBF correspondientes.  
 
A pesar de que a nivel central, tanto el Estado, en general, como el ICBF y el 
programa, en particular, cuentan con mayor presencia, recursos, herramientas y 
capital humano que en las regiones, se están presentando riesgos de corrupción, 
en el entendido que los operadores son escogidos por las mismas sedes regionales.   
 
Si bien, en principio, es un aspecto positivo, en el sentido que las regionales 
conocen  el contexto, las necesidades de la población y, en general, el panorama 
completo, se debe tener en cuenta que en la práctica, es difuso el hecho de escoger 
personas jurídicas o empresas idóneas para desarrollar esta labor, debido a que en 
ocasiones, los criterios de selección responden a favores políticos o intereses 
particulares que vician el proceso y terminan convirtiéndose en obstáculos para el 
desarrollo eficiente del programa.  
 
A lo largo de los años, han salido a la luz pública diversos escándalos de operadores 
del ICBF, entre los que se encuentra el caso de La Guajira75. Pese a esta noticia y 
otras que existen al respecto, no se puede generalizar el hecho de que todos los 
operadores actúan de la misma manera. Sin embargo, la única forma de controlar 
esta situación y mitigar el riesgo, es a través de una evaluación que permita 
determinar el impacto, acompañado de un proceso de seguimiento que reconozca 
el correcto funcionamiento del programa y la labor de los originadores, para así 
asegurar que las sedes que prestan el servicio cuenten con la experiencia necesaria 
y funcionen a cabalidad.  
 
Si bien, en enero de 2016, la entonces Directora General del ICBF, Cristina Plazas76, 
afirmó públicamente que no se aceptarán presiones de ningún tipo para habilitar 
operadores que no cumplen con los requisitos necesarios para prestar servicios de 
calidad en los programas de la entidad; se debe anotar que para el primer semestre 
de 2017, fueron identificados más de 500 operadores que no cumplían con los 
requisitos necesarios ni prestaban la calidad requerida (Reifonso 2016).  
 
                                                 
75   Un operativo en la Guajira, reveló hacinamiento en los centros especializados de atención, reporte 
de información falsa sobre el estado de los niños, además de evidenciar solicitudes por parte de los 
operadores del ICBF, donde muestran que se estaban solicitando recursos por más niños de los que 
realmente estaban siendo atendidos (ICBF, 2015).  
76  Cristina Plazas, fue la directora del ICBF en el periodo (2014-2017), y en medio del cambio de 
gabinete en Agosto de 2017 salió del gobierno. La nueva directora es Karen Abudinen.  
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A pesar de que ya fueron cambiados y que el ICBF solicitó la colaboración e 
intervención de la Procuraduría General de la Nación para realizar el proceso de 
selección, debe quedar claro que, sin la existencia de herramientas de seguimiento, 
monitoreo o evaluación del programa, esta situación va persistir y el programa 
continuará siendo lento al detectar y responder a problemáticas o tomar decisiones 
eficaces a tiempo (Reifonso 2016). 
 
Es importante, que el Estado armonice los aspectos formales y legales con la 
práctica, puesto que, lo expuesto con anterioridad evidencia que lo plasmado en los 
programas, versus la realidad, es muy diferente a lo que se puede llevar a cabo. Los 
formuladores de programas y políticas públicas pueden caer en el error de crear 
soluciones a problemáticas situados desde su escritorio en el nivel central, y sin 
tomar en cuenta las particularidades del territorio. Por esa razón, la mayoría de 
disposiciones en el proceso de ejecución evidencian la falta de conocimiento y 
comunicación con los territorios desde el nivel central.  
 
Por otro lado, la entrevista realizada a Carlos Otálora77, consultor del ICBF, y la 
revisión documental del proceso de desvinculación de niños, niñas y adolescentes,  
trae a la luz las siguientes reflexiones:  
 
• La escasa participación de las autoridades territoriales en el proceso dificulta 
la posibilidad de hacer realidad las disposiciones señaladas por el marco 
legal y de procedimientos del programa. 
 
•  La baja calidad en la prestación de servicios públicos en algunas zonas, 
impide que se restablezcan los derechos de los NNA, sumado a las 
eventualidades de cada región.  
 
• En la práctica, siempre se prioriza la atención a temas de coyuntura y no se 
planean ni ejecutan disposiciones preventivas. En general, hay una falta de 
planeación estratégica y proactividad para evitar nuevas amenazas a los 
derechos de comunidades. 
 
• Finalmente, otra de las limitaciones del programa respecto al 
restablecimiento de derechos proviene del hecho de que no se están 
teniendo en cuenta las demandas particulares de los NNA debido a que la 
modalidad de atención grupal pierde de vista la necesidad en la atención de 
necesidades individuales de los NNA excombatientes. Al no tener en cuenta 
estas demandas, difícilmente se va poder pensar en la transición a la vida 
civil y el restablecimiento de derechos.  
 
                                                 
77 Para mayor información ver el Cuadro 1 - Entrevistas semi estructuradas en Anexos. La 
información que se brindó anteriormente proviene de la entrevista realizada a Carlos Otálora 
funcionario del ICBF, especialista en niñez, conflicto armado y justicia transicional de la Subdirección 
de Gestión Técnica para la Atención a la Niñez y la Adolescencia de la entidad. 
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• Respecto al escenario familiar, se pone en riesgo el control del desarrollo y 
la efectividad del proceso, en el sentido en que a pesar del seguimiento y 
monitoreo que se realiza por parte de los profesionales técnicos durante el 
transcurso del programa, estos no tienen la capacidad de asegurar que se 
reparó el daño causado y que no se va a presentar un nuevo caso de 
victimización para el NNA excombatiente por el hecho de que no se tiene 
contacto completo con su entorno familiar ni se realizan visitas durante ni 
después de culminar el programa.   
 
En ese sentido, es evidente que hace falta un sistema robusto de monitoreo que 
permita analizar la efectividad del mismo y garantizar la restitución de derechos de 
los NNA desvinculados en su transición a la vida civil. La información que se 
produce de los procesos de los NNA no es certera ni completa,  en últimas es lo que 
el ICBF quiere escuchar, en tanto operadores y familiares reportan a la entidad lo 
que desean o lo que les conviene. Es necesario diseñar formatos de reportes e 
indicadores que permitan seguir la evolución del proceso y que no se limite a 
informar buenas intenciones. 
 
iii.  Análisis de los resultados del programa a la luz de la información 
recolectada en la presente investigación  
 
Respecto a este apartado, y a manera general se evidencia que una de las grandes 
fallas del programa en cuanto a la implementación es la falta de información que 
existe del mismo respecto a gestión, resultados y seguimiento.  
 
Ahora bien, la información que se presenta a continuación, son los datos que se 
lograron consolidar y a los que se tuvo acceso desde diferentes fuentes, donde se 
evidencia que con el pasar de los años, el número de ingreso anual de NNA al 
programa especializado se ha mantenido. A partir del 2006 y en adelante, el ingreso 
oscila entre los 250 y 400, luego del pico evidenciado en 2003 y 2004, cuando 
ingresaron 775 y 684, respectivamente78. La razón de este comportamiento en las 
cifras es debido a que, en 2002, con la elección de Uribe Vélez como Presidente de 
la República (2002-2006), se implementa la Política de Defensa y Seguridad 
Democrática (PDSD) (Ministerio de Defensa Nacional (MDN), 2007), lo que motivó 
la deserción de combatientes (aspecto presente a nivel tanto de NNA como de 
adultos).  
 
Así mismo, se puede concluir que el ICBF cumple el rol de entidad responsable y 
líder del proceso de transición a la vida civil y restablecimiento de derechos en el 
sentido en que de los 5.817 NNA que ingresaron en el periodo 1999-2015, 5.454 
son egresados y el 83% de los mismos pertenecen al grupo de NNA que fueron 
reclutados de forma voluntaria. Sin embargo, y pese a los datos alentadores que se 
acaban de citar, no se cuenta con información respecto de las condiciones de vida, 
calidad, inclusión en la sociedad, porcentaje de reincidencia a grupos armados 
ilegales, entre otros, de los NNA que son egresados del programa.  
                                                 




Lo que si se conoce, es que la mayoría de NNA que ingresan al programa 
especializado se encuentra en rango de edad entre los 12 y 17 años, aunque hubo 
reporte de reclutamiento desde los 9 hasta los 18 años, con grado escolar hasta 
quinto de primaria de la mayoría, como lo muestran la Gráfica 4 y la 5: 
 
    
Gráfica 4 
Edad de ingreso al programa especializado del ICBF  (1999-2015) 
 




Grado escolar al ingreso al programa especializado del ICBF (1999-2015) 
 
Fuente: ICBF, 2015. 
 
Esta información, por un lado, pone en evidencia el hecho de que el reclutamiento 
se haga a tempranas edades interrumpe los procesos progresivos de aprendizaje 
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formal, adquisición de habilidades para la vida, de desarrollo de competencias y 
toma de decisiones además de aspectos que les permitan desenvolverse en la 
sociedad debido a que el rango de edad donde se presentan profundas 
transformaciones respecto a la vida afectiva, social y sexual de las personas se 
encuentra en un periodo comprendido entre los 12 y 15 años (Defensoría del 
Pueblo, 2015).  
 
Por otro lado, de la información proveniente de la gráfica 4 y 5 surgen preguntas 
respecto al programa, bien sea porque son aspectos no contemplados en el mismo 
o porque no se establecieron lineamientos claros en casos como los siguientes:  
 
• ¿Qué sucede con los NNA egresados del programa que no logran volver a 
establecer contacto con familiares? 
• ¿Cómo se puede asegurar que una vez terminado el programa existe un 
proceso real de restitución de derechos y no re victimización? 
• ¿Qué porcentaje de NNA egresados del programa especializado reinciden y 
se vinculan a algún tipo de grupo armado ilegal? 
• ¿Cuál es el porcentaje de NNA egresados del programa especial, ya mayores 
de edad, que lograron emplearse en trabajos formales? 
• ¿Qué probabilidades tienen los NNA de desarrollar autoconfianza, salud 
mental y estabilidad emocional? 
 
Estos, son algunos de los interrogantes que surgen entre miles de inquietudes que, 
a falta de información, no se podrán resolver con claridad; sin embargo, el presente 
trabajo evidencia resultados de la evaluación de impacto de los programas del 
gobierno para los NNA desvinculados en Colombia,  realizado por (Naeve, 2012) y 
presentado a la Agencia Colombiana para la Reintegración -hoy Agencia para la 
Reincorporación y la Normalización-, con el fin de aclarar el panorama y evidenciar 
el impacto.  
 
Los hallazgos principales de la evaluación de programas del gobierno para los NNA 
desvinculados en Colombia realizado por Naeve evidenciaron que: 
 
1. Durante el conflicto armado y la desmovilización: 
• Todos los participantes reportaron haber portado armas y la mayoría 
participó de forma directa en hostilidades.  
• La edad promedio al momento de la desvinculación, es de 17.5 años.  
 
2. Bienestar y éxito en la transición a la vida civil y el restablecimiento de 
derechos: 
• Los programas educativos parecen haber tenido mayor impacto en los 
NNA con menor nivel educativo y en su mayoría registran ser 
hombres. De igual forma se indica, que no se tuvo gran impacto en 
niveles de educación superior.  




• Cerca de un quinto de los participantes reportó problemas de salud 
mental, aunque también reportaron muy altos niveles de 
autoconfianza.  
• Muy pocos indicaron tener relaciones sociales. 
• Los participantes con hijos fueron casi todos padres o madres 
adolescentes, y la edad promedio de las mujeres, al momento de tener 
su primer hijo, era dos años menos que sus contrapartes masculinas.  
 
3. Impacto del límite de 18 años para la recepción de servicios para los NNA 
desvinculados: 
• Individuos que se desvincularon antes de los 18 años y que recibieron 
servicios por ser reconocidos como desvinculados tienen 17% más de 
probabilidad de terminar la escuela primaria, con aquellos que se 
desmovilizaron siendo mayores de edad y que no están dentro de la 
competencia del ICBF, tienden más a terminar la escuela primaria.  
• Aquellos que se desvinculan antes de los 18 años de edad tienen 15 
a 24 puntos porcentuales más de propensión a conseguir empleo.  
• Participantes que recibieron servicios para desvinculados parecen 
tener 10 puntos porcentuales más de propensión a tener dificultades 
con los amigos pero en promedio reportan mejores relaciones 
familiares.  
• Participantes que recibieron servicios para desvinculados parecen 
tener 10 puntos porcentuales más en el ser propensos a tener 
dificultades con los amigos, aunque, en promedio, reportan relaciones 
familiares un poco mejores.  
• No hay suficiente información para determinar el impacto del límite en 
los indicadores de salud mental, tales como abuso de sustancias, 
autoconfianza y dificultades con la depresión o el aislamiento. 
• En individuos que recibieron servicios para desvinculados se halló que 
eran 30 puntos porcentuales más propensos a reportar dificultades en 
temas de seguridad  
• No hay suficiente información para determinar el impacto en 
indicadores de salud mental tales como abuso de sustancias, 
autoconfianza, dificultades con depresión o aislamiento (Naeve, 
2012). 
Finalmente, un programa o política pública debe tener en cuenta tanto las demandas 
(inputs) como las necesidades de su población objetivo para gestionar o solucionar 
la situación que se está atendiendo. En ese orden de ideas, testimonios de varios  
NNA79 afirman lo contrario en el sentido en que al ingresar a los centros dispuestos 
por el ICBF para su atención, tanto funcionarios como encargados los estigmatizan 
y asumen que son personas peligrosas o problemáticas, creando barreras en el 
                                                 
79 La información respecto de los testimonios de los NNA se obtuvieron de International Center for 
Transitional Justice [ICTJ], 2014 
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ambiente que no permiten generar espacios de confianza, respeto y compromiso 
con la construcción de su proyecto de vida. 
Ahora bien, si este tipo de situaciones se presenta con los ejecutores del programa, 
quienes se supone actúan desde una perspectiva profesional, cómo será la reacción 
de aquellos que son totalmente ajenos al proceso de reintegración y que 
desconocen o no dimensionan el hecho de que los NNA excombatientes son sujetos 
de derecho. Pues bien, este es el factor principal por el cual la mayoría de los NNA 
prefieren ocultar su pasado, y es, porque evitan ser exponerse a situaciones de 



















CAPÍTULO VI: PANORAMA GENERAL DEL ACUERDO DE PAZ EN LA 
HABANA ENTRE EL GOBIERNO NACIONAL Y LAS FARC-EP, CON 
ÉNFASIS EN LOS NNA QUE HICIERON PARTE DEL GRUPO 
GUERRILLERO. 
Los diálogos de paz entre el gobierno Santos Calderón y las FARC-EP realizados 
en La Habana (Cuba) tuvieron como resultado un acuerdo para la terminación 
definitiva del conflicto armado con dicho grupo guerrillero. El fin del conflicto, supone 
la apertura de una nueva historia para Colombia donde se buscará mayor 
integración de los territorios, inclusión social, fortalecimiento de la democracia y 
construcción de una paz estable y duradera a nivel territorial. 
 
A continuación, se traen a colación los puntos más relevantes del acuerdo firmado 
el 26 de agosto de 2012 en la Habana - Cuba, el cual es conocido como la hoja de 
ruta para la negociación y cuyos términos se acordaron en secreto durante un 
periodo de 6 meses antes de ser oficializado.  
 
“I. Iniciar conversaciones directas e ininterrumpidas sobre los puntos de la 
Agenda aquí establecida, con el fin de alcanzar un Acuerdo Final para la 
terminación del conflicto que contribuya a la construcción de la paz estable y 
duradera. 
II. Establecer una Mesa de Conversaciones que se instalará públicamente en 
Oslo, Noruega, dentro de los primeros 15 días del mes de octubre de 2012, 
y cuya sede principal será La Habana, Cuba. La Mesa podrá hacer reuniones 
en otros países. 
III. Garantizar la efectividad del proceso y concluir el trabajo sobre los puntos 
de la Agenda de manera expedita y en el menor tiempo posible, para cumplir 
con las expectativas de la sociedad sobre un pronto acuerdo. En todo caso, 
la duración estará sujeta a evaluaciones periódicas de los avances. 
IV. Desarrollar las conversaciones con el apoyo de los gobiernos de Cuba y 
Noruega como garantes, y los gobiernos de Venezuela y Chile como 
acompañantes. De acuerdo con las necesidades del proceso, se podrá de 
común acuerdo invitar a otros. 
V. La siguiente Agenda: Política de desarrollo agrario integral, participación 
política, fin del conflicto, solución al problema de las drogas ilícitas, víctimas 
y finalmente implementación – verificación y refrendación”80. 
 
Lo anterior hace alusión al Acuerdo General para la terminación del Conflicto y la 
Construcción de una Paz Estable y Duradera, siendo el cuarto intento de terminar 
el conflicto armando con las FARC-EP por la vía negociada después del acuerdo de 
La Uribe (gobierno Betancourt Cuartas, 1982-1986), Tlaxcala y México (gobierno 
Barco Vargas, 1986-1990; gobierno Gaviria Trujillo, 1990-1994) y El Caguán 
(gobierno Pastrana Arango, 1998-2002).  
 
                                                 
80  Para mayor información ver el titulo Acuerdo de paz en los Anexos.  
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Los diálogos de La Habana, evidencian un proceso de aprendizaje proveniente de 
negociaciones anteriores, donde si bien estuvieron abiertos al diálogo, no 
descuidaron la seguridad nacional, ni generar acuerdos o garantías falsos, es decir 
aspectos que no fueran a ser cumplidos, además de que trató de crear un ambiente 
de confianza que permitiera consolidar propuestas que los convencieran a todos. 
Para esto, organizaron encuentros que fueron desarrollados con una agenda 
temáticamente contenida sin suspender en ningún momento las actividades 
militares, ni  que se diera un proceso de desmilitarización de territorios.  
 
Respecto a los NNA, el enfoque que abarca el acuerdo es el siguiente: una vez los 
NNA salgan de los campamentos de las FARC-EP, bien sea al inicio de las 
conversaciones o hasta el final del proceso de la dejación de armas,81 serán objeto 
de medidas de especial atención y protección, conforme a lo establecido en el 
Comunicado Conjunto No. 7082 de fecha 15 de mayo de 2016. De esta manera, se 
garantiza el restablecimiento de sus derechos con enfoque diferencial, priorizando 
el acceso a salud y la educación.  
 
El gobierno nacional  y las FARC-EP acordaron, igualmente, la creación de un 
Consejo Nacional de Reincorporación (CNR)83, con el objeto de definir las 
                                                 
81 De la información pública encontrada, se establece que el 11.10.2016 salen 13 NNA de los 
campamentos de las Farc. El  04.03.2017 se registró la salida del primer grupo de NNA que se 
encontraban en una de las zonas veredales del noroeste de Colombia. La cruz roja no ha precisado 
el número de NNA recibidos, sin embargo, medios locales coinciden en que fueron 7.  
82 Comunicado Conjunto No. 70, adoptado en La Habana, Cuba, el 15 de mayo de 2016, por el cual 
las delegaciones del gobierno nacional y las FARC-EP llegan al acuerdo sobre la salida de NNA por 
debajo de los 15 años de los campamentos de la guerrilla, con el compromiso de la elaboración de 
la hoja de ruta frente a la salida de los mismos a un programa especial, para su atención. El 
tratamiento legal se declara así: los menores de 14 años, en ningún caso, podrán ser declarados 
penalmente responsables; a los menores entre 14 a 18 años que salgan de los campamentos, se 
les aplicará el beneficio del indulto por la rebelión y delitos conexos, cuando no haya impedimento 
en las leyes colombianas. Respecto a los que estuvieren procesados o condenados por la comisión 
de delitos no amnistiables, y en una fase posterior se estudiará la condición respectiva. El gobierno 
nacional se compromete a conformar una mesa técnica liderada por la Defensoría del Pueblo y la 
Consejería de Derechos Humanos de la Presidencia de la República que podrá pedir la presencia, 
en calidad de invitados, a otras entidades, entre ellas Comité Internacional de la Cruz Roja (CICR), 
United Nations International Child Emergency Fund (UNICEF), la Organización Internacional para 
las Migraciones (OIM) y tres organizaciones sociales o especializadas, escogidas por la mesa, a fin 
de elaborar la propuesta de protocolo de salida en máximo 30 días, junto con la propuesta del 
programa integral máximo en 30 días.  
Frente al protocolo de salida las disposiciones oficiales estuvieron listas el 06 de septiembre de 2016 
donde de conformidad con el comunicado conjunto #96 del 2 de Septiembre se acordó que a partir 
del 10 de Septiembre se daría inicio al proceso de salida de menores de edad a los NNA de los 
campamentos.  De igual forma, se establecieron los lineamientos generales del plan transitorio de 
acogida de los NNA en lo que se define si se implementará un programa integral nuevo o si se hace 
uso del programa de desvinculación del ICBF. 
83 De conformidad con lo previsto en el Acuerdo Final, el CNR estará integrado por dos 
representantes del gobierno nacional y dos representantes de las FARC-EP, estos últimos en 
proceso de reincorporación a la vida civil. El CNR podrá invitar a entidades gubernamentales, 
organizaciones sociales y organismos internacionales para el desarrollo de sus funciones. 
Inicialmente, tendrá un periodo de funcionamiento inicial de 5 años, conforme a los desarrollos de la 
implementación del Acuerdo Final (Decreto 2027 de 2016). Para mayor información ver título 
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actividades, establecer el cronograma y adelantar el seguimiento del proceso de 
reincorporación a la vida civil de todos los miembros de las FARC-EP, incluidos los 
NNA, por lo que, dentro  de las funciones previstas, que tiene el CNR84 a desarrollar, 
las que apuntan directamente a los NNA son las siguientes:  
• Discutir las medidas especiales de atención y protección de los niños, niñas 
y adolescentes que hayan salido o salgan de los campamentos de las FARC-
EP, desde el inicio de las conversaciones de paz hasta la finalización del 
proceso de la dejación de armas.  
• Elaborar los lineamientos del Programa Integral Especial85 para el 
restablecimiento de los derechos de los niños, niñas y adolescentes que 
salgan de las FARC-EP, con base en la propuesta presentada por parte de 
la mesa técnica, creada mediante Comunicado Conjunto No. 70. El Programa 
Integral Especial deberá́ ser adoptado por las autoridades competentes.  
• Realizar seguimiento al programa de reincorporación a la vida civil de los 
miembros de las FARC-EP y del Programa Integral Especial para el 
restablecimiento de los derechos de los niños, niñas y adolescentes que 
salgan de las FARC-EP, en articulación con las entidades del Estado 
competentes. (Presidencia de la República, 2016) 
 
Dispuesto lo anterior, se afirma que la CNR será el ente encargado de elaborar y 
brindar los lineamientos para el diseño del Protocolo de Salida y el Plan Transitorio86  
del Programa Especial, con base en la propuesta presentada por parte de la mesa 
técnica, creada mediante el Comunicado Conjunto No. 9787, fecha 6 de septiembre 
                                                 
Acuerdo de paz en los anexos. Frente a lo resaltado en amarillo, presentar el apéndice como un 
anexo más, con la numeración respectiva. Revisar la presentación de la fuente. 
84 Para mayor información ver apéndice en los anexos.  
85 El cual más adelante sería conocido como “Camino Diferencial de Vida” y se explicará qué es, 
más adelante en este capítulo. 
86  El Plan Transitorio de Acogida y los Protocolos de Salida ya se encuentran definidos y hacen 
referencia al proceso a realizar con los NNA desvinculados. Ambos fueron acordados  por el gobierno 
y las FARC-EP para la acogida de los NNA. Ambos documentos tienen como principios rectores el 
reconocimiento de los NNA, entre ellos, su derecho a participar activamente en las decisiones que 
les afecten, el reconocimiento de su condición de víctima y un enfoque comunitario para que la 
reintegración incluya la solución a las condiciones estructurales por la que los NNA ingresaron a las 
FARC-EP (acceso a vivienda, salud, educación). Para una descripción completa, ver nota explicativa 
al pie de página número 30.  
87 Comunicado Conjunto No. 97, adoptado en  La Habana, el 6 septiembre de 2016. El gobierno 
nacional y las FARC-EP acuerdan, a partir del 10 de septiembre, iniciar el proceso de salida de los 
NNA de los campamentos de las FARC-EP, según lo acordado en el Protocolo de Salida y el Plan 
Transitorio. Para ello, se conformará un equipo de traslado, compuesto por el Comité Internacional 
de la Cruz Roja, que coordinará las operaciones, con los delegados de las organizaciones sociales 
que hacen parte de la mesa técnica, creada por el Comunicado Conjunto No.70. En el lugar de salida, 
el CICR valorará preliminarmente el estado de salud, física y mental, verificará sus identidades e 
información personal básica, dejando constancia en un acta de salida. Al terminar, el equipo de 
traslado hará entrega de los NNA al equipo de recepción, conformado por representantes de la 
UNICEF, con el apoyo de la OIM, quienes los ubicarán en lugares transitorios, previamente definidos, 
donde se hará una segunda valoración e iniciarán las actividades preparatorias para la transición a 
la vida civil y la restitución de derechos. 
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de 2016. Una vez aprobado el Programa Integral Especial, el gobierno nacional 
tramitará los ajustes normativos que sean necesarios para garantizar su 
implementación, teniendo en cuenta el interés superior del NNA y el derecho 
internacional humanitario. El programa especial deberá garantizar la 
reincorporación integral88 de los NNA y su acompañamiento psicosocial, con la 
veeduría de las organizaciones sociales o especializadas, en los términos del 
Comunicado Conjunto No. 70, así como, también su ubicación en lugares 
transitorios de acogida en municipios.  
 
Se evidenció, que lo dispuesto en principio, tanto en los comunicados conjuntos, 
como en el documento de acuerdo final de paz (firmado el pasado 24 de noviembre 
de 2016)89, que el programa especializado del ICBF no está explícitamente 
contemplado en el proceso de desvinculación de los NNA, ni en la fase transitoria, 
o en la parte del programa especial; sin embargo, y pese a ello, en las últimas 
conversaciones adelantadas por el Comité Técnico a finales de 201790 se ajustaron 
los procedimientos y la ruta a seguir, además de analizarse la posibilidad de 
aumentar la intervención del programa del ICBF en el proceso sujeto a condiciones 
distintas a las establecidas, por tratarse de un proceso colectivo y de acceso, por 
parte de los NNA, desde las diferentes regiones del país, donde se requiere tanto 
un programa como una entidad con experiencia en el tema91. 
 
Con el Acuerdo de Paz pactado en la Habana - Cuba, es necesario tener en cuenta 
que el proceso de transición a la vida civil de combatientes adultos y de NNA tiene 
una diferencia marcada con los anteriores protocolos, debido a que las rutas 
utilizadas antiguamente para lograr este objetivo contemplaban un desarrollo 
individual, mientras las fases y las características de los procesos de transición a la 
vida civil se asumían de acuerdo a las características únicas de cada 
excombatiente. Sin embargo, el modelo de transición a la vida civil que se ha 
pensado con el exgrupo guerrillero, tiene un carácter colectivo, el cual obliga a las 
                                                 
88 Reincorporación integral se refiere a un conjunto de acciones que se buscan alcanzar frente a los 
NNA desvinculados a través del programa, es decir, lograr el restablecimiento de sus derechos, 
reparación, reincorporación, inclusión social y transición a la vida civil.  
89 No se conoce exactamente el nombre de los protocolos firmados, porque no es información 
pública, se conocieron por lo general como comunicados conjuntos y estos documentos eran 
informaciones breves que resumían los acuerdos de la mesa, durante la época de la negociación, 
en ese sentido, gracias a ellos,  se  hicieron efectivos los anuncios del cese al fuego, las hostilidades 
bilaterales definitivas y el proceso de dejación de arma, entre otros. 
90 Decreto 1448 de 2016 por el cual se crea un comité técnico de apoyo de carácter temporal, 
integrado por la dirección del ICBF, la Consejería Presidencial para los Derechos Humanos y 
delegados de COALICO, Comunidades Construyendo Paz en el Territorio (CONPAZ), Asociación 
Nacional de Zonas de Reserva Campesina (ANZORC), OIM, UNICEF y  Defensoría del Pueblo. 
“Según el decreto, el objetivo de su creación es elaborar las observaciones y  conceptos dirigidos a 
los defensores de familia que adelantarán el proceso de restablecimiento de derechos de los NNA 
que salgan de los campamentos de las FARC-EP…” (Presidencia de la República de Colombia, 
2016) 
91 Para mayor información ver el Cuadro 1 - Entrevistas semi estructuradas en Anexos. La 
información que se brindó anteriormente proviene de la entrevista realizada a Carlos Otálora 
funcionario del ICBF, especialista en niñez, conflicto armado y justicia transicional de la Subdirección 
de Gestión Técnica para la Atención a la Niñez y la Adolescencia de la entidad.  
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entidades responsables de los procesos a tener la capacidad de articular las rutas 
de transición, para que se pueda generar una restitución de derechos en el caso de 
los NNA y reincorporación en la de los adultos en el que converjan varios sujetos 
que tengan condición de excombatientes. 
 
Así mismo, es posible afirmar que la intervención del ICBF y del programa 
especializado, a pesar de no tener mayor participación sobre lo dispuesto en 
principio, en la práctica ha tenido una intervención significativa, debido a que al 
iniciar las negociaciones de la Habana, no se había definido un programa y, por 
ende, hicieron uso de las herramientas disponibles. Para esto, la Alta Consejería 
Presidencial para los Derechos Humanos acudió al programa especializado con la 
finalidad de usar tanto las instalaciones de las regiones a lo largo del país, como del 
programa en sí, para que todos los NNA desvinculados desde que iniciaron las 
conversaciones (2012), tuvieran la misma cobertura y, se garantizará la atención 
inmediata y el restablecimiento de sus derechos, sin que se hubiese firmado el 
acuerdo final92. 
 
Esta situación, refleja por un lado la ausencia de un plan de acción definitivo y la 
falta de un proceso que se ajuste adecuadamente para acoger la situación en el 
contexto de La Habana. Mientras del otro lado, expone la necesidad de la 
intervención del  ICBF como actor principal en el proceso, donde se haga uso de su 
experiencia y trayectoria para asesorar y/o contribuir directamente en el desarrollo 
del proceso pero acoplándose a lo estipulado en las negociaciones y corrigiendo las 
debilidades presentadas en el capítulo 4 y 5 de la presente investigación.   
 
De igual forma, es preciso que se tenga en cuenta la necesidad de desarrollar un 
enfoque diferencial, en el sentido en que no se puede tratar desde una única 
perspectiva a los NNA, cuando existen realidades distintas dentro del proceso y por 
ende las implicaciones varían en función de la permanencia. Si bien, no es lo mismo 
referirse a población rescatada y/o desertora que a NNA que continuaron en el 
grupo armado hasta el final, no se debe desconocer el hecho de que en ambos 
casos, se debe hacer la salvedad de que son víctimas de reclutamiento forzado, 
aunque contemplen realidades diferentes.  
 
Finalmente, cabe destacar que  a pesar de que se dispuso activar el proceso de 
salida el 10 de Septiembre de 2016, hasta  enero de 2017 se dio inicio al proceso 
de la salida de niños, niñas y adolescentes de los campamentos de las FARC-EP. 
El CNR acordó, por su parte, los lineamientos del Programa Integral Especial para 
                                                 
92  Un ejemplo claro de esta situación, fue lo sucedido con el primer grupo de NNA que salieron a 
mediados de 2017 de los campamentos guerrilleros sin contar con un programa que estableciera un 
proceso claro de transición a la vida civil y el restablecimiento de derechos. Dicha situación, refleja 
insuficiencias en el proceso y que el gobierno no se encuentra listo para implementar al 100% lo 
acordado en la Habana, debido a que no cuentan con la capacidad logística necesaria ni con los 
aspectos normativos suficientes que contemplen las particularidades propias del proceso de paz 
(Radio Macondo, 2017).  
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el restablecimiento de los derechos de los niños, niñas y adolescentes que salieron 
de los antiguos campamentos de la guerrilla de las FARC. 
 
La información disponible al respecto indica que en el mes de abril de 2017, a través 
del Decreto Ley 671, se modificó la Ley 1448 de 2011, en el sentido de otorgarle 
participación principal al ICBF y, adicionalmente, en el mes de julio, quedaron 
definidos los lineamientos de un nuevo programa, denominado Camino diferencial 
de vida. A pesar de lo dispuesto en el Decreto Ley 671, se sigue analizando la 
posibilidad de no incluir al ICBF en el proceso de desvinculación de los NNA, debido 
a la posición de las FARC-EP al respecto, en tanto no están de acuerdo en la 
intervención de la entidad por varias razones93.  
 
Es necesario hacer un paréntesis y señalar que en una entrevista privada con Pastor 
Alape94, cabeza del proceso de reincorporación del lado de las Farc, él señaló que 
no existe plena confianza de parte de este grupo, en las gestiones adelantadas del 
ICBF para lograr el tránsito de la vida civil de los NNA que hacían parte de sus filas. 
Prefieren que una institución con mejor reputación como la Cruz Roja, Unicef o OIM 
se hagan cargo del programa “camino diferencial de vida”. 
 
 
En una entrevista realizada a Ricardo Téllez95 (29 de julio de 2017), se corroboró la 
versión de Pastor Alape, donde argumentan que las FARC-EP no confían en la 
actuación del ICBF, debido a inconvenientes que han tenido con la institución y al 
hecho de que han obtenido información que los inclina a preferir otra entidad del 
gobierno como encargada del proceso de transición a la vida civil y restablecimiento 
de derechos de los niños, niñas y adolescentes que hacían parte de sus filas; a lo 
cual Téllez recomendó que las instituciones estatales debían iniciar un proceso de 
transformación, en el sentido de una transición bajo el panorama de posconflicto 
que se está viviendo; las instituciones ya no deben operar bajo la lógica y el 
esquema de la guerra, sino bajo la lógica de la paz, por lo menos en construcción.  
 
Pastor Alape por su parte, recalcó que la experiencia que han tenido con el ICBF no 
los deja tranquilos sobre el futuro de los niños, niñas y adolescentes, así mismo, 
expresa que la Consejería para los Derechos Humanos no ha sido eficiente, ni 
oportuna en términos de la oferta institucional que demandan los NNA en tanto son 
sujetos de restablecimiento de derechos en el marco de la transición a la vida civil.  
                                                 
93 Entre las razones se encuentran: condiciones de seguridad y maltrato psicológico, casos que 
explicaron con anterioridad en el capítulo 5.  
94 Pastor Alape es uno de los dirigentes del nuevo partido de las Farc (Fuerzas alternativas 
revolucionarias del común), representa a está colectiva en la Comisión de Seguimiento y Verificación 
de la Implementación (CSIVI) del acuerdo de paz. Es además, la cabeza del proceso de 
Reincorporación de los antiguos combatientes de las FARC-EP, lo acompaña Jairo Quintero. Ambos 
son miembros del Consejo Nacional de Reincorporación. 
95 Ricardo Téllez, es miembro del Secretariado del Estado Mayor de las Farc, fue negociador durante 
la mesa de conversaciones en La Habana, Cuba. Durante su paso por la guerrilla, fue considerado 




Alape, expresa el temor que tienen  respecto a que los niños, niñas y adolescentes 
sean dejados a su suerte y no logren acceder a los derechos de salud, ni  educación, 
así como a condiciones dignas de vida en general y derechos básicos o 
fundamentales; factor por el cual los NNA podrían reincidir en otros GAOML, debido 
a que la experiencia con la que cuentan sería útil y podrían acceder a estos grupos 
en búsqueda de recursos para subsistir.  El hecho de que persistan otras estructuras 
armadas articuladas a economías criminales se traduce en un desafío al tránsito a 
la vida civil y restablecimiento de derechos de los NNA en las filas de la guerrilla.  
 
Debido a esto y como lo comentó Carlos Otálora en la entrevista, a Julio de 2017 a 
pesar de que el gobierno todavía continua evaluando el camino a seguir respecto a 
qué programa utilizar, ya se encuentran listo el Decreto de Ley 617 y la nueva 
propuesta de programa con el fin de tener dos caminos claros de acción, para 
proceder bien sea con el ICBF o con lo dispuesto en Camino diferencial de vida.  
 
En cuanto al Decreto Ley 671, el 25 de abril de 2017 el Departamento Administrativo 
de la Presidencia de la República estableció que a través del mismo se modifica la 
Ley 1448 de 2011 en lo relacionado con la certificación de niñas, niños y 
adolescentes en el contexto del acuerdo de paz, a la vez que se dictaron otras 
disposiciones, entre las cuales se encuentra que el artículo 190 queda modificado 
de la siguiente manera: 
Todos los niños, niñas y adolescentes víctimas del reclutamiento, tendrán 
derecho a la reparación integral en los términos de la presente Ley. Los niños, 
niñas y adolescentes víctimas del delito de reclutamiento ilícito podrán 
reclamar la reparación del daño, de acuerdo con la prescripción del delito 
consagrada en el artículo 83 del Código Penal. 
La restitución de los derechos de los niños, niñas y adolescentes estará́ a 
cargo del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar. Una vez los niños, niñas 
y adolescentes cumplan la mayoría de edad, podrán ingresar al proceso de 
reintegración social y económica que lidera la ARN de Personas y Grupos 
Alzados en Armas y a otros programas que se acuerden en el marco de un 
proceso de paz, siempre que cuenten con la certificación de desvinculación 
de un grupo armado organizado al margen de la ley expedida por el Comité́ 
Operativo para la Dejación de las Armas o por la Oficina del Alto Comisionado 
para la Paz, según el caso. 
Para efectos de la certificación de la desvinculación en los casos de acuerdos 
de paz con grupos armados organizados al margen de la ley, la lista recibida 
y aceptada por el Alto Comisionado para la Paz, que podrá́ ser entregada por 
los miembros del grupo o por un organismo nacional o internacional, tendrá́ 
efectos equivalentes a los de la certificación del Comité́ Operativo para la 
Dejación de las Armas (CODA) y permitirá́ a los niños, niñas y adolescentes 
acceder a los programas que se acuerden (Departamento Administrativo de 




En julio de 2017 se anunciaron los lineamientos del programa Camino diferencial de 
vida, donde se expusieron las siguientes fases: restablecimiento de derechos, 
reparación y reincorporación e inclusión social.96  
 
La información pública oficial, en el segundo semestre de 2017 (con corte en el mes 
de agosto del mismo año), son los informes de la Consejería Presidencial para los 
Derechos Humanos  donde se notifica que el CNR,  a partir de marzo de 2017, debía 
iniciar la salida progresiva de los niños, niñas y adolescentes que se encontraban 
en las zonas veredales transitorias de normalización (ZVTN) y que, como se definió, 
en un principio, el CICR será el encargado de informar públicamente los avances 
en el cumplimiento del Protocolo de Salida, mientras que UNICEF será la entidad 
encargada de recibirlos y acogerlos en este proceso (Presidencia de la República, 
2017).  
 
De igual forma, el 22 de junio de 2017, a falta de claridad en el proceso y dudas 
sobre el mismo, el alto tribunal, es decir, la Corte Constitucional  solicitó al gobierno 
nacional un informe sobre los NNA, en tanto considera necesario establecer cómo 
está diseñado el programa, cuál es su estructura respecto a la transición a la vida 
civil y el restablecimiento de los derechos de los NNA, cómo se va a desarrollar y, 
además, cómo se va a ejecutar; cuál es el tiempo estimado para la desvinculación; 
el presupuesto y la infraestructura a utilizar o qué se tiene preparado para la 
atención y desarrollo del programa respectivos.  
 
Esta situación, denota nuevamente la ausencia de un procedimiento claro, la falta 
de articulación del Estado, y por ende, de las entidades que se encuentran 
implicadas en este contexto. De igual forma, pone en evidencia los problemas y 
riesgos de crear un nuevo marco institucional en vez de optar por el que ya existe. 
Si bien se  debe aprovechar la experiencia y trayectoria existente, es evidente que 
debe  ajustarse al contexto y adaptarse para trabajar en conjunto con los 
organismos que hoy hacen parte del proceso como el  CIRC, el CNR y UNICEF.  
 
Ahora bien, si la opción al final es un nuevo programa, es importante que el ICBF 
pueda asesorar y apoyar el proceso antes y durante, para contar tanto con su 
experiencia como con su conocimiento y que así sirvan de referente para evitar caer 








                                                 
96 La definición de cada concepto se puede encontrar en el glosario.  
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CAPÍTULO VII: CONSIDERACIONES FINALES - RECOMENDACIONES  
 
 
El objetivo de “el silencio de los fusiles y el regreso a los sueños” fue analizar los 
aciertos y desaciertos de las medidas adoptadas para restablecer los derechos de 
los NNA excombatientes, en el marco de la transición a la vida civil además de 
estudiar la respuesta institucional al fenómeno de reclutamiento hasta 2015, sin 
dejar de lado que se tomaron algunos apartados de lo pactado en la Habana el 
pasado 26 de noviembre de 2016, con el fin de establecer una serie de 
recomendaciones que permitan optimizar los resultados del proceso de transición a 
la vida civil y restablecimiento de derechos a los NNA víctimas de reclutamiento. 
 
En ese sentido, iniciaremos este apartado, afirmando que los programas de 
transición a la vida civil y restablecimiento de derechos para NNA desvinculados de 
grupos armados deben ser holísticos y abarcar sus necesidades psicológicas, 
sociales, económicas, educativas, físicas, culturales y de género; además de 
reconocer el carácter único de la experiencia de cada uno de los NNA entendiendo 
las dificultades y requerimientos que tiene cada uno para lograr dicho proceso con 
éxito.  
 
El logro de la transición a la vida civil y del restablecimiento de derechos de los NNA, 
no solo depende de las acciones que adelante el Estado con programas 
asistenciales, también depende de factores relacionados directamente con la 
aceptación de la comunidad, el apoyo o entorno familiar, acceso a la educación, y 
con el entrenamiento de habilidades para así, ayudarles a convertirse en personas 
autosuficientes y miembros productivos en sus comunidades (Naeve, 2012). 
 
Bajo el contexto de La Habana y el proceso de finalización del conflicto armado con 
la implementación de los acuerdos de paz donde los antiguos combatientes se 
encuentran en una fase de transición hacia la vida civil, es preciso que el Estado 
disponga claridad y precisión en el proceso de restablecimiento de derechos. 
 
En este caso en particular, se considera que el ICBF -entidad que ha desarrollado 
el programa especializado-, es la institución que a pesar de sus debilidades, cuenta 
con la trayectoria y experiencia necesaria para hacer frente a la actual coyuntura. 
Si bien deben realizarse ajustes, queda claro, que la mejor opción es ajustar el 
programa especializado del ICBF, en el sentido en que la inoperancia y 
desarticulación de las entidades que vienen implementando lo pactado en La 
Habana son evidentes, y reflejan que los costos y tiempos de acondicionar un marco 
institucional nuevo no son la opción más óptima y si traerían consigo costos 
elevados.  
 
Sin embargo, sea cual sea la decisión final, respecto a qué entidad (ICBF o CNR) 
va operar y con  qué programa se hará efectivo (programa especializado o camino 
diferencial de vida), a continuación se presentarán las recomendaciones generales 
a tener en cuenta para garantizar la entrada en vigencia de una política integral que 
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impacte y cuente con herramientas que le permitan ajustarse adecuadamente al 
contexto y que reduzca riesgos en su efectividad.  
A continuación encontrarán las recomendaciones:  
 
1. Como primera medida, es imprescindible desarrollar algún sistema de 
seguimiento, monitoreo y/o evaluación que permita tener claridad y control sobre 
lo que se está ejecutando, y por ende sobre lo que se está logrando; es decir, 
generar algún tipo de herramienta que permita retroalimentar y mejorar la 
intervención a la vez que analice si se están alcanzando los objetivos y metas.  
 
Este tipo de medidas permitirían llevar a cabo acciones como las que 
enumeraremos a continuación: 
 
-Frente al escenario de la implementación de lo acordado en La Habana 
respecto a los NNA, facilitaría la toma de decisiones y permitiría usar 
adecuadamente los recursos disponibles97 y evitar riesgos de corrupción como 
los generados por algunos operadores en el pasado.  
 
-Contar con herramientas de monitoreo ex post, es decir, al contar con sistemas 
de seguimiento, monitoreo o evaluación, se tendría información respecto a los 
egresados del programa, y de esta manera podrían medir la incidencia y el 
impacto real del programa, además de contar con datos respecto a las 
condiciones de vida, calidad, reincorporación, porcentaje de  reincidencia a 
GAOML, entre otros.  
 
-Abrirían canales de retroalimentación, es decir, podrían promover espacios 
participativos que les permitan tener contacto con egresados del programa y por 
ende tener acceso a recomendaciones que les permitan mejorar la intervención. 
Este aspecto es importante, debido a que  varios NNA desvinculados, han 
manifestado que algunas de las dificultades del programa en su funcionamiento 
se desprenden por la escasa participación que tienen en su condición de sujetos 
de restablecimiento de derechos (Naeve, K. 2012). El hecho de que un programa 
con énfasis en restitución de derechos no disponga de una fuente real de 
necesidades, implica que la respuesta institucional va ser ineficiente en el 
sentido en que no cubre, ni soporta las necesidades de los beneficiarios en el 
marco de la intervención. 
 
2. Es indispensable mejorar la comunicación tanto al interior de la institución (nivel 
nacional - nivel territorial), como con otras entidades.  En el momento en que se 
logren alinear, todas van a manejar la misma información y podrán trabajar en 
coalición, instruyendo a la población y generando mayor impacto.  
 
                                                 
97 Recursos disponibles bajo este contexto, valga la redundancia hace referencia a recursos 
técnicos, humanos, de experiencia, entre otros.  
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Según la teoría institucional, el generar vínculos y relaciones horizontales fuertes 
dentro del gobierno, facilita la comunicación y transferencia de información, 
fortaleciendo las intervenciones y logrando altos niveles de compromiso, 
colaboración productividad por parte de la población objeto y sociedad en 
general.  
 
3. En cuanto al programa especializado del ICBF, se recomienda realizar un 
cambio estructural al programa en cuanto a la tercerización de los servicios, 
puesto que, este aspecto no ha resultado eficiente en cuanto a la consecución 
de los objetivos de la iniciativa y por el contrario si ha generado riesgos de 
corrupción.  
 
Es indispensable que el programa especializado haga uso de su experiencia, 
capital humano especializado (funcionarios) e instalaciones del ICBF a nivel 
regional, para llevar a cabo su desarrollo. De esta manera, se tendrían más 
recursos a nivel subnacional y se aprovecharían mejor los mismos en pro del 
restablecimiento de derechos de  los NNA, en tanto se tendría mayor porcentaje 
de dinero para invertir en instalaciones y contar con  alimentación adecuada; 
además contarían con la seguridad y respaldo al 100% del ICBF y, por ende, 
asegurarían el buen funcionamiento del programa y calidad en el servicio en las 
diferentes regiones.  
 
Ahora bien, si esta opción no es factible, sería bueno revisar la posibilidad, de 
que el operador sea designado a nivel nacional en el marco de una base de 
opciones brindadas a nivel municipal, o a través de una licitación u otro 
mecanismo que pueda garantizar la designación de un operador que realice la 
ejecución con transparencia y eficacia, para brindar un proceso de calidad en 
cuanto a la transición a la vida civil y restablecimiento de derechos.  
 
4. Respecto a los desafíos provenientes de la implementación de lo acordado en 
La Habana, se debe tener en cuenta que si bien el ICBF todavía no es 
reconocido oficialmente como la entidad que los debe acoger, actualmente se 
viene utilizando el programa para realizar la desvinculación.  
 
En ese sentido, si se lleva a cabo una desvinculación gota a gota98, es decir, 
varias entregas espaciadas en el tiempo; el ICBF está preparado y por tanto el 
programa especializado funcionaría. Sin embargo, y pese a lo anterior, si la 
desvinculación se da de forma grupal y en una sola entrega o en pocas con 
espacios cortos de tiempo entre sí, la entidad no cuenta con la infraestructura, 
recursos financieros, ni capital humano, entre otros para responder a este 
panorama. Es indispensable que el programa especializado se blinde frente a 
                                                 
98 Desvinculación gota a gota: en la investigación, este término hace referencia al momento  de la 
desvinculación de NNA de las FARC-EP, en el contexto de la implementación de lo acordado en La 
Habana, y que se llevará a cabo en varias entregas, espaciadas en el tiempo. 
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este posible escenario y que la entidad genere un plan de contingencia para dar 
respuesta rápida a la posible demanda.  
 
Se requiere de capacidad institucional e innovación para lograr un método que 
permita hacer uso de todos los recursos de la manera más eficaz posible, y así 
se logre el objetivo de una paz estable y duradera, para restablecer en derechos 
a todos los NNA víctimas de la guerra por la dinámica del reclutamiento.  
 
Adicional a ello, recomendamos que se provean canales de comunicación que 
promuevan la articulación del trabajo de las diferentes entidades que están 
involucradas en el proceso de construcción de paz. Sería oportuno que se 
estimulen las capacidades profesionales, institucionales, comunitarias e 
individuales para que cada uno de los NNA se reconozca como sujeto de 
derechos y así generar entornos más consolidados de protección, es decir, 
espacios seguros y acogedores, donde se garantice y promueva el 
restablecimiento de sus derechos. 
 
En ese sentido, ni  el ICBF, ni la Alta Consejería para los Derechos Humanos, 
debe operar el programa bajo una lógica asistencialista. En este contexto, se 
debe empezar a promover la estructuración de proyectos de vida, acompañados 
de las disposiciones de la ARN99 en cuanto a la ruta de reintegración establecida 
para así elevar el impacto de la realización de sus funciones. 
 
Los NNA desvinculados de la guerra deben ser percibidos por quienes se 
encargan de planear, ejecutar, administrar y evaluar su transición a la vida civil 
y restablecimiento de derechos, como ciudadanos en formación, con derechos 
y responsabilidades, en vez de asumirse como víctimas pasivas o victimarios 
activos, según recomendaciones del ICTJ (2014). 
 
5. En cuanto a los procesos de transición a la vida civil y restablecimiento de 
derechos es fundamental que se evite marginar, discriminar o rechazar a los 
antiguos NNA soldado, en tanto, son sujetos que necesitan ser reconocidos y 
acompañados en los nuevos roles que desempeñarán a nivel individual, familiar 
y colectivo.  
 
De igual forma, es indispensable que se garantice en el proceso de transición a 
la vida civil: 
- Un enfoque de género reconociendo las necesidades específicas de las 
niñas, adolescentes y población LGBTI, especialmente de quienes han sido 
víctimas de vulneraciones en sus derechos sexuales y reproductivos.  
- Un enfoque étnico, teniendo en cuenta las características propias de estas 
comunidades.  
                                                 
99 Antes era conocida como la ACR, para más información de las disposiciones de la ARN en cuanto 
a la ruta de integración revisar el siguiente link: http://www.reintegracion.gov.co/es 
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- Generar condiciones dentro de los planes productivos y/o de reparación 
administrativa100 para el acceso a la propiedad privada, como estrategia de 
arraigo a la sociedad.  
- Aterrizar el lenguaje estructural de la normatividad de los NNA en proceso de 
transición a la vida civil y restablecimiento de derechos para favorecer su 
comprensión frente a sus derechos y las leyes que los cobijan.  
Para que un modelo de transición a la vida civil y restablecimiento de 
derechos enfocado a  NNA sea acertado, es indispensable que parta de la 
lógica instrumental detrás del fenómeno de vinculación a NNA, generando 
alianzas educativas para abrir espacios que les permitan desarrollar su 
vocación y generar oportunidades diferentes a las que ofrece la vía de las 
armas. 
- Según Ortiz y Lopera (2017), Cuando se enfocan los esfuerzos 
institucionales a procurar educación para los NNA excombatientes, en la 
mayoría de los casos se logra un empoderamiento, entre más capacitada en 
habilidades básicas y para el trabajo esté una persona, el relacionamiento 
con el mundo será más fluido, posiblemente puede acceder a mejores y 
mayores ingresos, que resultarán mejorando la calidad de vida de la persona 
a nivel individual y familiar. 
 
6. Frente al hecho de clasificar la respuesta estatal como desarticulada respecto al 
tratamiento de los NNA desvinculados, antes de hablar de recomendaciones, es 
preciso aclarar que esta situación  proviene del hecho de que las tres principales 
instituciones en cabeza del proceso hablan diferentes idiomas para referirse a 
los sujetos de restablecimiento de derechos.  
 
El ICBF plantea un enfoque de protección, mientras la ARN101 habla de 
reincorporación de excombatientes y la Unidad de Atención y Reparación 
Integral a las Víctimas expone el tema de reparación. Si bien todas las entidades 
plantean el panorama desde su rol y perspectiva, es importante que el gobierno 
tanto nacional como a nivel territorial reconozcan que tienen una tarea pendiente 
en materia de coordinación para la consecución del objetivo de restitución de 
                                                 
100 Reparación administrativa entendida como un componente de la reparación integral cuyo objetivo 
es la reparación material de daños ocasionados por infracciones al Derecho Internacional 
Humanitario o graves violaciones a los derechos humanos en el marco del conflicto armado 
(González, M. s.f.) 
101 Aunque la ARN tiene la obligación de realizar el proceso de reincorporación, conocido 
anteriormente como reintegración (ambos procesos tienen enfoques y características diferentes, 
pero los dos apuntan a lograr la transición a la vida civil de los excombatientes adultos), en los últimos 
meses se ha visto una tendencia marcada hacia la evaluación de lo que realizó la extinta agencia, 
hace falta más y mayor protagonismo de esta entidad para lograr reposicionar el proceso de 
reincorporación, respecto a la implementación de los acuerdos. Finalmente, de todo lo dispuesto en 
La Habana, la transición a la vida civil, bien sea bajo la lógica de las restitución de derechos o de la 
reincorporación, es el eje transversal del pos acuerdo, puesto que, es el proceso por medio del cual 
se redefinirán las vidas  de personas vinculadas activamente en la guerra. 
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derechos de los NNA excombatientes. Así mismo, las pautas de los programas 
y políticas deberían ser más claras y  sencillas de implementar, facilitando así el 
proceso de la ejecución sin que se pierda de vista el goce efectivo de los 
derechos de la infancia y adolescencia, el cual es el fin último de la respuesta 
institucional  (ICTJ, 2014). 
 
7. Para finalizar, y en referencia a en búsqueda de una transición a la vida civil y 
restablecimiento de derechos efectivos de los NNA exsoldados, es necesario 
que las medidas ofertadas por el Estado sean coherentes a nivel de construcción 
de un proyecto de vida articulado con la esperanza e ilusiones de los NNA. De 
esta manera, al empoderarlos y hacerlos responsables frente de la construcción 
de su proyecto de vida se estará garantizando la efectividad del programa.  
 
Adicional a ello, los objetivos de vida deberán estar acompañados de una oferta 
académica que les permita a los NNA, a través de la educación, aspirar a una 
productividad que dignifique su existencia; reforzado esta iniciativa con un 
programa sicosocial, con enfoque de género, que les permita hacer la transición 
de combatientes a ciudadanos, para que entiendan y procesen los daños en su 
pasado durante la guerra y los encaminen a sus responsabilidades con la 
sociedad. 
 
Así mismo, es necesario que las personas a cargo de la ejecución del programa 
(tanto el del ICBF como el programa estructurado en los acuerdos de la habana) , 
sean profesionales y estén calificados para desarrollar las tareas encomendadas 
por el programa de desvinculación de niños, niñas y adolescentes. Aunque no 
existe información oficial, fuentes de diversos medios e investigaciones 
académicas102 evidencian la falta de lugares adecuados, funcionarios 
profesionales u operadores del programa del ICBF con altos índices de 
preparación y conocimientos del programa. Esta situación desdibuja su sentido 
y expone a los NNA a tratos tortuosos físicos, emocionales y mentales, 
interfiriendo así con el proceso de transición a la vida civil y restablecimiento de 
derechos, cuando deberían enfocarse en la atención, orientación, apoyo y 
protección. 
 
Por esta razón, y las expuestas a lo largo del documento se plantea  nuevamente la 
necesidad de desarrollar procesos de seguimiento, en tanto resulta necesario que 
los programas cumplan con sus objetivos y solo así pueden llevar a cabo un control 
efectivo. De igual forma, es necesario adelantar un proceso de evaluación por parte 
de un organismo de control frente a las instituciones con la responsabilidad de velar 
por la transición a la vida civil y el restablecimiento de derechos de los NNA 
                                                 
102  Algunas de las fuentes donde se encontró información relacionada: 
(International Center for Transitional Justice [ICTJ], 2014). Fundación Promigas. (2009) Valoración 
de las competencias de funcionarios del ICBF. Barranquilla, Colombia. Noticias del ICBF respecto a 
temas de hacinamiento y recursos mal utilizados del programa (ICBF, 2015) 
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exsoldados para que, por medio de entrevistas e inspecciones, se verifiquen las 
condiciones de los NNA en el marco institucional.  
Una manera de mejorar el alcance del propósito de la transición a la vida civil y el 
restablecimiento de derechos de los NNA es mediante la garantía de estándares 
altos de operación, junto con la calificación, la vocación y el compromiso, por parte 
de los funcionarios, junto con indicadores de desempeño, entendimiento de las 
normas nacionales e internacionales, conocimientos de los rasgos sicosociales y 
preparaciones vocacionales. 
Para finalizar, y respecto al objetivo del programa respecto a reparar los daños 
causados a los NNA que hicieron parte activa de las filas de la guerra es importante 
robustecer e integrar los componentes del programa especializado para así avanzar 
en la garantía de no repetición de hechos victimizantes, como lo es el reclutamiento.  
Más que un programa enfocado a recuperar, desde el ámbito individual, se trata de 
una respuesta de carácter institucional, política, económica y social para procurar la 
defensa, garantía y goce efectivo de los derechos humanos y el derecho 
internacional humanitario de los niños, niñas y adolescentes. 
A pesar de que Colombia hace parte de todas las convenciones internacionales, 
para garantizar y proteger los derechos de los NNA, como los Convenios de Ginebra 
(1949), el Protocolo II adicional (1977), la Convención de los Derechos del Niño 
(1990), entre varios instrumentos de otra índole, el país no ha logrado superar el 
fenómeno de letra muerta en esta materia. Si bien las disposiciones existen y las 
intenciones por velar por el goce efectivo de tales derechos son expresas, hay una 
tarea pendiente e inminente en materia de gestión y ejecución. 
 
En ese sentido, se debería diseñar una oferta estatal que tenga en cuenta los 
contenidos a los que internacionalmente está comprometido el país en materia de 
derechos de la niñez y adolescencia, pues hacer efectivos los compromisos, 
permitiría que se cambie el destino de la mayoría de niños, niñas y adolescentes 
que viven bajo condiciones de vulnerabilidad103 en Colombia. Para los realizadores 
de este trabajo de grado existe una hipótesis que podría resolver de fondo el 
problema, concluyen que el canal más efectivo para lograr el cometido será la 
promoción del goce efectivo a la educación, en términos de acceso, calidad y 
competitividad. Entre más educada es una comunidad, más opciones tendrá de 
superar violencias físicas, espirituales, mentales y colectivas. 
 
La transición a la vida civil y el restablecimiento de derechos deben ir acompañados 
de garantías económicas, sociales y políticas. Es necesario que los niños, niñas y 
                                                 
103 Las condiciones de  vulnerabilidad pueden definirse como la capacidad disminuida de una 
persona o un grupo de personas para anticiparse, hacer frente y resistir a los efectos de un peligro 
natural o causado por la actividad humana, y para recuperarse de los mismos. Es un concepto 
relativo y dinámico. La vulnerabilidad casi siempre se asocia con la pobreza, pero también son 
vulnerables las personas que viven en aislamiento, inseguridad e indefensión ante riesgos, traumas 
o presiones (International Federation of the Red Cross and Red Crescent Societies [IFRC], s.f.). 
 88 
adolescentes tengan la posibilidad de mejorar sus condiciones, en tanto, el hecho 
de dejar de ser un actor activo en la guerra, les debe proveer oportunidades 
educativas y laborales. Las condiciones de vida y la posibilidad de pensar en ocupar 
un trabajo dentro de la legalidad provienen de las oportunidades que les dé su perfil. 
Así, acceder al sistema educativo de nivel superior, les puede brindar las 
herramientas necesarias para tener un trabajo en el área urbana o rural que le 
permita tener una vida digna. 
 
El Estado debería comprometerse a  ofrecer a los niños, niñas y adolescentes 
políticas públicas con enfoque de protección integral, donde sean considerados 
sujetos de derechos que gozan plenamente de las facultades que les han sido 
otorgadas a través de los diferentes compromisos nacionales e internacionales104 
asumidos por Colombia en materia de niñez, adolescencia y juventud. Lo anterior, 
reduciría el riesgo de incidencia en la violencia a corta edad. 
 
Basados en las experiencias derivadas de los procesos de desarme, desvinculación 
y reintegración o reincorporación de antiguos combatientes adultos es posible 
argumentar que las personas que participaron activamente de la guerra, salen de 
ella con el interés de transitar por un proceso de construcción de ciudadanía que les 
permita tener estándares de vida dignos, necesitan ser acompañados para vivir bajo 
las disposiciones de las reglas sociales; ahora bien, en el caso de un NNA que pasó 
por la guerra, debe ser direccionado hacia la legalidad, mediante estímulos 
psicológicos, educativos, pedagógicos, familiares y sociales. 
 
 
                                                 
104 Compromisos nacionales e internacionales en materia de infancia y adolescencia: los Convenios 
de Ginebra (Protocolo II, adicional a los convenios de Ginebra) donde se prohíbe el reclutamiento de 
menores de 15 años en grupos armados y su participación en hostilidades; la Convención 
Internacional de los Derechos del Niño que, en el artículo 38, adopta la norma del Protocolo II, 
adicional a los Convenios de Ginebra, mediante el cual se prohíbe el reclutamiento de menores de 
15 años. El Estado colombiano adopta dichos instrumentos jurídicos internacionales, pero hace una 
salvedad, con respecto al artículo 38, pues establece que, para el caso colombiano, no se permitiría 
el reclutamiento de menores de 18 años, ni su participación en las hostilidades. También está el 
Protocolo Facultativo a la Convención Internacional de los Derechos del Niño, relativo a la 
participación de NNA en conflictos armados. Al respecto, a causa del incremento en la participación 
de niños, niñas y adolescentes en los conflictos armados alrededor del mundo, la Organización de 
las Naciones Unidas expide  dicho Protocolo Facultativo, mediante el cual se aumenta la edad 
mínima permitida de reclutamiento de 15 a 18 años de edad, tanto para ejércitos regulares como 
grupos irregulares al margen de la ley. Tal  Protocolo fue aprobado por el Congreso Nacional 
mediante la Ley 833 de 2003. Asimismo, está el Convenio 182 de la OIT  “sobre las peores formas 
de trabajo infantil y la acción inmediata para su eliminación”, que establece, como una de las peores 
formas de trabajo infantil, el reclutamiento de NNA en grupos regulares o irregulares y su 
participación en el conflicto armado, como se mencionó antes. Colombia adoptó el Convenio 
mediante la Ley 704 de 2001. Por último, está el Estatuto de Roma que crea la Corte Penal 
Internacional (CPI) y prohíbe “reclutar o alistar a  niños menores de 15 años en las fuerzas armadas 
o utilizarlos para participar activamente en las hostilidades  y señala, de esta manera, al 
reclutamiento de niños menores a 15 años como crimen de guerra. El Estatuto de Roma fue 






CUADRO 1.  
ENTREVISTAS SEMI-ESTRUCTURADAS ACTORES RELEVANTES EN EL 
PROCESO DE DESVINCULACIÓN DE NNA.  
 








conflicto armado y 
justicia 
transicional de la 
Subdirección de 
Gestión Técnica 
para la atención a 
la niñez y a la 
adolescencia, 
sede nacional. 
1. Marzo 08 de 2016  
-¿Cómo se maneja o cómo funciona el programa 
especializado del ICBF y cuál es la dirección que lleva? 
-¿Considera que el programa especializado funciona 
perfectamente? De no ser así, ¿Cuáles son esas fallas?  
¿Considera que el programa especializado contiene todas 
las fases de una política pública? Es decir, en su desarrollo, 
tuvo gestación, formulación, implementación y evaluación de 
impacto.  De no ser así, considera que existe algún riesgo?. 
Explique. 
¿El ICBF y el programa especializado están preparados para 
reaccionar frente a lo dispuesto en la Habana y los posibles 
acuerdos.  ¿Cuentan con algún plan de contingencia? 
¿Cuáles son los desafíos del programa especializado y por 
tanto del ICBF, en la materia? 
¿Qué recomendaciones tiene respecto al funcionamiento del 
programa especializado? 
¿El ICBF o el programa especializado tiene algun marco de 
referencia internacional que sirva como guía o ejemplo? 
 
3. Febrero 07 de 2017  
1. ¿Cuál es la posición del ICBF o el camino a seguir al 
no ser actor principal en el primer protocolo de 
acción según lo acordado en ella Habana? 
2. ¿Cuál es el rol del ICBF según lo dispuesto en las 
negociaciones de paz a febrero de 2017?  
3. ¿Existe algún documento oficial por parte del ICBF 
donde se manifieste al respecto de los avances en 
las negociaciones? 
4. Según fuentes no oficiales se dice que a pesar de lo 
dispuesto en el primer protocolo se están 
adelantando conversaciones donde se retoma el 
ICBF como actor principal del proceso. De ser así, 









de Benposta   
Marzo, 2015 
1. ¿Cuál es la historia de Benposta? 
2. ¿Cómo funciona la institución? 
3. ¿En qué ciudades tienen sede? 
4. ¿Cuántos NNA puede Benposta atender? 
5. ¿Cuáles son los efectos del modelo democrático – 
“Nación de Muchachos”, en la infancia y la 
adolescencia en el proceso de restitución de 
derechos? 
6. ¿Cómo son las relaciones de su modelo con el 
programa especializado del ICBF? 
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Laura Guaqueta  War Torn 
 
CEO - Colombia 
1. ¿Qué es War Torno? 
2. ¿Cuál es la motivación que tiene War Torn por 
trabajar con la niñez y la adolescencia colombiana? 
3. ¿Cuál es el efecto de la simbología en la 
transformación de los paradigmas de los NNA que 
han participado activamente en el conflicto armado? 





Misión de Apoyo al 
Proceso de Paz- 
Mapp OEA 
 






Fecha: agosto 2015 
1. ¿Cuál ha sido la tendencia de reclutamiento a NNA 
en los últimos 10 años? 
2. ¿Qué opciones tienen los NNA y sus familias para 
evitar ser víctima de ese flagelo? 
3. ¿Por qué la Mapp OEA no ha acompañado procesos 
de desvinculación de paramilitares y la guerrilla de 
las Farc? 
4. ¿Cuáles son los elementos básicos para transitar a 
la vida civil eficazmente? 
 
Pastor Alape y  





estado mayor de 
las Farc. 
 
Fecha: Noviembre 2017 
1. ¿Cómo son las dinámicas del Consejo Nacional de 
Reincorporación? 
2. ¿Por qué el ICBF no estará en la cabeza del proceso 
de desvinculación de los NNA? 
3. ¿Qué otras instituciones del Estado no les produce 
confianza? 
4. ¿Qué es el camino diferencial de vida? 
5. ¿Cuáles son los mayores retos del programa? 
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FORMA DE DESVINCULACIÓN NNA INGRESADOS  
AL PROGRAMA ESPECIALIZADO DEL ICBF  
(1999-2015) 
 
Fuente: ICBF, 2015. 
GRÁFICA 4 
REGIONALES DEL ICBF QUE REMITEN LOS NNA 
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Acuerdo de paz 
 
Acuerdo de paz: La primera fase de exploración de las conversaciones se llevó a 
cabo en Oslo y en La Habana. La mesa se instaló con miembros delegados de dicho 
grupo guerrillero y del gobierno nacional, además de contar con la participaron del 
gobierno de la República de Cuba, Noruega, Venezuela y Chile.  
  
La primera fase terminó el 26 de agosto de 2012 con la firma del “Acuerdo General 
para la terminación del conflicto y construcción de una paz estable y duradera” con 
una agenda de 6 puntos (política de desarrollo agrario integral; participación política; 
fin del conflicto; solución al problema de las drogas ilícitas; víctimas; 
implementación, verificación y refrendación); el instrumento fue una ‘hoja de ruta’ 
donde se  estableció el propósito del proceso de paz con las FARC-EP, las 
condiciones y las reglas de operación para la negociación (Oficina de Alto 
Comisionado para la Paz [OACP], 2012) 
 
A través de este primer acuerdo de decisión mutua de poner fin al conflicto armado, 
como condición esencial para la construcción de la paz duradera y estable, se 
reconoció que la construcción de la misma era un asunto de la sociedad en su 
conjunto y, por ende, requería participación de todos, respeto de los derechos 
humanos, desarrollo económico con justicia social, en armonía con el medio 
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ambiente, desarrollo social con equidad, bienestar, la participación del país como 
actor activo y soberano en la paz, en el desarrollo tanto regional como mundial.  
 
A continuación, se traerán a colación los puntos relevantes de la agenda del 
Acuerdo Final: 
 
1. Política de desarrollo agrario integral 
2. Participación Política 
3. Fin del conflicto 
4. Solución al problema de las drogas ilícitas 
5. Víctimas 
6. Implementación, verificación y refrendación: Las reglas de funcionamiento 
estipuladas fueron:  
- Acuerdo Política de desarrollo agrario integral  
- Acuerdo de participación política 
- Acuerdo Solución al problema de las drogas ilícitas 
- Acuerdo víctimas del conflicto armado 
- Implementación verificación y refrendación  
- Acuerdo Fin del conflicto a través de: Se debe tener en cuenta que el 24 de 
noviembre de 2016 el gobierno de Colombia y la guerrilla firmaron un nuevo acuerdo 
de paz donde las partes acordaron extender el plazo de la entrega de las armas 20 
días más de la fecha inicial (30 de mayo de 2017) y la reincorporación a la vida civil 
debido a retrasos en el cronograma de implementación del acuerdo de paz. De igual 
forma, y entendiendo la extensión de los plazos, se prolongó la vigencia de las 
zonas en las que están concentrados los guerrilleros dos meses más de lo acordado 
y hasta el 1 de agosto de 2017. Esta nueva situación no afecta de ningún modo la 
decisión y el compromiso del gobierno ni de las FARC-EP para cumplir con el 
acuerdo (Reuters, 2017). 
 
Las etapas del punto Fin del conflicto son: 
1. Inicio de proceso de cese al fuego y de hostilidades bilateral y definitivo 
2. Dejación de las armas por parte de las FARC-EP  
3. Ubicación temporal y transitoria de las FARC-EP en zonas veredales: la 
reincorporación a la que se alude en este apartado no aplica para los NNA. 
Si bien van a estar en estas zonas veredales, se debe conocer que es un 
tema transitorio, puesto que se acordó la salida de los NNA para iniciar con 
el programa de reintegración y restablecimiento de derechos. 
4. Garantías de seguridad son una condición necesaria para afianzar la  
      construcción de paz y convivencia 
5. Proceso de reincorporación  en lo político, social y económico: En este 
apartado  se establecen las directrices para la reincorporación a la vida civil, 
y en términos de los NNA se establecen los lineamientos para la restitución 
de sus derechos. Dentro de las funciones de la CNR se encuentran: 
 
-Discutir las medidas especiales de atención y protección de los niños, niñas y 
adolescentes que hayan salido o salgan de los campamentos de las FARC-EP, 
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desde el inicio de las conversaciones de paz hasta la finalización del proceso de 
la dejación de armas.  
-Elaborar los lineamientos del Programa Integral Especial para la restitución de 
los derechos de los niños, niñas y adolescentes que salgan de las FARC-EP, con 
base en la propuesta presentada por parte de la mesa técnica creada mediante 
Comunicado Conjunto No. 70. El Programa deberá́ ser adoptado por las 
autoridades competentes.  
-Realizar seguimiento al programa de reincorporación a la vida civil de los 
miembros de las FARC-EP y del Programa Integral Especial para la restitución 
de los derechos de los niños, niñas y adolescentes que salgan de las FARC-EP, 







































• Agencia Colombiana para la Reintegración [ACR]. (s.f.) Términos y siglas del 
proceso de reintegración. Recuperado el 03 de 2017, en la ACR,       
http://www.reintegracion.gov.co/es/atencion/Paginas/glosario.aspx 
 
•  Aranguren, J.P. (2011) los camino a la violencia. Vinculación y trayectoria de 
los niños en los grupos armados ilegales en Colombia. Universidad de los 
Andes, Bogotá, Colombia.  
 
• Bechara, E. Herrera, D. Cortés, E. (2015) Anuario 2015, Desarmar la Guerra 
para construir la paz: la reintegración de combatientes en el marco del Plan 
Nacional de Desarrollo 2014-2018. Universidad Externado de Colombia, 
Bogotá, Colombia. 
 
• Benposta. (2010) Nuestro trabajo. Autogobierno. Recuperado el 01 de 2017, en 
Benposta Colombia, http://www.benpostacolombia.org/es/nuestrotrabajo.shtml 
 
• Benposta. (2017) Nuestros frutos, Cobertura. Recuperado el 01 de 2017, en 
Benposta Colombia, http://www.benpostacolombia.org/es/index.shtml 
 
• Carillo, E. (1997) La nueva administración pública. Recuperado el 07 de 2016, 
en Políticas, http://politicas.typepad.com/files/tamayo_el-analisis.pdf 
 
• Centro Nacional de Memoria Histórica (2013) Desafíos para la Reintegración. 
Enfoques de género, edad y étnica. CNMH, Bogotá, Colombia. 
 
• Centro Nacional de Memoria Histórica (2017) Una guerra sin edad. Informe 
nacional de reclutamiento y utilización de niñas, niños y adolescentes en el 
conflicto armado. CNMH, Bogotá, Colombia. 
 
• Congreso de la República de Colombia. (1997) Ley 418. Bogotá, Colombia.  
 
• Congreso de República de Colombia.(2005) Ley 975. Bogotá, Colombia. 
 
• Congreso de República de Colombia. (2006) Ley 1098. Bogotá, Colombia. 
 
• Congreso de República de Colombia. (2010) Ley 1424. Bogotá, Colombia. 
 
• Congreso de República de Colombia. (2011) Ley 1448. Bogotá, Colombia. 
 
• Corte Constitucional. (1999) Constitución Política de Colombia. Bogotá, 
Colombia. 
 




• Corte Constitucional. (2010) Sentencia C-293/10. Bogotá, Colombia. 
 
• Consejería Derechos Humanos. (2017) Informes. Presidencia de la República, 
Bogotá Colombia. 
 
• Defensoría del Pueblo. (2015) Capítulo 3, Derecho a la vida y a la integridad 




• Defensoría del Pueblo. (s.f.) Sistema de alertas tempranas (SAT). Recuperado 




• Departamento Nacional de Planeación [DNP]. (2008) Conpes 3554. Bogotá, 
Colombia.  
 
• Departamento Nacional de Planeación [DNP]. (2010) Conpes 3673. Bogotá, 
Colombia.  
 
• Di Virgilio, M. (2012) Monitoreo y evaluación de políticas públicas, programas y 
proyectos sociales. Recuperado el 03 de 2016 en Unicef, 
http://www.unicef.org/argentina/spanish/cippec_uni_monitoreo_evaluacion.pd 
 
• Galtung, J. (2012) La transformación de los conflictos por medios pacíficos. 
Naciones Unidas. Bogotá, Colombia.  
 
• González, M. (s.f.) El derecho de las víctimas a la indemnización por vía 
administrativa. Recuperado el 11 de 2017 en Seminario virtual, caja de 
herramientas, http://viva.org.co/cajavirtual/svc0369/articulo05.html 
 
• Humanidad vigente. (2017) Niños, niñas y jóvenes en el Postconflicto: las 
necesidades y retos en la implementación del Acuerdo Final. Bogotá Colombia.  
 
• Infobae. (20015) Colombia: la acción de las Farc en el centro del país sufrió un 




• ¿International Center for Transitional Justice [ICTJ]. (s.f.) Qué es la justicia 
transicional? Recuperado el 11 de 2016, en el ICTJ, https://www.ictj.org/es/que-
es-la-justicia-transicional 
 
• ¿International Center for Transitional Justice [ICTJ]. (2014) Informe reparación 
integral para NNA victimas de reclutamiento ilícito oficial. Recuperado el 08 del 
 
98 
2016 en el ICTJ, https://www.ictj.org/es/publication/reparacion-integradora-
ninos-reclutamiento-ilicitocolombia 
 
• Instituto Colombiano de Bienestar [ICBF]. (1999-2015) Datos estadisticos 
programa especializado para la atención a niños, niñas y adolescentes 
desvinculados de grupos al margen de la ley. Bogotá, Colombia.    
 
• Instituto Colombiano de Bienestar Familiar [ICBF]. (2008) Creando un futuro. 
Observatorio de procesos de desarme, desmovilización y reintegración. 
Universidad Nacional de Colombia, Bogotá, Colombia.  
 
• Instituto Colombiano de Bienestar Familiar [ICBF]. (2013) Programa de atención 
especializada para el restablecimiento de derechos a niños, niñas y 
adolescentes víctimas de reclutamiento ilícito, que se han desvinculado de 
grupos armados organizados al margen de la ley y contribución al proceso de 
reparación integral. Bogotá, Colombia.   
 
• Instituto Colombiano de Bienestar Familiar [ICBF]. (2014) Concepto 113 de 
2014. Bogotá, Colombia.  
 
• Instituto Colombiano de Bienestar Familiar [ICBF]. (2016) ICBF no aceptará 
presiones de operadores para primera infancia. Recuperado el 07 de 2017 en 








• Mesa Nacional de Víctimas. (2011) ¿Qué es reparación? Recuperado el 10 de 




• Naeve, K. (2012) ¿Derecho, Deber o Privilegio? Una evaluación del impacto de 
los Programas de Reintegración del Gobierno para niños desvinculados en 
Colombia. Universidad de Harvard, Bogotá, Colombia.  
 
• Naeve, K. (2017) Informe actualizado de los resultados de la evaluación del 
impacto de los programas de reintegración del Gobierno para los niños 
desvinculados en Colombia. Universidad de Harvard, Bogotá, Colombia.  
 
• Organización de Estados Iberoamericanos [OEI]. (2014) ABC Verdad, Justicia 




• Organización de Naciones Unidas [ONU]. (1990) Resolución 45/112. Bogotá, 
Colombia.  
 
• Ortiz y Lopera (2017) La educación en la transición hacia la vida civil de los 
excombatientes de las FARC-EP y las fuerzas militares de Colombia. Berlín, 
Alemania. 
 
• Presidencia de la República. (2016) Decreto 2026. Bogotá, Colombia.  
 
• Oficina del Alto Comisionado para la Paz [OACP]. (2017) ABC Jurisdicción 




• Organización Internacional para las Migraciones [OIM]. (2015) Paz, reparación 
y reconciliación. El ABC de la justicia transicional en Colombia. Bogotá, 
Colombia 
 
• Presidencia de la República. (2016) Decreto 2027, Art.9. Bogotá Colombia. 
 
• Procuraduría General de la Nación. (2006) Código de la Infancia y la 




• Redacción Política. (2015) Las cifras sobre los niños y la Guerra. Recuperado 




• Redacción Política. (2015) Buscan que menores de edad desmovilizados de 




• Reifonso, G. (2015-06) Operadores del ICBF cobran por más niños de los que 
atienden. Recuperado el 07 del 2016 en El Tiempo, 
http://www.eltiempo.com/archivo/documento/CMS-15938403 
 
• Remolina, A. (2011) Los niños, niñas y jóvenes excombatientes en el conflicto 
armado colombiano ¿Sujetos de derecho u objetos de asistencia?. Bogotá, 
Colombia.  
 






• Romero, Y. Chavez, Y. (2008) El juego de la guerra, niños, niñas y adolescentes 




• Salazar, J.A. (2011) Desplazamiento forzado y conflicto armado. Niños y niñas 
vulnerados en sus derechos humanos. Orbis, Bogotá, Colombia.  
 
• Salazar, J.A. (2011) Complejidad, conflicto armado, y vulnerabilidad de niños, y 
niñas desplazados en Colombia. Ágora U.S.B, Bogotá, Colombia.  
 
• Save the Children. (2004) Coalición contra la Vinculación de Niños, Niñas y 
Jóvenes al Conflicto Armado en Colombia [COALICO]. Bogotá, Colombia.  
 
• Solano, J. (2015) Justicia retributiva para ex niños soldado (Tesis de maestría). 
Universidad de los Andes, Bogotá, Colombia.  
 
• Springer, N. (2012) Como corderos entre lobos. Del uso y reclutamiento de 
niñas,niños y adolescentes en el marco del conflicto armado y la criminalidad 
en Colombia. Springer Consulting Services, Bogotá, Colombia.  
 
• Tamayo, H. (2015) Incierto future para menores desvinculados de las Bacrim. 




• Torres, O. (2011) Niñez y ciudadanía. Editorial Pehuen, Bogotá, Colombia. 
 
• Torres Puentes, E. (2015) Narratividad y tiempo: niños y niñas desvinculados 
del conflicto armado colombiano. (Tesis doctoral). Universidad Distrital, Bogotá, 
Colombia. 
 
• Universidad Nacional Autónoma de México (2005). Análisis de fundamentos de 
la Teoría Instituciona. Recuperado el 05 de 2018 en la Revista Digital 
Universitaria, http://www.revista.unam.mx/vol.6/num8/art84/ago_art84.pdf 
 
• United Nations [UN]. (2008) Consolidación de paz. Recuperado el 03 de 2017 
en UN, http://www.un.org/es/peacebuilding/pbso/faq.shtml 
 
• United Nations International Children Emergency Fund [UNICEF]. (2012) 
Informe Mundial sobre la violencia contra los niños y niñas. Bogotá, Colombia.  
 
• Valencia, G. (2006) La economía frente al conflicto armado interno colombiano 







• Aguirre, N y Cifuentes, M.R. (2011) Niñas, niños y jóvenes excombatientes, 
revisión de tema (Tesis maestría). Universidad de caldas, Manizales, Colombia.  
 
• Carillo, E. (1997) La nueva administración pública. Recuperado el 07 del 2016 
en Políticas, http://politicas.typepad.com/files/tamayo_el-analisis.pdf 
 
• Centro de recursos para el análisis de conflictos [CERAC]. (2017) Monitor del 
cese al fuego bilateral y hostilidades. Un conflicto largo de terminación 
negociada. Recuperado el 11 de 2017, de CERAC, http://blog.cerac.org.co 
 
• Comisión Histórica del Conflicto y sus víctimas. (2015) “Un conflicto armado al 
servicio del status quo social y politico”. Contribución al entendimiento del 
conflicto armado en Colombia.  Alto comisionado para la paz, Bogotá, Colombia.  
 
• Coalición colombiana. (2007) Informe sobre la situación de NNA vinculados al 
conflicto armado de Colombia. CRIN, Bogotá, Colombia.  
 
• Coalición contra la Vinculación de Niños, Niñas y Jóvenes al Conflicto Armado 
en Colombia [COALICO]. (2001) Boletín del observatorio niñez y conflicto 
armado en Colombia. Bogotá, Colombia.  
 
• Coalición contra la Vinculación de Niños, Niñas y Jóvenes al Conflicto Armado 
en Colombia [COALICO]. (2011) Boletín Pútchipu. No. 15, Bogotá, Colombia.  
 
• Di Virgilio, M. (2012) Monitoreo y evaluación de políticas, programas y proyectos 
sociales. Monitoreo y evaluación. Recuperado el 03 de 2016 en UNICEF, 
https://www.unicef.org/argentina/spanish/cippec_uni_monitoreo_evaluacion.pd 
 
• Instituto Colombiano de Bienestar Familiar [ICBF]. (2010) Lineamientos técnicos 
del modelo de atención psicosocial para el restablecimiento de los derechos de 
niños, niñas y adolescentes víctimas del conflicto armando en contribución al 
proceso de reparación integral. Bogotá, Colombia.  
 
• Instituto Colombiano de Bienestar Familiar [ICBF]. (2010) Lineamientos técnicos 
para el Programa Especializado y modalidades para la atención de Niños, Niñas 
y Adolescentes que se desvinculan de grupos armados organizados al margen 
de la ley. Bogotá, Colombia.  
• Instituto Colombiano de Bienestar Familiar [ICBF]. (2016) ICBF no aceptará 







• Ministerio de Defensa Nacional, República de Colombia Política de defensa y 
seguridad democrática. (2013) Política de defensa y seguridad democrática. 
Recuperado el 07 de 2016 en OAS,  
       https://www.oas.org/dsp/documentos/politicas_publicas/colombia%202.pdf 
 
• Oficina Internacional del Trabajo [OIT]. (2014) El trabajo infantil y su vinculación 
con el ejercicio del derecho a la educación. UAM, Ciudad de México, México. 
 
• Ortiz, D & Lopera, M., (2017) La educación en la transición a la vida civil de los 
excombatientes de las FARC-EP y las Fuerzas Armadas Militares (tesis de 
Maestría), Universidad de Ciencias Aplicadas Alice- Salomon- Platz, Berlín, 
Alemania.  
 
• Pachón, X. (2009) La infancia perdida en Colombia: los menores en la guerra. 
Universidad Nacional de Colombia, Bogotá, Colombia.  
 
• Puentes, J. (2012) La incidencia del Programa de Atención Especializada a 
Niños, Niñas y Adolescentes desvinculados de grupos armados irregulares del 
ICBF en el proceso de reintegración social en Colombia. Facultad 
Latinoamericana de Ciencias Sociales, Bogotá, Colombia.  
 
• Redacción paz. (2017) Fue prudente mostrar cómo avanza la dejación de armas 




• Rueda, M. (2014) Marquetalía y el inicio del conflicto armado contemporáneo. 
Agencia de prensa rural, Bogotá, Colombia.  
 
• Unidad para la Atención y Reparación Integral de las Víctimas. (2016) Registro 
único de víctimas. Recuperado el 05 de 2016 en Unidad para las Víctimas, 
http://www.unidadvictimas.gov.co/es/inicio 
 
• United Nations International Children Emergency Fund [UNICEF]. (2006) 
Caracterización de las niñas, niños y adolescentes desvinculados de los grupos 
armados ilegales: inserción social y productiva desde un enfoque de derechos. 
La niñez y sus derechos. Defensoría del Pueblo, Bogotá, Colombia.  
• Watchlist on children and armed conflict. (2004) Colombia, la guerra de los 
niños. New York, United States. 
